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PRESENTACIÓN 

 
El Derecho Penal y Procesal Penal enfrentan hoy desafíos significativos en un mundo 

caracterizado por cambios sociales acelerados, avances tecnológicos disruptivos y demandas 
crecientes de justicia y equidad. Como disciplinas fundamentales en la protección de 
derechos y en la organización del sistema de justicia, estas ramas del derecho están llamadas 
a responder con soluciones innovadoras y efectivas a problemas cada vez más complejos. 

En este contexto, nuestra revista tiene el honor de presentarles el Vol. 2 Núm.2 
dedicado al análisis de las "Perspectivas contemporáneas del Derecho Penal y Procesal 
Penal: Retos y Desafíos". Este dossier reúne artículos de destacados investigadores y juristas 
que abordan temas clave con un enfoque crítico, interdisciplinario y profundamente 
comprometido con la búsqueda de soluciones que contribuyan al fortalecimiento del Estado 
de derecho. 

La diversidad temática y geográfica de los trabajos incluidos refleja la naturaleza global 
de los problemas actuales, al tiempo que resalta las particularidades de los sistemas jurídicos 
en distintas regiones. Cada artículo constituye una invitación a reflexionar sobre el rol del 
derecho penal y procesal penal en la construcción de sociedades más justas, seguras y 
respetuosas de los derechos fundamentales. 

Desde cuestiones de tipificación penal y reparación integral hasta debates sobre 
corrupción, violencia intrafamiliar y la fiabilidad científica en el proceso penal, los textos aquí 
presentados ofrecen un panorama amplio y profundo de los retos actuales, al tiempo que 
plantean propuestas innovadoras y aplicables en la práctica jurídica. 

A través de esta edición, reafirmamos nuestro compromiso con la difusión de 
investigaciones que impacten positivamente no solo en el ámbito académico, sino también 
en las políticas públicas y en el ejercicio profesional de los operadores de justicia. Estamos 
convencidos de que estas reflexiones y propuestas serán de gran utilidad para todos aquellos 
interesados en comprender y transformar el Derecho Penal y Procesal Penal en beneficio de 
la sociedad. 

Es importante destacar que cada uno de los artículos incluidos en esta edición ha 
pasado por un riguroso proceso de revisión por pares externos, llevado a cabo por expertos 
en las áreas específicas abordadas. Este procedimiento asegura no solo la calidad académica 
de los trabajos, sino también su relevancia y pertinencia en el debate jurídico 
contemporáneo. La revisión por pares constituye un pilar esencial en nuestro compromiso 
con la excelencia editorial, garantizando que cada contribución publicada cumpla con los más 
altos estándares de investigación y análisis jurídico. Siendo los siguientes: 
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• La ilicitud en el proceso de extinción de dominio, de José Luis Díaz Velaysosa, explora 

un tema clave en la lucha contra la criminalidad organizada, aportando una visión 

integral sobre la relación entre la ilicitud y la justicia en estos procesos. 

• El delito de violación sexual mediante engaño y su adecuada ubicación en la norma 

penal como propuesta para la correcta protección de la libertad sexual, de Vivian 

Ilanicg Castañeda Olivera, plantea una revisión crítica de la legislación penal, 

proponiendo ajustes que permitan proteger de manera más efectiva la libertad 

sexual. 

• La necesidad de cumplimiento de la reparación integral en casos de violencia 

intrafamiliar desde el Código Orgánico Integral Penal en Ecuador, de Ivonne 

Magdalena Enríquez Palate, pone de manifiesto la importancia de garantizar una 

reparación efectiva y completa para las víctimas, destacando su relevancia en la 

construcción de sociedades más justas. 

• El informe pericial y su control de fiabilidad en la etapa intermedia: Un modelo de 

admisibilidad científica, de Héctor Humberto Mejía Mendo, aborda un aspecto 

fundamental del proceso penal: la confiabilidad de la prueba pericial, ofreciendo un 

modelo que refuerza la objetividad y la justicia. 

• La naturaleza tangible de los medios corruptores en los delitos de corrupción de 

funcionarios, de José Jhordy Ventura Zurita y Nicole Alessandra Núñez Custodio, 

analiza cómo los medios corruptores afectan la función pública, proponiendo 

soluciones para combatir esta problemática desde una perspectiva penal. 

• El técnico y el político: Acerca de la voceada desactivación de la Autoridad Nacional 

del Servicio Civil en un entorno VUCA, de Luis Alberto Huamán Ordóñez, reflexiona 

sobre los retos de la gestión pública en contextos volátiles, ofreciendo claves para un 

equilibrio entre lo técnico y lo político. 

• La investigación jurídica: ¿es viable?, de Manuel Bermúdez-Tapia, invita a una 

introspección sobre el estado de la investigación jurídica, explorando su viabilidad y 

relevancia en el marco académico y profesional. 

Además de los valiosos aportes que conforman este dossier, esta edición busca ser un 
espacio para el diálogo académico y profesional que impulse el desarrollo integral del 
Derecho Penal y Procesal Penal. Los temas aquí tratados no solo permiten reflexionar sobre 
los desafíos actuales, sino que también abren la puerta a nuevas líneas de investigación y 
propuestas legislativas que contribuyan a una justicia más inclusiva, eficiente y respetuosa de 
los derechos fundamentales. Este enfoque integral refuerza nuestro compromiso con la 
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difusión de ideas que trasciendan el ámbito académico y generen un impacto positivo en la 
sociedad. 

Chornancap Revista Jurídica agradece profundamente a los autores y evaluadores 
externos, cuyo esfuerzo y dedicación han sido esenciales para el desarrollo de esta 
publicación. Su aporte no solo garantiza la calidad de los contenidos, sino que también 
fortalece el diálogo académico y la generación de conocimiento jurídico relevante y de alto 
impacto. Esta edición es el resultado de un trabajo conjunto, que busca dejar una huella 
positiva en el ámbito jurídico y social. 

Finalmente, los invitamos a continuar colaborando con nuestra revista, ya sea como 
lectores, autores o revisores. El éxito de esta publicación depende de una comunidad 
académica activa y comprometida con la excelencia. Esperamos que esta edición sea de su 
agrado y utilidad, y que inspire nuevas investigaciones y debates en torno a los retos y 
desafíos del Derecho Penal y Procesal Penal. Estamos convencidos de que juntos podemos 
contribuir a una justicia más equitativa y a un derecho más humano. 

 
Chiclayo, diciembre de 2024. 

 
José Rolando Cardenas Gonzales 

Director 
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RESUMEN 

El artículo busca examinar el alcance interpretativo de la ilicitud como presupuesto sine qua non para la 
procedencia de la de extinción del dominio en el Perú, ello en base a la actual regulación y aplicación que 
se viene dando en esta materia. La ilicitud no se circunscribe a una ilicitud penal, sino a cualquier tipo de 
ilicitud: penal, civil, administrativo, tributario, etcétera, lo que conlleva una ilicitud extremadamente amplia. 
El objetivo es determinar la viabilidad de esta práctica y proponer algunas soluciones, considerando el 
marco constitucional y el irrestricto respecto de los derechos fundamentales, particularmente en la 
interpretación de la norma para la restricción de derechos. Se lleva a cabo un estudio centrado en la 
regulación procesal de la extinción de dominio y doctrina vinculada a la ilicitud. Se establece que el alcance 
interpretativo dado a la ilicitud es lata, no tomando en consideración la interpretación restrictiva de los 
derechos fundamentales, sino ampliando deliberadamente para extinguir el dominio de los requeridos, se 
resalta la interpretación constitucional como mecanismo control frente a la vulneración de derechos y 
garantizar una adecuada aplicación de la norma en el proceso. 

Palabras clave: Ilicitud, ExGnción de dominio, Derecho Penal, Interpretación consGtucional, TaxaGvidad. 

 

ABSTRACT  

The ar-cle seeks to examine the interpreta-ve scope of the unlawfulness as a sine qua non for the proceeding 
of the forfeiture of ownership in Peru, based on the current regula-on and applica-on that has been taking 
place in this ma=er. The unlawfulness is not limited to a criminal unlawfulness, but to any type of 
unlawfulness: criminal, civil, administra-ve, tax, etc., which entails an extremely broad unlawfulness. The 
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objec-ve is to determine the viability of this prac-ce and to propose some solu-ons, considering the 
cons-tu-onal framework and the unrestricted respect for fundamental rights, par-cularly in the 
interpreta-on of the norm for the restric-on of rights. A study is carried out focused on the procedural 
regula-on of the ex-nguishment of ownership and doctrine related to unlawfulness. It is established that the 
interpreta-ve scope given to unlawfulness is broad, not taking into considera-on the restric-ve 
interpreta-on of fundamental rights, but deliberately broadening it to ex-nguish the domain of those 
required, highligh-ng the cons-tu-onal interpreta-on as a control mechanism against the viola-on of rights 
and guaranteeing an adequate applica-on of the norm in the process. 

Keywords: Unlawfulness, Ex-nc-on of ownership, Criminal Law, Cons-tu-onal interpreta-on, Taxa-vity. 

 

 
Introducción 

Para trasladar bienes de los requeridos a favor del Estado, la ac5vidad ilícita es una 
condición de par5cular trascendencia en el proceso de ex5nción de dominio, su presencia marca 
el inicio y la consecuencia aplicable. La ilicitud no se encuentra circunscrita necesariamente a un 
acto delic5vo, sino a cualquier vulneración del ordenamiento jurídico, este, a su vez, cumple un rol 
nuclear dentro del proceso. El 5po de ilícito suscep5ble de ex5nción de dominio no ha sido 
determinado específicamente, sino de manera genérica se reconoce a todo bien con relación a 
ac5vidades ilícitas, como condición suficiente para ex5nguirse a favor del Estado, claro que de paso 
haya podido o pueda generar ganancias a los requeridos. 

La ilicitud en el proceso de ex5nción de dominio es crucial para todos los operadores del 
derecho en la lucha contra las organizaciones criminales y su acumulación de patrimonio, pero no 
debe dejarse de lado el rol que cumple para los requeridos, par5endo de que, tras concluir el 
proceso, se podrá establecerla o no. Su importancia se fundamenta en los efectos reales de conocer 
la ac5vidad o conducta ilícita a la que se encuentran vinculados los bienes y que propicia la 
ex5nción del dominio a favor del Estado. Por tanto, entender y conocer el contenido de lo ilícito en 
este proceso contribuye, no solo a una adecuada aplicación de la Ley, sino también al respeto de 
los derechos fundamentales de los requeridos al proceso de ex5nción de dominio. 

En ese sen5do, al examinar la ilicitud como presupuesto de ex5nción, nos permite 
reconocerlo como un elemento fundamental en la determinación y viabilidad de la ex5nción de 
dominio, porque de esta manera se podrá atribuir y tutelar adecuadamente los intereses y 
derechos de los requeridos, quienes, a su vez podrán adecuar su conducta a prescripciones 
específicas y evitar la relación de sus bienes a tales circunstancias.  

La importancia que se evidencia de la ilicitud en el proceso de ex5nción de dominio peruano 
es ciertamente innegable, dado la configuración como elemento sustancial, ser el génesis del 
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proceso y la incidencia en los bienes de los requeridos, lo que otorga contenido al proceso y un 
papel fundamental en el sistema jurídico peruano. 

Por lo señalado, esta inves5gación, se enfoca en el examen de la interpretación y aplicación 
de la ilicitud en el proceso de ex5nción de dominio en el Perú, desde los fundamentos de este 
proceso, su planteamiento norma5vo como presupuesto de procedencia y la interpretación 
cons5tucional. 

1. Orígenes y fundamentos de la exFnción de dominio 

Existe cierta discrepancia para establecer el origen de la figura de extinción de dominio, 
como instituto legal nacería del civil asset forfeiture del sistema jurídico estadounidense. Más 
remotamente, sus raíces se vincularían al denominado deodand, lo que implicaba entregar a Dios 
las cosas relacionadas con el pecado, esto es que el objeto haya propiciado la muerte de un súbdito 
del rey. Otros sostienen que proviene de confiscaciones comerciales inglesas (Cassanello, 2022). 
Además, se parte de que su desarrollo inicial estuvo únicamente en la Common Law para 
posteriormente ingresar al Civil Law. Para Prieto (2021), lo perseguido es el patrimonio y no la 
persona, por tanto, resulta totalmente irrelevante la culpabilidad del dueño y tal consecuencia se 
puede dar sin la necesidad que se haya realizado alguna acusación delictiva a su titular. 

De ahí se tendría los primeros indicios y tratamiento dado a los bienes vinculados a hechos 
contrarios a las normas, en tanto ya se establecía la consecuencia aplicable a estos dentro del 
derecho continental. Ahora, si bien es cierto, la condición indispensable era esa contrariedad a las 
normas, la finalidad no era únicamente sacar del circuito económico, sino encontrar alguna forma 
de redención frente a Dios de la persona vinculada con el ilícito, este último naturalmente estaba 
dentro de un marco de ilícito delictivo. La cosa denominada deodand justamente hace referencia 
a su vinculación y relación con la muerte de una persona. 

En el caso del Derecho Romano, como refieren Chinchilla y Ruiz citados por Aguilar (2022), 
se tenía la figura denominada publicatio bonorum, consistente en el traslado de los bienes del 
condenado a pena capital o exilio, pero dada su severidad y desproporcional aplicación que 
afectaba incluso a sus familiares se empezó a limitar su uso. Era un instrumento que generaba 
riqueza al Estado, pero olvidaba la finalidad real, que podría ser repeler actos delictivos dentro de 
la sociedad y la búsqueda del bien común. 

Para Tobar (2014), en los países de historia civilista el derecho de propiedad constituye una 
configuración del sistema económico del Estado, concretamente en el caso colombiano, con ese 
reconocimiento solo se podía expropiar por razones de interés público y a cambio de un justiprecio.  
Añadiendo que dicha concepción sufrió una significativa transformación cuando se inserta la idea 
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de función social de la propiedad, materializándose en la regulación de la extinción del dominio de 
tierras incultas. 

En Colombia, hablar de extinción de dominio nos lleva a revisar el tratamiento del derecho 
de propiedad y con ello a su Constitución de 1886, en donde establecía que la adquisición haya 
sido con justo título, sin fijar el efecto de su incumplimiento. En el año 1936 aparece la extinción 
de dominio, pero por supuesto falta de explotación económica y recién en 1991 se reconoce la 
extinción de dominio en el sentido que actualmente se conoce (Castro & Castro, 2019). De este 
modo, la figura de extinción de dominio como se le conoce actualmente es resultado de un largo 
proceso de transformación, mal haríamos remitirnos únicamente a 1991, cuando sus antecedentes 
son los que sentaron sus bases, tal es el caso de la extinción de las tierras incultas. 

Así, en dicho país se tiene a los antecedentes cercanos y, tal cual lo conocemos hoy a la 
extinción de dominio. Aunque, la causal de tierra inculta, no necesariamente se ajustaba a un 
supuesto expreso de ilicitud, sí se prescribía la necesidad de que cumpla una funcional social y, 
evidentemente la propiedad debe cumplir una función económica dentro del Estado. La ilicitud 
como requisito significa una evolución de la concepción primigenia de esta figura extintiva. Pero 
recoger esa condición no hace más que expresar lo que insípidamente ya se conocía -la ilicitud-, 
porque el hecho de que alguien no le dé una función social, incumpliría una obligación implícita 
como propietario y, por ese motivo, se extinguía el dominio de las tierras incultas.  

Asimismo, el hecho de que en su Constitución de 1886 haya exigido que la adquisición de 
los bienes haya sido justo título, explicitaba la necesidad de tener un origen lícito de los bienes 
para ser tutelado. Por ello, si bien es cierto, la configuración actual de la extinción de dominio data 
de 1991, también es cierto que existen antecedentes remotos (Vargas, 2023). Dentro de dichos 
antecedentes encontramos a la extinción de las tierras incultas y su constitución de 1886. 

Además, los antecedentes normativos contemporáneos nos remiten a La Convención de 
las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, La 
Convención de Viena, La Convención de Palermo contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 
Convenciones Interamericanas contra el terrorismo y de las Naciones Unidas contra la corrupción 
(Herrera, González, & Borquez, 2022). Estas se enfocan a la regulación del tratamiento de las 
ganancias y el patrimonio de las organizaciones criminales, aunque contemplan el decomiso y no 
específicamente la extinción de dominio. 

 La extinción de dominio es la perdida de los derechos de propiedad sobre los bienes 
vinculados a actividades ilícitas (Herrera, González, & Borquez, 2022), este también podría 
entenderse como “(…) la terminación de la supremacía o poder de propiedad que se ejerce sobre 
una cosa.” (Rivero, 2020, p. 622) En el caso peruano, se puede definir como un mecanismo legal 
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por el que se traslada la propiedad en algunos casos y el dominio en bienes no inscritos a favor del 
Estado, de todos los que se encuentren relacionados con actividades ilícitas (Díaz & Díaz, 2023). 

El contexto en el que surgió la extinción del dominio es diverso (Santander, 2018). De estos 
podemos extraer algunos fundamentos que dan razón de ser: Primero, el cumplimiento de una 
función social de la propiedad, esto es la dinámica de la concepción del derecho propiedad, 
pasando de un entendimiento individualista a uno más social, se exige que el derecho a la 
propiedad que sea ejercido conforme al bien común; segundo,  la lucha contra la criminalidad, el 
surgimiento de organizaciones criminales bien organizadas y con capacidad de generar un 
importante patrimonio ha hecho necesaria la creación de nuestros instrumentos jurídicos capaces 
de responder a las nuevas dinámicas criminales; tercero, la necesidad de reafirmar los valores 
ético-sociales y fomentar la cultura de la legalidad, con este fundamento se procura no premiar la 
obtención ilícita de ganancias y el incremento del patrimonio, marcando un claro mensaje de que 
únicamente será tutelada y amparada por el derecho, cuando sea obtenida y ejercida conforme a 
derecho y; cuarto, el fortalecimiento del sistema jurídico, la extinción de dominio ingresa al 
ordenamiento buscando dar mayor solidez, consistencia y eficacia para los operadores de justicia 
y lucha contra la criminalidad organizada. 

Por tanto, los fundamentos que anteceden han sido bases originarias de la extinción de 
dominio y que aún se mantienen incólumes en el tiempo. En el caso peruano se ha recogido en 
gran medida dichos fundamentos para su inserción y aplicación dentro del ordenamiento jurídico. 
Dichos cimientos extincioncitas recogen preceptos universales que no podrían discutirse como 
elementos y fines propios dentro de un Estado, sin embargo, tampoco hay que perder de vista que 
el fin en sí mismo no justifica las características particulares de los medios que se puedan adoptar, 
tal como sucedió en el derecho romano, porque desnaturalizaría la finalidad y nos retrotraeríamos 
al contexto donde el Estado persigue únicamente acrecentar su riqueza. 

2. Alcances de la ilicitud en el proceso de exFnción de dominio 

La convivencia en sociedad requiere que sus miembros exterioricen una conducta de 
reciprocidad respecto a los otros, lo que puede advertirse por el despliegue de la conducta 
individual. Este último, entendido como aquel proceso interno -mental- y externo acción 
perceptible por los demás y el propio agente (Freixa , 2003). El desarrollo de una conducta en 
oposición al ordenamiento jurídico tendrá una consecuencia prescrita y se considerará antijurídica 
o ilícita, deberá reconducirse según derecho. 

Atienza y Ruiz (2006) afirman que el ilícito es una conducta activa u omisiva que 
deónticamente puede ser considerada obligatoria en sentido lato y esa contravención debe 
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necesariamente ser a normas mandato. Además, es también “(…) una conducta repudiada por el 
ordenamiento jurídico, ya sea porque se trate de una conducta prohibida o una distinta a la 
esperada” (Garza Bandala, 2016, p. 148). Así, la ilicitud de una conducta no está condicionada a 
una rama especial del derecho, sino que es factible cometer ilicitud incluso a normas morales y 
socialmente reprochables, pero no positivizadas. 

Con relación a ello, para calificar una conducta como ilícita encuentra un abanico 
indeterminado de posibilidades, pero si a esa ilicitud se establecerán consecuencias más allá del 
reproche moral, necesitan una descripción específica, porque el agente podrá ajustar su conducta 
a la licitud dentro de la sociedad. Prescindir de tal condición para aplicar una consecuencia jurídica, 
sea personal o in rem, desdice la estructura propia de un estado de derecho y vulneraría la 
seguridad jurídica necesaria. 

Para analizar la ilicitud se puede recurrir a la tipicidad penal, donde se distingue el tipo de 
garantía y el tipo sistémico. El primero haciendo referencia a precisión en la descripción de los 
ilícitos y el segundo, trae a colación solo ciertos aspectos de la ilicitud (Atienza & Ruiz, 2006). De 
estos, para fijar una consecuencia, es idóneo examinar bajo la lupa del tipo de garantía, porque el 
segundo, no se puede conocer qué está prohibido para el ciudadano. 

Y, es que a decir de Ferrajoli (1995), “(…) solo las leyes (y no también la moral u otras 
fuentes externas) dicen lo que es delito y que las leyes solo dicen que es delito (y no también qué 
es pecado)” (p. 374). Si lo traemos al campo de la extinción de dominio, solo la ley establece lo que 
es ilícito con consecuencia en el derecho real y no así la moral u otras normas expresamente no 
reconocidas. Además, la condición para esa consecuencia, la ilicitud debe estar unívocamente 
prescrito, lo que permite el contradictorio en toda la fase del proceso. Es así como justamente 
permite que se cumpla con uno de los fundamentos de la extinción de dominio, esto es la 
necesidad de reafirmar los valores ético-sociales y fomentar la cultura de la legalidad. 

2.1.  El injusto de exFnción de dominio 

Luján (2024) elabora la estructura del injusto de extinción de dominio y desglosa dos 
elementos: i) la dimensión objetiva, el mismo que se encuentra comprendido por la acción, el 
elemento normativo y la contra jurídica y; ii) la dimensión funcional, este a su vez, comprende la 
diligencia, la buena fe y bien común. En la primera dimensión, dice que, en el caso de la extinción 
de dominio, estamos en un supuesto eminentemente objetivo y, por tanto, no se realiza ningún 
análisis subjetivo. Sobre la segunda dimensión, sostiene que esta determina la extinción de 
dominio y denomina la triada real, no teniendo carácter personal. 
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De ambas dimensiones expuestas, la primera está en un ámbito casi indiscutible de carácter 
objetivo, por el que puede haber mayor o menor cuestionamiento, pero, finalmente, así se 
reconoce. Lo cierto es que lo perseguido es la res, pero algunos sostienen que se parte de una 
necesaria vinculación con alguna ilicitud y, esa ilicitud extensionista, solo puede ser cometida por 
una persona y recién esa conducta ser susceptible calificación. Del mismo modo que cuando 
hablamos de la triada real pasa una evaluación relacional del bien con el ilícito, pero 
indefectiblemente se debe considerar el comportamiento y la conducta desplegada por el 
requerido frente a la vinculación de su bien con el ilícito propio o ajeno. En tal sentido, sostener 
que es una cuestión puramente objetiva es un extremo, porque sujeto y objeto tienen una relación 
de dependencia necesaria y el aspecto subjetivo tiene trascendencia jurídica. 

Al respecto, Rivero (2020) sos5ene que: 

(…) el hecho ilícito, se circunscribe a la mera descripción kpica. Esa descripción kpica se 
erige en el elemento del [ilícito] denominado “5picidad”, que abarca a su vez, en atención 
de la fórmula grama5cal que el legislador disponga, en su caso, otros elementos 
componentes; a saber: elementos obje5vos, subje5vos o norma5vos. (p. 662) 

Si partimos de que todas esas condiciones prescritas recaen y se establecen sobre el bien, 
podemos establecer que no es necesaria la calificación subjetiva. No obstante, la trascendencia o 
determinación del aspecto subjetivo está en la configuración del ilícito como una dimensión 
funcional del requerido, por aquí habrá que considerar el despliegue conductual.  En tanto, la 
conducta de la persona requerida o el tercero y el bien son elementos imprescindibles en la 
calificación de la extinción de dominio. La ausencia de uno de los presupuestos haría que no se 
pueda extinguir. Es decir, cómo podemos decir que un bien ha tenido relación con una actividad 
ilícita y debe ser extinguido, si no se ha establecido o presumido la ilicitud de la conducta de una 
persona, sea titular del bien o un tercero.  

Tal circunstancia nos ubica en el escenario del cuerpo del delito perteneciente a la teoría 
causalista (Rivero, 2020), porque centra en el análisis de los elementos externos. No obstante, a 
pesar de lo señalado, es una discusión que merece ser profundizada y estudiada adecuadamente, 
cuestión que no es objeto de la presente, por ello se limita a señalar algunas nociones y aspectos 
que tendrían que ser considerados la configuración del ilícito extincionista.  

2.2. Tipificación de la ilicitud de exFnción de dominio 

El arkculo I del Título Preliminar del Decreto Legisla5vo N.° 1373, prescribe expresamente 
lo siguiente: 
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El presente decreto legislativo se aplica sobre todo bien patrimonial que constituya objeto, 
instrumento, efectos o ganancias que tienen relación o que se derivan de las siguientes 
actividades ilícitas: contra la administración pública, contra el medioambiente, tráfico ilícito 
de drogas, terrorismo, secuestro, extorsión, trata de personas, lavado de activos, 
contrabando, defraudación aduanera, defraudación tributaria, minería ilegal y otras con 
capacidad de generar dinero, bienes, efectos o ganancias de origen ilícito o actividades 
vinculadas a la criminalidad organizada. (Poder Ejecutivo del Perú, 2018) 

El apartado normativo establece expresamente presupuestos que en realidad constituyen 
ilícitos penales, pero en la parte in fine, agrega y otras, entiéndase por actividades ilícitas con 
capacidad de ganancias, con ello dejando abierta la posibilidad de interpretar el alcance de los 
presupuestos de extinción. Esta situación legal, ha generado que se vaya al artículo 3.1 del Título 
Preliminar Decreto Legislativo N.° 1373, en este se define que la actividad ilícita es toda acción u 
omisión contraria al ordenamiento jurídico, pero dentro del ámbito de aplicación. Es decir, este 
último artículo nos regresa al primero, no salvando el vacío o la falta de prescripción expresa. 

El desarrollo típico de la actividad ilícita, a los que Luján (2024) denomina presupuestos de 
las circunstancias, ha sido describiendo algunos ilícitos penales, por tanto, debe entenderse que 
ese era el escenario en el que el legislador quiso regular, tal fue recogido en Colombia (Rivera, 
2017). Por lo menos, entender que expresamente a esa rama del derecho aplicar la consecuencia 
de extinción de dominio. Sin embargo, al haber dejado el término y “otras [actividades ilícitas]”, 
resulta aplicable a cualquier contravención al ordenamiento jurídico, tal como viene sucediendo. 
De ello, existe una ilicitud genérica para la extinción de dominio, cuando se debería establecer una 
específica. Aunque la aplicación de un mero ilícito resulta irrazonable (Herrera & Mendoza, 2021), 
porque lo realmente perseguido es una ilicitud de tipo penal o delictivo (García, 2024). 

2.3. Ilicitud genérica y específica de exFnción de dominio 

Con lo expuesto en el apartado anterior, en este punto corresponde establecer algunas 
diferencias dentro de la propia ilicitud, esto como consecuencia de la regulación de la extinción de 
dominio, dado que no se ha fijado todos los presupuestos de las circunstancias para tal efecto. La 
imprecisión de tales presupuestos nos lleva a una indeterminación de estos al momento de aplicar 
la extinción del dominio (Acuña, 2023). Por tal motivo, se hace necesaria ensayar algunas breves 
ideas que nos permitan distinguir y exponer su necesidad de especificidad. 

Cuando se hace referencia a la ilicitud, este tiene una concepción amplia, porque es una 
contravención al ordenamiento jurídico mediante un hecho (Franzonni, 1997). Por tanto, 
epistemológicamente ya tiene un sentido lato, pero dado la nueva realidad y del cómo se ha venido 
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estableciendo las regulaciones exinticionistas y el presupuesto ilícito en los ordenamientos 
jurídicos, se puede formular una clasificación dentro de este. Es más, en ese ámbito exige una 
redefinición de la ilicitud conforme a la realidad social. 

Si tomamos en cuenta la regulación colombiana, apartado 1.2. de la Ley 1708, Código de 
Extinción de Dominio, se ha reconocido que la actividad ilícita es aquella prescrita como delictiva 
y cualquier otra que el legislador lo considere necesario por deterioro a la moral social (Congreso 
de Colombia, 2014) y en el caso peruano en el artículo I del Título Preliminar del Decreto Legislativo 
N.° 1373 ha prescrito algunos supuestos, pero dejando abierto cualquier otra circunstancia para 
su procedencia (Poder Ejecutivo del Perú, 2018). En la primera norma existe norma de extinción 
de dominio en blanco, que nos remite a su Código Penal y otra ley que pueda darse, pero siempre 
positivizada; en la segunda, no existe ningún cuerpo normativo que establezca, ni siquiera por 
remisión, todos los supuestos para la extinción de dominio, sino que algunos sí se prescriben y los 
otros no. 

De esta manera, la ilicitud sufre una mutación conceptual y permite generar una 
clasificación dentro de esta. En primer orden, se tiene a la ilicitud genérica que puede ser 
entendido como toda contravención al ordenamiento jurídico, dentro de los cuales encontramos 
a principios, valores y costumbres socialmente aceptados y, por otro lado, la ilicitud específica, 
entendida como la contravención a presupuestos normativos expresos dentro del ordenamiento 
jurídico. De estas ideas, el caso de extinción de dominio, que es una severa consecuencia jurídico 
patrimonial, debe ubicarse en dentro de una ilicitud específica.  

Como se ha dicho, en la extinción de dominio peruana, el legislador ha descrito algunos 
presupuestos, como es de verse en el artículo I del Título Preliminar del Decreto Legislativo N° 
1373, siendo numerus apertus la subsunción a otros presupuestos. Por tal razón, cuando se busca 
aplicar la consecuencia extincionista, no se recurre únicamente a lo expresamente ahí descritos, 
sino a cualquier otro presupuesto no contemplado, pero que cumpla con las demás condiciones.  

Para servir de ejemplo, podemos revisar el expediente N.°00028-2020-19-1601-SP-ED-01 
del Juzgado Transitorio Especializado en Extinción de Dominio de Lambayeque, considerando 
cuarto, en la que justamente el juzgador precisa que cuando se habla de extinción de dominio, 
estamos frente a una actividad contraria al bien común y fuera de los límites de la Ley, lo que no 
necesariamente nos remite a una ilicitud penal, sino cualquier contravención al ordenamiento 
jurídico, conforme se ha dicho supra. 

Son diversas las razones que sustentan la necesidad de especificidad, entre los cuales 
podemos tener a la necesidad de previsibilidad del requerido para sus bienes, publicidad de las 
normas prohibitivas, el derecho conocer las consecuencias aplicables y en general una legalidad y 
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el principio de la lex certa. La ilicitud no descrita específicamente en una norma puede propiciar 
interpretaciones amplias para restringir derechos de los requeridos, más aún, en el del derecho de 
propiedad. Esto puede ser subsanado con una descripción clara y precisa de los presupuestos, no 
dejando al criterio interpretativo del alcance y contenido de la ilicitud extincionista. 

3. La ilicitud genérica y el principio de taxaFvidad en la exFnción de dominio 

Por el principio de taxatividad el Estado establece pautas ideales que deberán seguir los 
ciudadanos, siendo que este no describe eventos o hechos, sino que fija y prescribe normas de 
conducta para sus ciudadanos (Manrique, 2022). En definitiva, hablar de este principio conlleva a 
revisar el rol del Estado, en razón del cual establece directrices de comportamiento para todos los 
ciudadanos. Sin embargo, tales reglas de conducta sufren las exigencias necesarias de ser claras, 
precisas y expresas, pues solo a través de ello podrán ser conocidos por todos. 

Es importante destacar lo indispensable que resulta conocer detalladamente los 
presupuestos, el contenido, alcance y límites de cada una de las circunstancias de la extinción a 
través de la identificación de sus elementos distintivos (Santander, 2017). En tal sentido, si no 
puede conocer con exactitud los presupuestos que conllevan una extinción de dominio, estamos 
frente a una falta de taxatividad. La exigencia de una previa y clara descripción posibilita que se 
puede controlar la intervención del Estado, porque de lo contrario se encuentra sometida a 
discrecionalidad, que muchas veces pueden ser arbitrarias. 

El principio de legalidad en su vertiente taxatividad, forma parte del sistema jurídico 
nacional e internacional, el mismo que constituye la principal limitación al poder de intervención 
del Estado. De esto, se deduce obligación y necesidad de que se deba describir de manera 
completa, clara e inequívoca las prohibiciones realizadas (Cristóbal, 2020). Aunque la afirmación 
se hace en un contexto penal, no deja de tener trascendencia para otras ramas del derecho. Pues, 
la intervención estatal debe controlarse y someterse a límites constitucionales y legales en el 
derecho penal, y, ampliada a cualquier intervención en los derechos fundamentales de los 
ciudadanos, en caso de extinción de dominio, a los derechos de los requeridos que reconoce la 
Constitución. 

Sobre la imprecisión de la ilicitud se sostiene que: 

Debe revisarse el carácter optimizador del principio de legalidad y debido proceso para que 
se observe la estructura del proceso de extinción de dominio, en tanto que la certeza sobre 
la ilicitud respecto al origen del bien requiere de un reconocimiento firme. (Saenz Alvarado, 
2023, p. 92) 
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La conclusión a la que arriba la autora, encuentra coherencia dentro del entendido a que 
el sistema jurídico es un todo, algo unitario y la autonomía no puede ser entendida como un 
desprendimiento de las otras ramas del derecho y los principios que orientan al sistema. De tal 
manera, solo a través de una lex certa, podemos clarificar y armonizar el sistema jurídico, lo que 
conlleva a la necesidad de apartarnos de una ilicitud genérica y se formula de forma específica. 

Por lo expuesto, el principio de taxatividad no es una mera exigencia hacia la intervención 
pública, sino que se convierte en verdaderos límites formales y materiales. Su indeterminación y 
obviedad en la prescripción los supuestos de ilicitud, tiene como consecuencia que se use como 
mecanismo de control social ilegítimo, para atemorizar a aquellos opositores al gobierno, entre 
otros (Muñoz, 2021). Es decir, se hace un uso ilegitimo del poder público en beneficio de los 
gobernantes de turno, el mismo que también podría constituirse como un abuso de derecho. 

Es claro que no se puede tomar todos los supuestos posibles de la realidad en una norma, 
pero, ello no habilita al Estado a realizar una injerencia arbitraria en la vida de los ciudadanos y su 
propiedad. Por ello, Papayannis (2021) sostiene que “El mejor equilibrio entre libertad de acción e 
indemnidad personal requiere emplear, como ocurre en todas las legislaciones que conozco, una 
buena combinación de estándares genéricos y estándares específicos” (p.79). Criterios y 
estipulaciones específicas para restringir derechos y las amplias o genéricas para aquellas 
consecuencias de reproche moral o afectaciones de menos trascendencia en el derecho. 

4. La ilicitud genérica y su relación con la interpretación restrictiva de los derechos 
fundamentales 

Las principales tipologías interpretativas de la norma son la estricta, la extensiva y la 
restrictiva. La estricta es un método de interpretación común o literal de la norma (Coca, 2020). Es 
decir, es el tipo interpretativo más simple en el ámbito jurídico y la que cualquier persona sin 
necesidad de ser un estudioso del derecho puede realizarlo. Esto lo ubica en forma básica de 
interpretación que los ciudadanos en general lo realizan cotidianamente. 

Por su parte, la extensiva es el mecanismo por el cual se realiza una ampliación de los 
efectos de una norma a situaciones que no se han prescrito expresamente (Torres, 2019). Tales 
consecuencias no han sido reconocidas, pero, por una labor del operador jurídico se lleva a que 
surta efectos en situaciones y relaciones jurídicas no prescritas.  La extensión de los efectos de una 
norma es preocupante, más cuando se ingresa a restringir determinados derechos, esta situación 
se encuentra sumergida la regulación de la ilicitud en la extinción de dominio. 

En el caso de la restrictiva, a decir de Rubio (2020) “(…) se aplica solo a los casos en los que 
no existe ni la menor duda”. Lo que consiste en la aplicación de la norma reduciendo los alcances 
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por tratarse de normas prohibitivas o las especiales. Esta interpretación tiene justificación en la 
característica expansiva de los derechos fundamentales, dado que, no puede concebir se ninguna 
manera que vía interpretación se empiece a producir efectos nos previstos expresamente. 

De este modo, al momento de aplicar las consecuencias jurídicas se recurre a diversas 
interpretaciones, pero, la interpretación constitucional del derecho se ubica en una posición 
irradiadora dentro de todo el sistema. Dentro de este grupo tenemos a la interpretación restrictiva 
de los derechos fundamentales, a este se entiende como una variante del pro homine que 
establece una preferencia interpretativa a los órganos jurisdiccionales, prescribiendo que, en el 
caso de restricción de derechos deba interpretarse siempre en forma restrictiva (Carpio, 2003). En 
otras palabras, si se restringe derechos, el juzgador se limita a lo establecido en la norma, esto se 
materializa en la imposibilidad de aplicar analogía en la restricción de derechos. 

Lo expuesto nos lleva necesariamente a analizar la tipificación de ilicitud dentro de la 
extinción de dominio, pues ahí existe una ilicitud genérica e indeterminada en cuanto a los 
presupuestos extincionistas. Se da el caso que, en lugar de aplicar una interpretación restrictiva en 
la afectación de los derechos fundamentales, se impone una interpretación amplia para los 
requeridos al proceso de extinción, vulnerando el alcance expansionista de los derechos 
fundamentales. La vulneración contiene una afrenta al derecho de propiedad de los requeridos, 
pues no pueden prever y tutelar adecuadamente los bienes objetos el proceso, porque no se ha 
establecido qué tipos de ilícitos traen tal consecuencia. 

 

Conclusiones 

La extinción de dominio es un instituto jurídico que habilita al Estado el traslado del dominio 
a su favor, esto debido a su vinculación con actividades de carácter ilícito, sin importar la naturaleza 
de la ilicitud; además, es un instrumento indirecto contra actos delictivos y en el Perú se encuentra 
regulado en el Decreto Legislativo N.° 1373. Los orígenes de este instituto son un tanto difusos, sin 
embargo, con las características que actualmente lo conocemos nos remonta a Colombia, 
ordenamiento jurídico que hace de principal referencia en la región. 

Los alcances de la ilicitud en la extinción de dominio son indeterminados, porque en el 
artículo I del Título Preliminar del Decreto Legislativo N.° 1373 establece solo algunos supuestos, 
dejando abierto cualquier aplicación a otra situación no contemplada expresamente. Frente a ello, 
se puede reconocer que actualmente existe una ilicitud genérica y otra específica dentro del 
ámbito de extinción de dominio, lo que se viene aplicando según cada circunstancia. No obstante, 
resulta indispensable la contemplación expresa de los supuestos extincionistas, porque solo en 
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base a ello los ciudadanos en general pueden tomar acciones tuitivas y su propiedad cumpla su 
función social conforme a derecho. 

De esto modo, se evidencia que la ilicitud genérica resulta inviable pese a su aplicación, 
porque vulnera el principio de taxatividad que sirve como requisito necesario para poder conocer 
todos los presupuestos necesarios para extinguir el dominio de los bienes. La actuación del Estado 
no se encuentra exenta de exigencias mínimas en la intervención de los particulares, sino que en 
su rol de establecer directrices para sus ciudadanos también se encuentra obligado a ser claro y 
preciso para su firme reconocimiento. 

La circunstancia de indeterminación de ilicitud en la extinción de dominio puede ser 
controlada vía una adecuada interpretación constitucional. La norma especial no prevé tal 
circunstancia, pero en atención a la interpretación restrictiva de los derechos fundamentales de la 
variante pro homine tiene una orden de prelación destacada sobre las otras. Esto debido a que, 
toda restricción de derecho deba ser sometido a lo expresamente establecido en la norma y no 
siendo posible extender los alcances a ámbitos no contemplados. 

Finalmente, la extinción de dominio es un instrumento necesario para combatir la 
criminalidad organizada y su patrimonio, pero presenta condiciones que deben ajustarse al sistema 
jurídico. Por tanto, es necesario realizar algunas modificaciones, tal como es el caso del artículo I 
del Título Preliminar del Decreto Legislativo N.° 1373, en donde se debe describir expresamente 
los alcances de la ilicitud. 
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RESUMEN 

El delito de violación sexual mediante engaño 4pificado en el ar8culo 175 del Código Penal Peruano presenta 
una incorrecta ubicación legisla4va, por lo que el obje4vo de esta inves4gación es postular una reubicación 
de este delito hacia el 4po penal base de violación sexual en el ar8culo 170 del Código Penal Peruano, 
u4lizando como medio para lograrlo el análisis del concepto de “entorno” en el que la víc4ma no puede dar 
su libre consen4miento. Es así que, mediante este ejercicio, la definición de “entorno” se amplía como el 
conjunto de condiciones tanto externas como internas que influyen en el consen4miento del sujeto pasivo, 
resaltando las condiciones internas como aquellas producidas dentro de la mente humana mediante la 
formación de una idea o escenarios en la víc4ma con la finalidad de consen4r el acto sexual. Con este nuevo 
concepto, se incluye el delito de violación sexual mediante engaño dentro del delito base de violación sexual. 
Esto permi4rá visibilizar y criminalizar conductas lamentablemente normalizadas como el stealthing, 
u4lizando para esta labor el método de inves4gación deduc4vo.   

Palabras clave: Violación sexual, Derecho Penal, Reforma jurídica, Aplicación de la ley, Derecho comparado. 
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ABSTRACT  

The crime of sexual viola1on through decep1on typified in ar1cle 175 of the Peruvian Penal Code presents 
an incorrect legisla1ve loca1on, so the objec1ve of this inves1ga1on is to postulate a reloca1on of this crime 
to the base criminal type of sexual rape in ar1cle 170 of the Peruvian Penal Code, using as a means to achieve 
this the analysis of the concept of “environment” in which the vic1m cannot give free consent. Thus, through 
this exercise, the defini1on of “environment” is expanded as the set of both external and internal condi1ons 
that influence the consent of the passive subject, highligh1ng the internal condi1ons as those produced 
within the human mind through the forma1on of an idea or scenarios in the vic1m with the purpose of 
consen1ng to the sexual act. With this new concept, the crime of rape by decep1on is included within the 
base crime of rape. This will make it possible to make visible and criminalize unfortunately normalized 
behaviors such as stealthing, using the deduc1ve research method for this work. 

Keywords: Sexual viola1on, Criminal law, Legal reform, Law enforcement, Compara1ve law. 

 

 
Introducción 

Cuando tuve la oportunidad de analizar un caso en esta materia, quedaron sobre mi 
escritorio múl7ples apuntes y dudas respecto al tratamiento que se le da al delito de violación 
sexual en el Perú. Evidentemente, para lograr responderlas, encontraba una inves7gación que 
sa7sfacía esa necesidad de saber cómo los conceptos se comportaban en la prác7ca; sin embargo, 
al reconocer la palabra “entorno” dentro de la redacción del arEculo 170 del Código Penal Peruano1 
vi una oportunidad de replantear lo que ya se conocía y ampliar su definición.  

A raíz de esto, observé que una nueva definición del entorno en el que se le impide a la 
víc7ma dar su libre consen7miento no solo me permi7ría conocer más acerca de su aplicación en 
casos locales; puesto que, adicionalmente pude conocer otras historias a nivel internacional donde 
la correcta aplicabilidad del concepto de “entorno” contribuía con la adecuada protección del bien 
jurídico de libertad sexual y la visibilizarían de nuevas conductas, lamentablemente normalizadas, 
como el stealthing. 

Es así, que, para una labor como esta, debemos ser conscientes de la realidad nacional. En 
ese sen7do, debemos adver7r que los delitos sexuales representan el grado más alto en 
criminalidad dentro de los Centros Penitenciarios en nuestro país, cuya solución no se encuentra 
principalmente en manos del poder judicial o el poder legisla7vo con la elaboración de textos más 
rígidos, siendo el poder ejecu7vo el encargado de mejorar las bases educa7vas y familiares en niños 

 
1 Señala: “El que, con violencia, 2sica o psicológica, grave amenaza o aprovechándose de un entorno de coacción o de cualquier 
otro entorno que impida a la persona dar su libre consen?miento, obliga a esta a tener acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o 
realiza cualquier otro acto análogo con la introducción de un objeto o parte del cuerpo por alguna de las dos primeras vías (…)”. 
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y adolescentes, con la finalidad de prevenir conductas como la analizada en estas líneas (Reátegui 
Sánchez, 2015, p. 171) 

Al respecto, comparto la importancia del rol del poder ejecu7vo; sin embargo, considero 
que en delitos consumados no es posible, como en la vida misma, retroceder el 7empo para aplicar 
estrategias de fortalecimiento familiar en los agentes que ya han come7do el delito. Entonces, ya 
no estamos en una fase inicial de prevención, pues esta inves7gación 7ene otros ma7ces que 
propiciarán un mejor panorama prác7co. 

Es en este contexto que el obje7vo principal es ubicar correctamente la conducta 7pificada 
en el arEculo 175 del Código Penal Peruano2 dentro del 7po penal base, evidenciando que en la 
actualidad no corresponde su separación bajo una modalidad dis7nta, lo cual adicionalmente 
permi7ría visibilizar conductas producidas por el engaño a víc7mas mayores de 18 años, no solo en 
el rango reducido por el arEculo citado ,es decir, para mayores de 14 y menores de 18 años, 
aplicando así lo mencionado por Caro Coria (1999), quien resalta que la exigencia de la 7picidad 
del hecho forma parte de las garanEas de la víc7ma; de esta manera, toma sen7do la protección 
de toda persona y sociedad (p. 11). 

Para lograrlo, esta inves7gación se segmentará en dos partes principales; donde en la 
primera, se realizan valoraciones con relación al entorno en el que la víc7ma brinda el 
consen7miento; mientras que en la segunda, se presenta una propuesta final permi7endo ubicar 
la conducta descrita como violación sexual mediante engaño dentro del medio comisivo de 
“cualquier otro entorno que impida a la persona dar su libre consen7miento”, como parte del 
arEculo 170 del Código Penal Peruano, ampliando así un mayor rango de protección, sin obviar el 
obje7vo central de tutela a las víc7mas adolescentes.  

1. Más allá del consenBmiento  

1.1. Una aproximación a la definición del consenBmiento con relación a la libertad sexual 

El consen7miento como parte de una estructura contractual ha cumplido con captar la 
atención de quienes procuran su estudio en materia civil; sin embargo, a criterio de esta autora, 
son cada vez menos los que incluyen en su exploración un interés dis7nto. Desde esta breve 
premisa, es posible evaluar al consen7miento en conductas lesivas, ya estén presentes o no lo estén 
aún en nuestro sistema jurídico penal. 

 
2 Prescribe: “El que, mediante engaño ?ene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza cualquier otro acto análogo con la 
introducción de un objeto o parte del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, a una persona de catorce años y menos de 
dieciocho años será reprimido con pena priva?va de libertad no menor de seis ni mayor de nueve años.” 
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A nivel histórico (entre los años 170 a 228 d. C), Ulpiano precisa la siguiente frase: "nulla 
iniuria est, quae in volentem flat", cuya traducción relata que todo acto ejecutado con voluntad de 
quien es lesionado no cons7tuye injusto. En su significado, el consen7miento puede interpretarse 
en base a una advertencia; es decir, que el acto inicial permi7do (acto ejecutado con voluntad de 
quien es lesionado) ocasiona inevitablemente un perjuicio que necesariamente deba ser conocido 
por el 7tular del bien jurídico. 

En virtud de esto, un concepto apropiado para los fines del texto debe contener más que 
lo anterior, es decir, una definición como la primera no es suficiente para lo que pretendemos 
analizar. Por esto, iniciamos identificándonos con lo afirmado por Mir Puig (2006) quien sostuvo 
que, para la exclusión de la responsabilidad penal, el consentimiento merece la existencia de 
alguien que acepta determinadas condiciones para llevar a cabo una conducta, que 
potencialmente constituye un delito cuando las circunstancias iniciales no se cumplan (p. 509). 

En una visión contemporánea, el consen7miento no siempre se limita a un estado de alerta, 
donde inicialmente se advierta una posible afectación y a pesar de esto se con7núe; por el 
contrario, quien es 7tular de un bien jurídico cuya disponibilidad se encuentre permi7da, es capaz 
de manifestar su voluntad porque así lo desee, contribuyendo a su desarrollo, sin representarse en 
un escenario nega7vo para este.  

Entonces, adoptamos una postura inicial que jus7fica una definición con relación al bien 
jurídico de libertad sexual, pues si el consen7miento es brindado sobre la base de algo y no se 
cumple, sus términos se invalidan, ocasionando una conducta diferente; es decir, un acto sexual no 
consen7do. Esto, a diferencia de otras posturas, establece una relación lógica basada en un acuerdo 
y aceptación previa (antes de la comisión del hecho Epico) y el resultado de su realización, donde 
lo primero necesita ser cumplido para que lo segundo pueda suceder en la realidad. 

1.2. Introducción del consenBmiento al Bpo penal base  

Antes del año 2018, el delito de violación sexual en nuestra legislación peruana contaba con 
dos medios comisivos, la “violencia” o “grave amenaza”; sin embargo, estos pasan a la esfera 
tradicional, permi7endo así la incorporación de un “entorno de coacción o cualquier otro que 
impida a la persona dar su libre consen7miento”, a par7r de la modificación del arEculo 170 por la 
Ley 30838.   

La Comisión legisla7va jus7ficó esta reforma en base a datos extraídos de la realidad, donde 
el delito de violación sexual no se limita a la ejecución de actos violentos o in7midantes sobre la 
víc7ma, sino también en supuestos donde el consen7miento sea inválido. 
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Este marco legislativo se relaciona con lo mencionado por Valega (2021), dado que, si las 
condiciones que posibilitan la interacción sexual no son consentidas, resulta suficiente para 
atribuirle al sujeto activo la realización de la conducta típica del delito de violación sexual (p. 11). 

Observamos que la definición de “entorno” con relación al propio texto del código resulta 
limitada y poco atendida por la dogmá7ca penal y jurisprudencial, siendo interpretado de forma 
literal como el lugar o ambiente en el que se somete a la víc7ma para realizar actos de connotación 
sexual, sin poder mostrar su conformidad. Este concepto imposibilita la subsunción de otras 
conductas donde el escenario que la víc7ma percibe no es desfavorable. 

En tal razón, debemos observar alrededor de la situación para considerar que el entorno es 
más que su forma asica, añadiendo la siguiente idea: El entorno como componente del arEculo 170 
del Código Penal Peruano es el conjunto de condiciones tanto externas como internas que influyen 
en el consen7miento del sujeto pasivo.   

Las condiciones externas e internas son gestadas por el sujeto ac7vo, pero en el segundo 
supuesto, estas se producen en la mente humana mediante la formación de una idea o escenarios 
en la víc7ma, creando las condiciones necesarias para su consen7miento.  

Con especial énfasis en las condiciones internas, no siempre parten de la amenaza, coacción 
o la inviabilidad de estar en un ambiente diferente y repeler la conducta Epica. Imaginemos que 
“A” brinda su consen7miento para mantener relaciones sexuales con “B” en un ambiente en el que 
pueden desarrollarse libremente, pero “A” previamente exterioriza su deseo de no ser madre a “B”, 
quien promete a pe7ción de “A” llevar a cabo el acto u7lizando un profilác7co; sin embargo, “B” 
decide no cumplir con tal condición fingiendo lo contrario, haciendo el ademán de colocarse el 
preserva7vo para que “A” piense que las condiciones por las que aceptó se efectúan.   

En la narración anterior no se verifica la existencia de un ambiente en el que “A” no pudo 
proporcionar su consen7miento de forma libre; todo lo contrario, “B” ejecuta el acto con anuencia 
de quien lo acompaña. En tal caso, bajo la interpretación literal de la definición de entorno con 
relación al 7po penal de violación sexual, la conducta sería aEpica.  

Un panorama diferente se avizora con la aplicación de la definición propuesta líneas arriba. 
Si entendemos al entorno como el conjunto de condiciones tanto externas como internas que 
influyen en el consen7miento del sujeto pasivo, el caso propuesto sería plenamente compa7ble 
con el 7po base, sin la necesidad de crear una nueva modalidad para la protección de la libertad 
sexual de “A” ; que adelanto, fue objeto de vulneración por parte de “B”, ya que el consen7miento 
invalidado a causa del engaño (condición interna del entorno) no es consen7miento; y en 
consecuencia, forma parte de la configuración del delito de violación sexual. 
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Desarrollar conceptos más compatibles con la finalidad de cualquier tipo penal siempre 
permitirá la correcta protección del bien jurídico. Entonces, una visión interpretativa más amplia 
permite identificar problemas no reconocidos y lamentablemente normalizados, olvidando que la 
interpretación en el derecho actúa como la búsqueda del valor de la norma, extendiéndose a la 
aplicabilidad de cada caso (García Cavero, 2012, p. 54) 

1.3. El engaño como vicio de voluntad  

En palabras de Chang Kcomt (2017), el inicio de la autorrealización personal, entendida 
como el desarrollo progresivo en determinadas áreas de la vida humana, es la libertad, sobre la 
que se dispone del bien jurídico (p. 372). 

Ahora bien, entendiendo que esta “disposición” 7ene previamente un fin, sería inaceptable 
que en la ejecución de determinadas acciones se desconozcan o ignoren las razones que mo7varon 
la libre aceptación.  

Ubicándonos en el caso anterior (“A” y “B”), una variable diferente a los sujetos sería el bien 
jurídico de libertad sexual, cuya disposición se manifestó en consecuencia de la promesa y acción 
fic7cia de “B”. Este úl7mo no some7ó a “A” mediante amenaza, mucho menos con el uso de una 
fuerza asica, sólo fue necesaria una men7ra.  

Este es un ejemplo para entender que el engaño como vicio de voluntad invalida el 
consen7miento; en algunos casos, no deja rastro al inicio y durante la acción, lo que puede 
confundirse con la falta de lesividad al bien jurídico y no criminalización de una conducta 
normalizada.  

Lamentablemente, ha quedado como precedente el Recurso de Nulidad 1628-2004 – Ica, 
donde se advierte desde el análisis del delito de seducción (hoy denominado violación sexual 
mediante engaño), que el engaño cumple con la finalidad de facilitar la realización del acto sexual, 
mas no de conseguir el consen7miento de la víc7ma. Esto nos lleva al siguiente cues7onamiento: 
Si la conducta requiere de la acción “acceso carnal”, para facilitar este acceso ¿No se genera una 
intervención en el consen7miento de la víc7ma?, ¿El engaño no es un medio para lograr el acceso 
carnal? 

Evidentemente, “facilitar” el acceso carnal con el uso de un medio fraudulento como el 
engaño 7ene como finalidad, en casos como estos, conseguir el consen7miento de la víc7ma, pero 
de manera viciada; en consecuencia, es necesario entender que el engaño como un vicio de 
voluntad impercep7ble impide al sujeto pasivo actuar de otra manera. 
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Al respecto, la doctrina también establece 7pos de engaño, que en suma solo son 
representaciones de casos diferentes; y claro, es necesaria la notoriedad de estos, pero algo más 
interesante desde esta tribuna es el análisis de la diferencia entre “engaño” y “error”. 

Para este fin citamos nuevamente a Mir Puig (2006) quien concluye que el consen7miento 
de la víc7ma producto de un error no es suficiente en delitos de connotación sexual, pues la única 
manera para plantearnos la existencia de un posible delito es si este error es producto del engaño 
del autor (p. 520). 

Asimismo, Jescheck & Weigend (2014) afirman que tanto el engaño como el error afecta la 
ineficacia del consen7miento producto de la intervención del sujeto ac7vo en la esfera jurídica de 
la víc7ma (p. 612). 

Conociendo estas dos grandes referencias, nos corresponde aclarar lo siguiente: Un primer 
aspecto es el error como mo7vo de ineficacia del consen7miento, mientras que el segundo es 
determinar si todo error genera responsabilidad en el sujeto ac7vo.  

La dis7nción es necesaria, ya que no es lo mismo actuar por error que inducir al error, siento 
este úl7mo el que se produce como parte de la conducta del sujeto ac7vo, mientras que el error 
por sí solo no genera responsabilidad. Si una mujer pretende tener relaciones sexuales con el 
hermano gemelo de su pareja, bajo la creencia de estar frente a la persona correcta, estamos ante 
un error, pero si el hermano gemelo genera mediante palabras o acciones credibilidad en la víc7ma 
para acceder carnalmente, el error sí es producido por este y se configura el engaño.  

Otro aspecto par7cular se encuentra en las condiciones sobre las que se brinda el 
consen7miento; por ejemplo, el uso de preserva7vo durante el acto sexual es una condición para 
quien no desea procrear o con la finalidad de prevenir el contagio de una enfermedad de 
transmisión sexual. Esta condición es válida, ya que no sugiere la comisión de un delito previo; sin 
embargo, si una condición se basa en causar previamente la muerte de otro, claramente no podrá 
manifestarse por ser contraria a la norma penal. 

Esto fue mo7vo de análisis por Castellví Monserrat & Mínguez Rosique (2021), quienes 
proponen que para la protección de la libertad sexual no debe evaluarse la forma en la que es 
ejercida por el 7tular; es decir, no se debe dis7nguir entre una elección adecuada o inadecuada.  

El problema no es definir una elección como buena o mala, sino como condiciones 
permi7das y no permi7das, tomando como eje las reglas de nuestro ordenamiento jurídico. Por 
este mo7vo, se hizo la advertencia al iniciar este epígrafe, ya que para el desarrollo de la libertad 
sexual o de cualquier libertad no se puede aceptar cualquier término que parta de la comisión de 
otros delitos o conductas lesivas. En consecuencia, lo que importa no es la relevancia de las 
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condiciones o, como algunos autores sugieren, “la relevancia del engaño”, sino que sean 
penalmente permi7das; sólo a par7r de este enfoque se protegerá adecuadamente el bien jurídico. 

1.4. Imposibilidad de evaluar la voluntad presunta en el delito de violación sexual 

En palabras de Bacigalupo (1999), el consen7miento es presunto cuando el 7tular del bien 
jurídico no puede expresarlo o no es posible conseguirlo de él. Esto supone que quien pretenda 
obtenerlo 7ene que pensar en la voluntad del 7tular (p. 296). 

En ese sen7do, R. Chang Kcomt (2017) afirma que el uso del término “consen7miento 
presunto” no es el adecuado, ya que lo que sí puede llegar a suceder es pensar en la “voluntad 
presunta” del 7tular, operando, así como una causa de jus7ficación autónoma (p. 13). 

Y claro, cómo no estar de acuerdo, si la voluntad presunta supone pensar en la personalidad 
del 7tular del bien jurídico, las acciones que hubiera tomado o no, su capacidad, entre otras 
cualidades que nadie más que él conoce, permi7endo inferir la ejecución de una lesión. Sin 
embargo, algunos han adver7do que este asunto pertenece a una causa de a7picidad, pero no a 
una causa de jus7ficación sui generis; al respecto, comparto que para establecer lo primero, el bien 
jurídico no puede afectarse, mientras que, al pensar en una causa de jus7ficación, el bien jurídico 
sí ha sufrido una lesión; por lo tanto, sería válida la segunda postura.  

Más de un debate interesante ha surgido, pero ninguno desarrolla la voluntad presunta 
como causa de jus7ficación autónoma en el delito de violación sexual; y quizás, por ser algo 
imposible.  

Entre la jurisprudencia nacional e internacional existe un común acuerdo en el desarrollo 
de la manifestación de voluntad y expresión tácita del consen7miento para proteger a víc7mas de 
violación sexual; esto nos permite inferir, de manera preliminar, que, a comparación de otros bienes 
jurídicos, la libertad sexual en su tratamiento una especial protección tanto por las lesiones en 
diferentes aspectos del desarrollo de la vida humana, como en la representación de un menoscabo 
irreparable.  

Entonces, en ningún caso puede presumirse la disponibilidad de la libertad sexual por ser 
un bien jurídico con un objeto de tutela penal especial, lo cual impide tanto interpretaciones de su 
libre ejercicio, como la subrogación. 

2. Una solución al problema  

En gran parte, mi postura respecto al entorno, consen7miento y demás conceptos que 
hacen válida la disposición del bien jurídico de libertad sexual ha sido abordada en el primer 
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apartado de este arEculo; sin embargo, en el presente estadio toca dar respuesta al siguiente 
problema: ¿La conducta 7pificada en el arEculo 175 del Código Penal Peruano (violación sexual 
mediante engaño) está correctamente ubicada en la norma penal?  

De acuerdo con el análisis desarrollado hasta ahora, es posible ubicar la conducta del 
arEculo 175 del Código Penal Peruano dentro del 7po penal base; por cuanto el engaño forma 
parte del aprovechamiento de cualquier otro entorno que impida a la persona dar su libre 
consen7miento, entendiendo el entorno como el conjunto de condiciones tanto externas como 
internas que influyen en el consen7miento del sujeto pasivo; logrando así, la introducción del 
engaño dentro de las condiciones internas.  

Resuelto esto, surge una nueva pregunta, ¿Qué sucederá con los adolescentes de 14 y 
menores de 18 años, cuyo rango específico de protección se encuentra en el arEculo 175 del 
Código Penal? 

Al respecto, Salinas (2008), señala que, en esta figura, se pretende proteger el proceso de 
formación de la voluntad de los adolescentes, que además presentan bases psíquicas no 
desarrolladas en su totalidad (p. 831).  

En estos casos, hablar de la inmadurez sexual de la víc7ma es sinónimo de inexperiencia; 
puesto que en ese rango de edad se experimentan los primeros encuentros, sin considerar a fondo 
las posibles consecuencias para su desarrollo personal, tanto asicas como psicológicas. 

Es así, que la razón por la que se sanciona la conducta del arEculo 175 del Código Penal 
Peruano es la suma de dos factores complementarios: El engaño como razón para invalidar el 
consen7miento y el rango de edad del sujeto pasivo, donde la accesibilidad para conseguir el 
consen7miento de la víc7ma mediante engaño se debe además a la inmadurez en su desarrollo 
sexual que permite al sujeto ac7vo llegar a ejecutar la acción de forma más asequible en 
adolescentes de 14 y menos de 18 años.  

Sin embargo, si observamos el numeral 11 del arEculo 170 del Código Penal Peruano, existe 
una protección equivalente a la que se propone en el arEculo anterior; puesto que, si la víc7ma 
7ene entre 14 y 18 años y el agente se aprovecha de tal condición, se configura automá7camente 
como agravante específica, con una pena priva7va de libertad no menor de 20 ni mayor de 26 años.  

Finalmente, tenemos la siguiente respuesta al problema planteado al inicio de este 
apartado: La conducta 7pificada en el arEculo 175 del Código Penal Peruano (violación sexual 
mediante engaño) no está correctamente ubicada en la norma penal; siendo así, la forma adecuada 
de sancionarse se encuentra aplicando el numeral 11 del arEculo 170 del Código Penal Peruano, 
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considerando al engaño como una condición interna del entorno por el que se impide a la víc7ma 
dar su libre consen7miento.  

La propuesta sugerida no equivale a la despenalización de la conducta, ya que esto 
implicaría ignorarla y progresivamente dejar de sancionarla. Lo que se hace es ubicarla donde 
debería sancionarse, permi7endo además ampliar esta protección a casos donde el engaño es 
u7lizado como medio para conseguir el consen7miento de la víc7ma, pero con un rango de edad 
más amplio; es decir, también para mayores de 18 años. 

2.1.  El stealthing y su reconocimiento en el derecho comparado 

Precisamente, se propone una reubicación que permita, además, visibilizar otras conductas 
lesivas al bien jurídico de libertad sexual, como el stealthing, cuyo análisis ha sido materia de debate 
en el derecho comparado.  

Legislaciones como la de Estados Unidos, Canadá, Suiza, España, Brasil y Reino Unido ya 
han aplicado sanciones a quienes realizan esta prác7ca, mientras que, en otros países, como Perú, 
aún no se desarrolla esta problemá7ca. 

El stealthing para Yamila Yael (2018), proviene de la palabra “sigilo”, especialmente 
realizado por un varón durante el acto sexual, que no desea ser descubierto por la víc7ma de las 
acciones que realiza de forma oculta (p. 27).  

Asimismo, García (2020) define al stealthing como la acción llevada a cabo por varones 
durante el acto sexual consen7do, re7rándose el profilác7co sin adver7r a su acompañante que lo 
había exigido para la realización del acto sexual (p. 10). 

Uno de los casos más relevantes es el de Ross Kirkpatrick en Canadá. En el año 2017, él y 
una mujer acordaron tener relaciones sexuales con el uso de un preserva7vo durante todo el acto, 
siendo esta la razón por la que se inició bajo el consen7miento de la víc7ma; sin embargo, el agente 
omi7ó tal condición. Finalmente, la joven se percató de la ausencia del an7concep7vo de barrera 
al culminar el acceso carnal, por lo que decidió denunciar el hecho como agresión sexual. 

La Corte Suprema de Canadá, hizo una comparación entre este caso y el de Hutchinson, 
suscitado en el año 2014, donde la conducta fue similar, ya que en este úl7mo se u7lizó la 
perforación del preserva7vo. Una parte del Tribunal coincidió en hacer la comparación de lo 
resuelto previamente, concluyendo que tanto el sigilo como la alteración del preserva7vo 
cons7tuyen prác7cas fraudulentas que invalidan el consen7miento, catalogando así al stealthing 
como una forma de agresión sexual (Caitlin, 2022, p. 2) 
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Los riesgos que produce esta conducta son la razón por la que empezó a visibilizarse. Entre 
ellos, tenemos el menoscabo a la integridad asica y emocional, cuando la víc7ma se enfrenta a un 
embarazo no deseado, así como el contagio de alguna infección o una grave enfermedad de 
transmisión sexual. 

En el estado de California, la conducta del stealthing implicó una modificación en la 
legislación civil, lo que permi7ó a las víc7mas demandar por daños y perjuicios; sin embargo, se 
imposibilitó la presentación de cargos penales. Esta problemá7ca toma notoriedad a raíz de 
movimientos como el de “solo sí es sí” en España y la promulgación de la ley orgánica 10/2022 de 
garanEa integral de la libertad sexual, estableciendo que el consen7miento debe manifestarse de 
manera voluntaria y explícita (Canta, 2022, p. 23) 

En la legislación Argentina, aún no se definen consecuencias a la práctica del stealthing, ya 
que no se han planteado definiciones en torno al problema; sin embargo, tras la reforma 
constitucional de 1994 se incorporó al texto de su Carta Magna diferentes tratados en los que se 
establecen estándares para abordar los delitos sexuales mediante técnicas legislativas que 
garantizan un mayor compromiso del Estado (Chávez, 2021, p. 2) 

Es así, que la práctica del stealthing replantea los debates tanto en la doctrina como en la 
jurisprudencia en materia de agresión sexual. Asimismo, a través de esta problemática, se intenta 
sanear un conjunto de desigualdades en torno al acceso carnal y sus posibles consecuencias 
(García, 2024, p. 46)  

Todo lo trabajado nos ayuda a entender que conductas como el stealthing y otras que 
probablemente desconocemos, pueden ser sancionadas sin necesidad de implementar una 
modalidad sobre otra, desgastando nuestro sistema, ya que en palabras de Muñoz Conde (2023), 
los problemas que surgen durante una relación sexual consen7da no deben ser resueltos desde 
definiciones legales regularmente ingeniosas; todo lo contrario, es el Tribunal competente quien 
encontrará una respuesta mediante la ponderación de los elementos probatorios que presente 
cada caso (p. 28).  

A estas alturas, se puede adver7r que la labor interpreta7va tuvo una especial dificultad y 
más la tendrá desde un enfoque prác7co. Tal vez, muchos cues7onarán los casos aquí desarrollados 
o relacionarán la conducta con anécdotas cercanas, mientras que un grupo menor intentará seguir 
tejiendo ideas a esta primera pieza. Cuál sea el escenario, hasta el más desfavorable, propiciará un 
debate en el que surgirán nuevos conceptos, seguramente más ingeniosos.  
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Conclusiones 

El consen7miento, en atención a la debida protección del bien jurídico de libertad sexual, 
debe analizarse en relación con el cumplimiento de las condiciones adver7das antes del acto; de lo 
contrario, la conducta equivaldría al delito de violación sexual 7pificado en el arEculo 170 del 
Código Penal Peruano. 

El engaño como vicio de voluntad que invalida el consen7miento impide a la víc7ma actuar 
de una forma diferente, de tal manera que la representación o advertencia de una lesión al bien 
jurídico, al inicio, es imposible. 

La definición de entorno propuesta, en cuanto a las condiciones internas, facilitará la 
adecuada ubicación de la conducta descrita en el arEculo 175 del Código Penal Peruano (que 
debiera ser en el numeral 11 del arEculo 170), permi7endo una adecuada protección de la libertad 
sexual en víc7mas mayores de 18 años y la visibilizarían de conductas como el stealthing.  

Finalmente, el stealthing, cuya conducta es conocida como el re7ro del preserva7vo de 
manera sigilosa en un acto sexual consen7do, ha sido objeto de análisis en legislaciones de Estados 
Unidos, Canadá, Suiza, España, Brasil y Reino Unido; sin embargo, en el Perú, se desconoce el 
registro de denuncias por casos similares, siendo este uno de los posibles mo7vos por los que no 
se ha encontrado mayor información en la doctrina nacional. 
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RESUMEN 

La violencia intrafamiliar, vinculada históricamente a factores sociales como el patriarcado, ha sido 
reconocida en Ecuador como una problemá9ca relevante dentro del ámbito cons9tucional y penal, 
especialmente en el ar;culo 159° del Código Orgánico Integral Penal (COIP), que regula la violencia contra 
la mujer y los miembros del núcleo familiar, abordando agresiones psicológicas, sexuales y Ksicas que afectan 
gravemente la calidad de vida de las víc9mas. Este ar;culo analiza la adecuación de la reparación integral 
en los procedimientos de violencia intrafamiliar a par9r del COIP, u9lizando una metodología de revisión 
doctrinaria y jurisprudencial. Se destacan las medidas de reparación, como la indemnización económica y la 
terapia psicológica, incluidas en las sentencias, aunque se observa que el alcance de dichas medidas aún es 
objeto de debate en Ecuador. Este estudio busca contribuir al análisis crí9co sobre la efec9vidad de estas 
herramientas legales para garan9zar la res9tución de los derechos de las víc9mas.   

Palabras clave: Familia, Violencia intrafamiliar, Reparación integral, Víc9ma, COIP. 
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ABSTRACT  

Domes&c violence, historically linked to social factors such as patriarchy, has been recognized in Ecuador as 
a relevant problem within the cons&tu&onal and criminal sphere, especially in Ar&cle 159° of the 
Comprehensive Organic Criminal Code (COIP), which regulates violence against women and members of the 
family, addressing psychological, sexual and physical aggressions that seriously affect the quality of life of 
the vic&ms. This ar&cle analyzes the adequacy of comprehensive repara&on in domes&c violence proceedings 
based on the COIP, using a methodology of doctrinal and jurispruden&al review. It highlights repara&on 
measures, such as economic compensa&on and psychological therapy, included in the sentences, although it 
is noted that the scope of such measures is s&ll under debate in Ecuador. This study seeks to contribute to 
the cri&cal analysis of the effec&veness of these legal tools to guarantee the res&tu&on of vic&ms' rights. 

Keywords: Family, Domes&c violence, Integral repara&on, Vic&m, COIP. 

 

 
Introducción 

De acuerdo a lo dicho por Ortega Pérez & Peraza de Aparicio (2021), desde =empos 
an=guos, la familia se considera el núcleo fundamental de la sociedad, y se la reconoce por su 
naturaleza, sus aportes y su capacidad funcional que son pilar clave para el desarrollo económico y 
social,  pero también abarca un ámbito ideológico y cultural, en el cual el machismo se ha tornado 
imperante, ya que la mujer ha sido maltratada como parte de un sistema social principalmente 
la=no. 

También según lo dicho por Jaramillo-Rambay et al. (2022), la organización familiar puede 
ser de varios =pos incluyendo la de =po patriarcal donde la autoridad es ejercida por el padre, 
matriarcal cuando la autoridad la ejerce la madre y de =po igualitaria cuando hay autoridad de 
padre y madre, así como puede ser patrilineal donde únicamente los miembros hombres pueden 
heredar, matrilineal donde solo a los miembros femeninos de la familia se puede heredar y bilinieal 
donde todos los miembros familiares pueden ser aptos de transmi=r la pertenencia. 

Entre los diversos =pos de familia, la violencia intrafamiliar se ar=cula sobre todo de parte 
de quien se considera más fuerte (por lo general el padre o figura masculina en la sociedad 
Ecuatoriana) hacia los más vulnerables como el caso de la mujer, madre, hijas, lo que se concibe 
como un delito que incluye la agresión o daños a un miembro del hogar, dicho delito se ha dado 
por años y se ha prolongado en el Ecuador, por lo que se vive en una crisis de valores, lo que da 
como resultado que las personas tengan ins=nto de superioridad sobre otras, dañando así a los 
miembros de su entorno más cercano y con incidencia directa a la sociedad (Campos-Sandoval, 
2024). 

Por lo tanto, cuando se habla de la violencia intrafamiliar se considera una problemá=ca 
social an=gua, ya que existen inves=gaciones tanto históricas como modernas basadas en esta 
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temá=ca en cues=ón, donde se considera a la violencia intrafamiliar como aquel fenómeno que 
plantea el conflicto en el individuo al ser un ente social por naturaleza, siendo más tolerada en 
=empos ancestrales, donde incluso parecía ser un elemento adherido a la vida en familia (Mayor 
Walton & Salazar Pérez, 2019). Desde décadas atrás se percibía el problema de violencia como una 
problemá=ca social amplia, y como caracterís=ca clave está  el uso de la fuerza tanto Zsica como 
psicológica como un aspecto de poder económico, social, sexual. 

Lo anterior iden=fica que, la violencia al núcleo familiar es un problema que alarma a la 
sociedad, pues la familia es la parte medular de la sociedad, reconociendo su esencia, así como su 
aporte prioritario en el desarrollo económico y social de toda nación, además cabe destacar que 
una de las prac=cas que se suelen presentar con=nuamente hasta la actualidad es el machismo 
que impera aún en la sociedad, en el cual la mujer suele ser vista como inferior al hombre, y se la 
suele maltratar ya sea por la pareja, esposo, conviviente, o incluso por alguna figura paterna, por 
eso es importante entender que, cuando una mujer ha sido víc=ma de violencia intrafamiliar, no 
solo basta con otorgarle una reparación integral económica sino que se ha de velar por cumplir una 
reparación en el ámbito de salud mental (Aguirre Castro & Alarcón Peña, 2018), pues debido a estos 
acontecimientos puede darse en la persona problemas como estrés postraumá=co, ansiedad, 
depresión, intentos de suicidio, situaciones que podrían tratarse o mi=garse al ofrecer una 
reparación integral psicológica a la víc=ma y velar por su cumplimiento. 

Incluso se sabe que, dependiendo del =po de daño podrían generarse problemas que 
pueden agredir la integridad psicológica y sexual de la víc=ma y en otros casos también se puede 
experimentar situaciones de abuso económico, que son casos no aislados pero que no pueden ser 
medidos por su nivel de subje=vidad, tampoco se puede repararlos en su totalidad, por ello se 
plantea la necesidad de incluir un mecanismo de reparación que como su nombre lo indica sea 
integral (Berni, 2018), es decir no únicamente se fomente la indemnización monetaria para la 
víc=ma sino que también se ar=cule la necesidad de mi=gar los efectos dañinos el ámbito 
psicológico. 

Es de esta forma como en el Ecuador, existen normas tanto a nivel nacional como 
internacional que amparan a la víc=ma de violencia intrafamiliar, de acuerdo a Granda Torres & 
Herrera Abrahan (2020), en cuanto a lo que =ene que ver con la reparación integral se reconoce 
de forma internacional por medio de principios asociados por la Corte Penal Internacional y de 
acuerdo a los principios del derecho internacional en cuanto a derechos humanos, como los 
principios fundamentales de la ONU, Principios para la Víc=mas, Conjunto de Principios para la 
Protección, Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos, Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura y otras. 
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 De este modo, con la reparación integral hay una intervención para lograr apalear los 
sucesos de violencia sufridos en el pasado y prevenir futuros problemas de revic=mización, en el 
pasado debido a que son los momentos donde se produjeron la violencia y se ha de repararlos con 
una indemnización justa. 

Así también se conoce que, la Convención Americana de Derechos Humanos cuya 
suscripción fue en Costa Rica en 1969, en su areculo 63 numeral 1, define que: En el instante 
cuando se verifique que hubo violación de un derecho o una libertad, será la Corte la ins=tución 
que tome garanea para brindar al agredido el pleno goce de derechos o libertades. Además, en 
casos donde procede se pueden hacer que las consecuencias de esta situación se configuren en 
relación a la vulneración de derechos, a par=r del pago de una indemnización económica a quien 
ha sido agredido (Organización de Estados Americanos [OEA], 1969). 

Si bien, una de las prioridades de la legislación ecuatoriana es brindar atención integral a la 
víc=ma del delito y su entorno familiar a través de mecanismos del Ministerio de Salud, la 
Defensoría Pública y la Fiscalía, sin embargo, suele no siempre darse una reparación en conjunto 
anteponiendo el campo tangible y también devolviendo la tranquilidad a la víc=ma (Ortega Pérez 
& Peraza de Aparicio, 2021), también se deben considerar aspectos como la falta de técnicas que 
permitan que el vic=mario cumpla con la sanción reparatoria y la falta de asistencia técnica efec=va 
para con la víc=ma. Estos factores hacen que la reparación completa del daño resulte un tema aún 
aislado, lo que a todas luces resulta en una vulneración de derechos humanos, a par=r de la 
Cons=tución del Ecuador de 2008, en su areculo 78  se hace énfasis en que bajo ningún mo=vo se 
ejecutará la revic=mización de la persona agredida en el delito, en cuanto a las acciones procesales, 
y se ha de garan=zar su protección contra amenazas o  in=midación donde se requiera que los 
derechos sean res=tuidos, evitando que “77 de cada 100 mujeres con estado civil separadas [se]an 
víc=mas de violencia intrafamiliar” (Fiscalía General del Estado de Ecuador, 2020, p. 4) 

En tal sen=do, este trabajo se centra en responder si la reparación integral a las víc=mas de 
violencia intrafamiliar debe incluir tanto medidas económicas como psicológicas para garan=zar su 
efec=vidad. Para lo cual, se examinan los fundamentos doctrinarios y jurídicos aplicables en 
Ecuador, u=lizando una metodología descrip=va basada en la revisión de literatura cienefica, con 
fuentes que incluyen libros y areculos indexados de alta calidad. Además, se emplean técnicas 
inves=ga=vas como la observación y el análisis-síntesis, considerando aspectos esenciales de la 
reparación integral y su implementación en un contexto sociocultural marcado por el patriarcado, 
una tradición profundamente arraigada que contribuye a perpetuar la violencia intrafamiliar. En 
este marco, se plantea como hipótesis que la reparación integral efec=va en estos casos debe 
comprender tanto compensaciones económicas como apoyo psicológico. 



 
 

[51] 

ISSN: 2961-2934 (En línea) | ISSN: 2961-2926 (Impresa) 
https://doi.org/10.61542/rjch.103 

Chornancap Revista Jurídica. Vol. 2 Núm. 2 (2024): Perspectivas contemporáneas del Derecho 
Penal y Procesal Penal: Retos y Desafíos 

 

1. La violencia intrafamiliar 

A lo largo de la historia, las mujeres han tenido una tendencia a asumir, imposibilitadas de 
realizar sus derechos humanos y la igualdad de género, "si bien las diferentes corrientes feministas 
comparten la idea de que nuestras sociedades son patriarcales, son diferentes para entender la 
opresión y la asunción de la experiencia de las mujeres y las estrategias polí=cas u=lizadas’’ 
(Jaramillo, 2018, p. 121). En cuanto al feminicidio, es una manifestación de violencia extrema contra 
la mujer. En América La=na, el problema comenzó en la década de 1990, cuando "la muerte de 
miles de mujeres en Ciudad Juárez centró la atención internacional sobre el peligro de muerte, 
mientras diversos estudios hechos en nuestro con=nente nos han permi=do entender mejor este 
problema" (Carcedo & Ordóñez Laclé, 2011, p. 87). Desde entonces, el feminismo nació en 
Sudáfrica gracias a Diana Russell, luego de que hubo un esfuerzo por denunciar y llamar la atención 
sobre el asesinato de mujeres por violencia masculina, en 1976, en el Tribunal Internacional de 
Crímenes contra la Mujer, celebrado en 1976. Bruselas, aquí es donde Russell planteó el concepto, 
desde ello es que se ra=fica la necesidad de erradicar o mi=gar el femicidio. 

Así, por ejemplo, para Sierra et al. (2006), “la igualdad, la libertad y la ciudadanía, como 
categoría que caracteriza a la modernidad, pero que, sin eliminar las desigualdades y las 
excepciones, las regula como excepciones a la misma” (p. 88); es decir, cuando se habla de igualdad 
social, está mo=vado por los postulados actuales, pero en el caso donde hay desigualdad es cuando 
hay un =rón no sólo hacia la historia, sino también hacia los derechos humanos, considerados 
ideales y la creación correc=va de un mundo de discriminación persistente, epico de las úl=mas 
décadas; principalmente para el género femenino,  frente a la lucha de un mundo excluyente donde 
los principios de las mujeres han sido y han sido despreciados, por los orígenes, mitos, creencias y 
desigualdades de clase y género, hoy las leyes nacionales del Ecuador lo proclaman como un 
proceso de cambio con=nuo, promulgando el universalismo, amparados por los derechos 
internacionales.  

Para profundizar en este tema, se considera que,  la violencia es cualquier agresión Zsica, 
psicológica o sexual que ocurre en el ámbito familiar, ya sea por parte del padre o de la madre o 
por algún miembro del núcleo familiar (Junco Aráuz, 2016), es decir es aquel daño que se produce 
desde una persona de la unidad familiar a otro conviviente.  

La violencia intrafamiliar se evidencia como una realidad ecuatoriana que ha llevado a 
replantearse sobre la necesidad de protección a los grupos vulnerables como son las mujeres y 
niños, pero principalmente son las mujeres las que han sido víc=mas de esta problemá=ca social, 
debido a prác=cas y tradiciones machistas impuestas por el patriarcado desde décadas atrás.  
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Sin embargo, es gracias a la actual Cons=tución del Ecuador, donde ha sido posible visualizar 
que “la misma atención prioritaria recibirán las personas de situación de riesgo, las víc=mas de 
violencia domés=ca y sexual, maltrato infan=l, desastres naturales o antropogénicos” (art. 35). La 
Cons=tución del Ecuador establece que el sistema procesal será una fuente de jus=cia, lo cual =ene 
un gran valor en un Estado Cons=tucional de Derechos y Jus=cia Social que es el Ecuador, de 
acuerdo con nuestra Cons=tución. Asimismo, debemos tener en cuenta que el derecho 
fundamental del Estado es respetar y proteger los derechos humanos, por lo tanto, es sumamente 
importante un proceso debido a la inocencia del procesado y que, en consecuencia, se le juzgue 
con todas las garaneas, derechos y principios; claro está que lo que se pretende concluir con este 
proyecto es evaluar si realmente el procedimiento abreviado está siendo efec=vo para mejorar y 
sa=sfacer las demandas del proceso penal. 

1.1. Ordenamiento jurídico  internacional sobre violencia intrafamiliar 

Se conoce que, al realizar su declaración acerca de los principios clave de la jus=cia para 
víc=mas de delitos de violencia, Naciones Unidas (2005) indica que: 

(…) se en=ende por "víc=mas" las personas que, individual o colec=vamente, hayan sufrido 
daños, inclusive lesiones Zsicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o 
menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u 
omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados Miembros, incluida la que 
proscribe el abuso de poder. (A.1) 

De esta manera, el actuar de los diferentes operadores de jus=cia disponen de Instrumentos 
Internacionales como el caso de lo dicho por la Convención Belén Do Para en la Cons=tución de la 
República del Ecuador, el Código Orgánico Integral Penal, para prevenir la tolerancia, o la omisión 
de lineamientos en contra de la violencia a la  mujer del Ecuador, donde se ha de dar el 
correspondiente apoyo a víc=mas de violencia intrafamiliar (Organización de los Estados 
Americanos [OEA], 1994). 

Adicionalmente al tratarse de Derechos Humanos en el Ecuador, es usual que los propios 
actores de jus=cia se encuentren en amparo de la Convención sobre la eliminación de las diversas 
formas de discriminación en contra de la mujer de las Naciones Unidas (1979), cuyo areculo 2 
afirma que es responsabilidad de los Estados parte la condena de la discriminación en contra de la 
mujer en todas sus formas, evitando dilaciones, con polí=cas que se dirijan a la eliminación de la 
discriminación en contra de la mujer. Se hace énfasis en la necesidad de adopción de medidas 
per=nentes y sanciones en casos de violencia, y se habla también sobre la necesidad de contar con 
una protección jurídica integral para el cumplimiento de derechos. 
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1.2. Ordenamiento jurídico nacional sobre la vícGma y violencia intrafamiliar 

En vista de que el Ecuador es un país soberano y democrá=co, teniendo como principal 
norma=va jurídica y de derechos a la Cons=tución del Ecuador (2008) se determina la necesidad 
de proteger a la víc=ma y brindarle la garanea de que no será revic=mizada además se añade la 
garanea de la reparación integral, para ello es necesario iden=ficar que la persona que ha sufrido 
violencia intrafamiliar está dentro del grupo de atención prioritaria, y por lo tanto el Estado debe 
atenderla, tal como lo dice la Cons=tución del Ecuador (2008): 

Las personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas 
con discapacidad, personas privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades 
catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en los 
ámbitos público y privado. La misma atención prioritaria recibirán las personas en situación 
de riesgo, las víc(mas de violencia domés(ca y sexual, maltrato infan=l, desastres naturales 
o antropogénicos. El Estado prestará especial protección a las personas en condición de 
doble vulnerabilidad. (Art. 35) 

Adicionalmente, para lograr efec=vizar lo dispuesto en la misma Cons=tución ecuatoriana 
de 2008, se define lo siguiente: 

La ley establecerá procedimientos especiales y expeditos para el juzgamiento y sanción de 
los delitos de violencia intrafamiliar, sexual, crímenes de odio y los que se cometan contra 
niñas, niños, adolescentes, jóvenes, personas con discapacidad, adultas mayores y personas 
que, por sus par=cularidades, requieren una mayor protección. Se nombrarán fiscales y 
defensoras o defensores especializados para el tratamiento de estas causas, de acuerdo con 
la ley. (Art. 81) 

Es decir que, se ha de incluir una legislación oportuna, eficiente y veras para lograr tanto el 
juzgar como sancionar a los agresores que han come=do violencia intrafamiliar de cualquier =po, y 
los que se cometan ante otros grupos considerados prioritarios como es los infantes, adolescentes, 
personas con discapacidad, adultos mayores, porque el Estado los considera como de atención 
prioritaria. 

Por otra parte, Benavides Benalcázar (2013) descifra quienes son las víc=mas: 

Las víc=mas de la comisión de un delito (…) son aquellas que han sufrido un daño, una lesión 
Zsica o mental, sufrimiento emocional o menoscabo de sus derechos fundamentales, como 
consecuencia de una acción u omisión que viole la ley penal, la Cons=tución de la República, 
los tratados y convenios internacionales y la ley, les garan=za el acceso a la jus=cia y un trato 
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justo, respetando siempre su dignidad humana, para lo cual, es necesario que se ac=ven los 
mecanismos judiciales que se encuentran establecidos en el derecho procesal penal, que 
les permita obtener la reparación integral de sus derechos violentados y que deben ser 
garan=zados por los jueces y tribunales competentes. (p. 5) 

Es decir que, la víc=ma en el proceso jurídico del Ecuador es a quien se le ha arrebatado los 
derechos, teniendo como fundamental la idea de que sus derechos humanos han sido conculcados 
y sus libertades no han podido gozarse y ejercerse, mo=vo por el cual, el Estado =ene la obligación 
de brindar la garanea por dichas agresiones a los derechos, para ser resarcidas de manera eficaz 
de tal manera que allí es donde se origina la reparación integral como uno de los derechos 
indispensables para estas víc=mas. 

De acuerdo a lo establecido en el Código Orgánico Integral Penal [COIP] (2014), en su 
areculo 441 hace énfasis en la víc=ma como la persona que ha padecido ciertos daños de forma ya 
sea directa o indirecta, donde se incluyen aspectos como agravios Zsicos, psicológicos y sexuales, 
u otro =po de agresión. Es así que, hay el reconocimiento a las víc=mas de personas que convivieron 
con la pareja y padecieron de algún =po de daño o agresión, en casos de socios o accionistas 
empresariales que haya sido afectadas por infracciones, así como empleados públicos, estatales, 
nacionalidades y comunidades. 

Adicionalmente, en los areculos del 156 al 158 del COIP (2014) se describen los dis=ntos 
=pos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar: 

• Violencia Zsica contra la mujer o miembros de la unidad familiar.- La persona que cause 
daño como manifestación de violencia contra la mujer o miembros de la familia será 
sancionada con las mismas penas previstas para el delito de lesiones, aumentadas en un 
tercio (art. 156). 

• Violencia psicológica.- Si se encuentra moderadamente afectado en cualquiera de los 
ámbitos de su funcionamiento personal, académico, familiar o social que interfiera en 
cualquiera de sus ac=vidades diarias y por tanto requiera tratamiento especializado en 
salud mental, se le impondrá la pena de prisión de seis meses a un año. (art. 157). Si esto 
causa daños psicológicos graves, que ni siquiera con atención especializada pueden 
repararse, se les cas=ga con prisión de uno a tres años.  

• Violencia sexual contra la mujer y miembros del núcleo familiar.- la persona que, como 
manifestación de violencia contra una mujer o un miembro del núcleo familiar, se impone 
a otra y se la obliga a mantener relaciones sexuales u otras prác=cas similares se cas=gan 
con las penas previstas para los delitos contra la integridad sexual y reproduc=va (art. 158). 
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Adicionalmente, en el art. 570°, se define las reglas claras acerca de la competencia de los 
actores de intervención de tal forma que la víc=ma pueda acogerse al llamado Sistema Nacional 
de Protección y Asistencia de la Víc=ma. Así también dentro del art. 643, se definen las normas 
para lograr que el juzgamiento sea de =po penal al tratarse de violencia en contra de la mujer, en 
la cual se queda explícitas las competencias y acciones que se ha de ejecutar por el Estado y 
organismos adjuntos para dichos casos. 

En cuanto a los derechos de las víc=mas de violencia intrafamiliar, disponen de otros 
derechos bajo la figura de sujetos del proceso penal, tal como lo prevé el COIP (2014) en el art. 11, 
donde se habla acerca del derecho que =ene toda persona en el procedimiento penal, donde se 
detallan los doce numerales, sobre la acusación que se puede dar de manera par=cular, y que se 
han de garan=zar las medidas de reparación desde el procesado hacia la víc=ma, debido a los 
agravios que ha padecido, esto ha de garan=zarse en fiel cumplimiento por  el Estado, para lograr 
resguardar los derechos de forma integral. 

Por otra parte, las víc=mas de violencia intrafamiliar disponen de su derecho a la in=midad 
con el fin de proteger su dignidad, es decir que, en todas las etapas del procedimiento penal, se 
ha de mantener la reserva de su información, de tal forma que, en el mismo cuerpo norma=vo se 
menciona que “son reservadas las audiencias sobre delitos contra la integridad sexual y 
reproduc=va, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar y contra la estructura del 
Estado cons=tucional” (COIP, 2014, art. 562). 

A lo anterior, se añade el hecho de que la víc=ma de violencia intrafamiliar no ha de añadir 
más sufrimiento de lo vivido por la víc=ma, he ahí que, de acuerdo el art. 476 del COIP (2014) 
determina que: 

Quedan prohibidas la interceptación, grabación y transcripción de comunicaciones que 
vulneren los derechos de los niños, niñas y adolescentes, especialmente en aquellos casos 
que generen la revic=mización en infracciones de violencia contra la mujer o miembros del 
núcleo familiar, sexual, Zsica, sicológica y otros. (numeral 9) 

Por otro lado, se destaca otro derecho hacia la víc=ma de violencia intrafamiliar, de tal forma 
que no se ha de reconocer fuero para que las vulneraciones hacia el cumplimiento de derechos 
sean sancionados con celeridad, con el fin de que la víc=ma tenga la atención oportuna, para ello 
no es posible incluir trámites superfluos que pueden ser impedimento para lograr la correcta 
atención a la víc=ma, sobre ello se habla en el Código Orgánico de la Función Judicial [COFJ] (2009), 
que indica ‘’en los casos de violencia intrafamiliar no se reconoce fuero especial considerando el 
procedimiento expedito y la intervención oportuna necesaria’’ (art. 192). 
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De esta forma es que, la violencia intrafamiliar, al ser atendido en fiel cumplimiento de 
devolver los derechos humanos a la víc=ma por medio de la norma cons=tucional e 
infracons=tucional ha de fomentarse la tarea del Estado hacia la promoción y garanea del goce de 
derechos de las víc=mas, principalmente en cuanto a la violencia en la familia se trata.  

2. La reparación integral 

La reparación integral se da como consecución de la vulneración de un derecho, por lo tanto 
se debe responsabilizar al agresor por ello, y esto a su vez afirma que toda persona que se afecte 
en sus derechos de manera ilegí=ma puede reclamar la reparación de tal daño (Aguirre Castro & 
Alarcón Peña, 2018). 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ra=fica que la reparación integral es el 
resultado de la aplicación del derecho consuetudinario y a su vez es parte de los principios 
fundamentales del derecho internacional en materia de responsabilidad estatal (Poveda Parra, 
2018) 

En este principio, las resoluciones emi=das por este órgano judicial autónomo de la 
Organización de Estados Americanos atacan a los Estados como vulneradores de los derechos 
humanos, u=lizando mecanismos para brindar una compensación completa y efec=va a la víc=ma. 
Por lo tanto, la indemnización como derecho de la víc=ma está actualmente integrada en la mayoría 
de las legislaciones de todos los países. Consiste en el restablecimiento de cada uno de los derechos 
vulnerados con mo=vo de las actuaciones ilícitas, con medidas de retorsión coerci=vas, 
encaminadas a eliminar las consecuencias de los daños sufridos por las violaciones come=das. Sin 
embargo, en algunos casos, esto no se implementa efec=vamente, dejando la realización de la 
Res(tu(o in integrum solo bajo =pificación pero no se ejecutan planes y polí=cas de acción 
concretos. 

En este sen=do, el areculo 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(1969) establece que cuando se decide que efec=vamente se ha producido una violación de un 
derecho, es necesario garan=zar a quien sufrió el perjuicio que podría vincular a los derechos 
básicos. Esto debe hacerse sobre la base de una compensación, en el caso apropiado para estos 
efectos se debe reparar las consecuencias de la medida o situación que cons=tuye la violación de 
estos derechos y el pago de una compensación con jus=cia hacia la parte lesionada.  

Justamente fueron las resoluciones dadas por la Comisión de Derechos Humanos que al 
acogerse a mecanismos de reparación sobre la violación de un derecho base, se ha suscitado la 
propuesta de reparar la violación hacia los derechos humanos por medio de la res=tución, 
indemnización, un proyecto de vida y sa=sfacción y garanea de no repe=ción (Van Boven, 1993). 
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Según lo indicado por la CADH y otros organismos como la Corte IDH, es posible verificar 
que, la reparación integral permite asegurar a la víc=ma que se le restablecerán sus derechos que 
fueron vulnerados, aquellos individuales dados por un país a todos sus habitantes a par=r de la 
Cons=tución y normas anexas, por lo tanto, uno de ellos es la protección jurídica que han de brindar 
los administradores de jus=cia, siendo su responsabilidad la reparación de dichos derechos, no a 
nivel estatal sino personal, que han de estar =pificados en cada legislación de las naciones, aun 
cuando pueden darse casos donde la sanción de reparación se aplique de manera dual entre la 
OEA y el ordenamiento jurídico local del país, en el que se dio el come=miento de la infracción, 
cuando se ha vulnerado el derecho humano y un derecho individual, donde la responsabilidad es 
tanto del estado como par=cular. 

2.1. La reparación integral en el Ecuador 

Según Loor Loor (2022), en el marco de la Cons=tución al tratarse de reparación integral 
por situaciones de afectación hacia un derecho que se contempla en la Cons=tución, se encuentra 
a su vez con diversas dificultades, pues se asume como una afectación que =ene como 
caracterís=ca vulnerar un derecho directo afectando de manera directa a la víc=ma, por lo tanto 
amerita pensar en una reparación integral. 

La reparación integral en Ecuador incluye modalidades individuales de reparación a par=r de: 

• La indemnización monetaria 

• Res=tución 

• Rehabilitación 

Adicionalmente, involucra una reparación colec=va que involucra medidas de sa=sfacción 
para mo=var a las garaneas de no repe=ción. 

La Cons=tución de la República del Ecuador de 2008 marcó un cambio significa=vo en las 
garaneas jurisdiccionales, superando las limitaciones de la Cons=tución de 1998. Entre los 
principales avances, destaca la redefinición de las garaneas, que dejaron de ser exclusivamente 
cautelares para permi=r a los jueces y juezas declarar la vulneración de derechos cons=tucionales 
y, a par=r de ello, ordenar una reparación integral. Este cambio fortaleció el rol del juez 
cons=tucional como garante de la tutela judicial efec=va, una respuesta a las restricciones previas 
que impedían una protección adecuada de los derechos vulnerados. 

En este contexto, dicha Cons=tución, específicamente en su areculo 86 numeral 3, 
establece la reparación integral como una consecuencia directa de la declaratoria de vulneración 
de derechos. Esta incluye medidas para res=tuir el derecho afectado, adoptar estándares 



 
 

[58] 

ISSN: 2961-2934 (En línea) | ISSN: 2961-2926 (Impresa) 
https://doi.org/10.61542/rjch.103 

Ilustre Colegio de Abogados de Lambayeque, Perú 
 

internacionales de derechos humanos, y aplicar principios como el res(tu(o in integrum. Además, 
el areculo 18 enfa=za que la reparación integral debe abarcar la res=tución del derecho, la 
compensación económica, la rehabilitación de la víc=ma y la garanea de no repe=ción. También 
contempla medidas adicionales, como la inves=gación y sanción de los responsables, el 
reconocimiento público del daño causado, y la provisión de atención integral, incluida la salud. 

Por otro lado, el areculo 78 de la misma carta fundamental garan=za una protección 
especial para las víc=mas de infracciones penales, asegurando mecanismos que eviten su 
revic=mización durante los procesos judiciales. Este areculo establece medidas para proteger a las 
víc=mas frente a posibles amenazas, garan=zar la verdad de los hechos, y promover la reparación 
integral a través de indemnizaciones y rehabilitación, fortaleciendo así el marco de jus=cia 
cons=tucional y la efec=vidad de las garaneas de derechos en Ecuador. 

Lo anterior indica que, el Estado ecuatoriano =ene como obligación la adopción de 
herramientas que ayuden a hacer efec=va la reparación integral en casos donde haya vulneración 
de derechos, según ello se define que la Cons=tución de la República ha de realizar un control a 
par=r de la Fiscalía General del Estado como organismo rector del proceso jurídico penal, para 
garan=zar el cumplimiento de la reparación integral de delitos penales incluyendo la violencia 
intrafamiliar, coadyuvando la creación de una cultura de paz. 

El COIP (2014) establece, en su areculo 78, los mecanismos de reparación integral que 
incluyen res=tución, rehabilitación, indemnización, medidas de sa=sfacción y garaneas de no 
repe=ción. Por su parte, el Código de la Niñez y Adolescencia (2003), también contempla estos 
mecanismos, con un enfoque par=cular en niños y adolescentes, quienes suelen ser víc=mas 
frecuentes de violencia intrafamiliar. En estos casos, la reparación integral abarca tanto la 
res=tución de la situación previa al hecho como la compensación de daños materiales mediante 
indemnización económica y la reparación de daños inmateriales mediante atención psicológica, 
garan=zando una respuesta integral ante las vulneraciones sufridas. 

La norma=va refleja la necesidad de ajustar los mecanismos de reparación a las 
par=cularidades de cada caso, especialmente cuando se trata de determinar indemnizaciones. Sin 
embargo, la falta de pruebas suficientes en algunos procesos obliga a los jueces a recurrir a 
norma=vas complementarias para garan=zar una reparación adecuada y efec=va, conforme a los 
principios establecidos. 

3. El escenario actual en el Ecuador con respecto a la violencia intrafamiliar 

Hay que entender que, dicho sistema patriarcal ha considerado que, en el Ecuador, existan 
altos índices de violencia intrafamiliar, sobre todo en la ruralidad, y se man=ene con creencias 
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ancestrales de que la mujer ha de obedecer fielmente al hombre, e incluso se le autoriza a ejercer 
daño sobre ella, vulnerando los derechos humanos fundamentales como la dignidad y libertad de 
expresión (Hernández Luis et al., 2017). 

La gravedad de la violencia intrafamiliar en la sociedad ecuatoriana es un factor con diversos 
tentáculos ya que esta podría causar daños al integrar un nuevo núcleo familiar, así como estos 
daños no son suscep=bles en muchos casos hacia una adecuada reparación, por esto es que la 
legislación del Ecuador =ene como posibilidad una resolución de =po sancionatoria, que dispone 
los aspectos de reparación hacia los daños que se originan por mo=vo de violencia intrafamiliar. En 
este ámbito, Villegas (2021), coincide que hay tres =pos de daños principales producto de los cuales 
se genera la violencia intrafamiliar, entre los que se encuentra el daño psicológico, donde se busca 
ejercer el control en las personas del entorno, y a par=r de ello se producen sucesos como 
amenazas, manipulación, humillación y denigración a la víc=ma, lo que puede producir daños 
irreversibles en su psiquis, añadiendo a ello el daño Zsico. 

A lo anterior, se añade el daño sexual, en el que la víc=ma es obligada a mantener contacto 
sexual con el agresor, ya sea con uso de la fuerza o in=midación. A ello, Villegas (2021) ra=fica que, 
en el Ecuador la información estadís=ca sobre este =po de agresión hacia la pareja o expareja es 
extremo. Por ejemplo, se observó que, en la ciudad de Quito se atendió a 29.833 emergencias por 
violencia intrafamiliar, siendo que el año pasado ingresaron 23.341 casos.  Además, en el 62.26% 
de casos compete a maltrato psicológico, el 27.45% corresponde a violencia intrafamiliar, el 10.11% 
a agresiones de =po Zsico y el 0.18% a relaciones sexuales sin consen=miento (ECU911, 2023). 

En esta instancia, es importante agregar que, el daño sexual causado por este =po de 
violencia, en la que el agresor u=liza la fuerza para realizar el acto sexual sin el consen=miento de 
la víc=ma, es en la mayoría de casos, come=do por un miembro de la familia contra cualquier otro 
miembro de la familia (Cueva Carrión, 2015). Es decir, este =po de violencia también puede darse 
entre cónyuges; aunque en las definiciones descritas anteriormente no se hace dis=nción y se 
en=ende claramente que los cónyuges también están incluidos como potenciales agresores y 
víc=mas de abuso sexual causado por violencia domés=ca en el hogar. Sin embargo, el foco está en 
esta parte de la inves=gación porque el mayor porcentaje de quienes sufren este =po de violencia 
domés=ca son mujeres cuando son obligadas por su marido a tener relaciones sexuales, pero las 
cifras reales de estos abusos no se pueden reflejar en los datos.  

Por lo tanto, es diZcil entender que actualmente en algunos sectores del Ecuador todavía 
exista una percepción errónea y retrógrada de que cuando una mujer se casa y declara que lo 
acepta como hombre, está incluido su consen=miento para tener relaciones sexuales con ella 
cuando él quiera, quiere estar seguro, porque an=guamente se creía que en el matrimonio el 
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marido tenía control sobre la vida de su esposa, por lo que no podemos quejarnos en este sen=do, 
esta forma de pensar arcaica y an=gua ha creado una idea errónea de que la violencia sexual contra 
mujeres casadas. 

El Ecuador, al ser un país soberano y democrá=co de derechos, en su actual Cons=tución, 
determina que ‘’el Estado está comprome=do con la protección de la familia, porque reconoce su 
importancia para la sociedad, por tanto, manifiesta las posibilidades y derechos del corazón de la 
familia y de cada uno de sus miembros’’ (art. 67). Es decir, el Estado, a través de polí=cas públicas 
y sociales, garan=za la protección de los derechos de los familiares; sin embargo, debido a muchos 
factores, esta célula básica de la sociedad en ocasiones se desintegra, a par=r de circunstancias 
tales como la violencia domés=ca, que causa a la víc=ma daño psicológico, daño o sufrimiento Zsico 
como peligro o menoscabo de la integridad corporal de una persona, daño o sufrimiento sexual y 
daño material, en defini=va, daño material e inmaterial. 

Es importante apreciar el trabajo realizado en la Corte Nacional de Jus=cia del Ecuador, 
donde Blacio Pereira (2013), conceptualiza la violencia intrafamiliar y afirma que una de las 
maneras más comunes de violencia es la violencia intrafamiliar, la cual se puede dar entre personas 
con un nexo de parentesco sanguíneo y/o afec=vo, donde se define que normalmente esta ocurre 
dentro del hogar, por lo cual también se suele llamar violencia domés=ca. 

Sin embargo, a forma de reflexión se mira que todavía queda mucho por hacer en el ámbito 
de resguardo a las víc=mas de violencia intrafamiliar en el Ecuador, ya que indudablemente se 
necesita que el Estado y las ins=tuciones del poder judicial realicen un seguimiento para que se 
cumpla la reparación integral a las víc=mas de violencia intrafamiliar en el Ecuador, no únicamente 
en el aspecto económico sino también brindándoles un seguimiento con especialistas en el ámbito 
pedagógico para afrontar sus temores y sus problemas psicológicos ocasionados por los eventos 
sufridos en el entorno de agresión ya sea Zsica, verbal, psicológica, económica. 

4. Sobre la necesidad de cumplimiento de la reparación integral en casos de violencia 
intrafamiliar en el Ecuador con enfoque en la reparación intangible 

En el ámbito la=no, autores como Mayor Walton & Salazar Pérez (2019), afirman que en 
países como Colombia se definen los derechos de igualdad entre hombres y mujeres, que se 
contemplan en su legislación vigente según las leyes 599 y 600 del año 200, y en el areculo 1542 
del Código Penal del 2012. En países como Bolivia ha entrado en vigencia la Ley 1674 en contra de 
la violencia a la familia, con la cual se da protección jurídica a la víc=ma de violencia en el entorno 
familiar.  
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También en países como el Perú, hoy se conoce que es uno de los países con elevados índices 
de violencia en contra de la mujer en el núcleo familiar, para lo cual se creó Centros de Emergencia 
Mujer (CEM), del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, con el fin de iden=ficar los casos 
de violencia sexual ocurridos en los úl=mos =empos (Mayor Walton & Salazar Pérez, 2019). 

A par=r de lo expresado, en el Ecuador a lo largo del =empo, se ha perpetrado el abuso y 
violencia de género, lo que cons=tuye en un problema social que alerta al país, pero el problema 
es un proceso sistemá=co que se manifiesta con la violencia psicológica principalmente, después 
de ello se ar=cula la violencia Zsica y sexual por maltratos y violaciones, lo que puede incidir en la 
muerte de la víc=ma. Es así que, según la Fundación ALDEA (2018), cada tres días se reportaba para 
aquel entonces un caso de femicidio. En la actualidad, la situación es más grave porque se 
reportaron que hasta el 31 de mayo de 2024, se ha producido 108 femicidios, llegando a un total 
de 1812, desde el 2014 (Fundación ALDEA, 2024).  

De este modo, si bien, la =pificación en el COIP del femicidio ha sido un mecanismo en contra 
del crimen y la impunidad, todavía se observa que por lo menos el 63% de casos el femicida tuvo 
un vínculo directo sen=mental y perteneció al círculo familiar de la víc=ma (Ortega Pérez & Peraza 
de Aparicio, 2021). 

Se enfa=za en el areculo 78 del COIP (2014) donde se definen los mecanismos de reparación 
integral como aquellas formas de no exclusión de la reparación tanto individual como colec=va, 
donde se habla de la necesidad de res=tución, teniendo en cuenta que esta se aplica en casos de: 
1. el restablecer la libertad, vida en familia, ciudadanía, nacionalidad, retorno al país, recuperación 
de empleo, y restablecimiento de derechos polí=cos. Pero se hace mucho más énfasis en el inciso 
2 del areculo 78 del mismo marco norma=vo donde se define que ‘’la rehabilitación se orienta a la 
recuperación de la persona a través de la atención médica y psicológica, además de la garanea de 
prestación de servicios jurídicos y sociales para tales fines’’. 

Es en este punto, donde se requiere un análisis más puntual, ya que, en Ecuador si bien la 
violencia intrafamiliar es un problema muy grave que aqueja a la sociedad en general, 
principalmente a mujeres y niños, la reparación integral se observa como una herramienta que 
ayuda a garan=zar la jus=cia y el restablecimiento de los derechos a las víc=mas, sin embargo, dicho 
proceso no siempre se cumple, porque hay aspectos de la reparación integral que como se ha visto 
abarca la res=tución de derechos a par=r de la compensación económica, la rehabilitación Zsica y 
psicológica de la víc=ma y la garanea de no repe=ción, pero no siempre esto se cumple, 
principalmente en lo que compete a la res=tución intangible (psicológica), debido a que: 
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1. Existe tardanza en la terapia psicológica para la víc=ma.- Ya que aun cuando estas =enen 
el derecho de receptar terapia psicológica oportuna como parte de la res=tución de sus 
derechos, en muchos casos no se la brinda de forma con=nua, o los operadores de jus=cia 
no designan de una vez en la sentencia el si=o específico o el profesional que atenderá a 
la víc=ma, lo que no permite la recuperación del trauma, muchas víc=mas incluso se 
encuentran en lista de espera por falta de recursos económicos o porque el servicio público 
de terapias psicológicas está colapsado. 

2. Falta de celeridad en el proceso judicial.- En ciertos casos, el sistema judicial no ha 
procesado de forma efec=va los casos de violencia intrafamiliar, lo cual hace que las 
víc=mas no reciban acompañamiento ni tengan la correspondiente reparación de los daños 
que han padecido, así como también se pueden dar tardanzas en resolver los casos, falta 
de direccionamiento y diligencia de las autoridades  

3. Poca o nula protección a la víc=ma.- La protección a la víc=ma, al ser un ámbito inherente 
a la reparación integral, para la seguridad de quien ha padecido de violencia intrafamiliar, 
en muchos casos la víc=ma todavía con=nua siendo expuesta a agresiones, aun cuando se 
ha dado ya un inicio de proceso judicial, porque no hay medidas de protección oportunas 
como el hecho de incluir a la víc=ma en casas de acogida hasta que el proceso judicial penal 
llegue a su fin, lo que la hace vulnerable a una revic=mización 

4. Impunidad en casos de violencia intrafamiliar.- Aun cuando hay leyes que sancionan los 
actos de violencia intrafamiliar, no siempre se ges=onan inves=gaciones per=nentes por 
los operadores de jus=cia, muchos de los casos quedan en archivo o se anulan, dejando en 
indefensión a la víc=ma,  y además no ges=onando una reparación integral oportuna. 

5. Falta de sensibilidad y capacitación de los operadores de jus=cia al respecto.- Las 
autoridades que se encargan de dar garanea de cumplimiento de la reparación integral a 
la víc=ma de violencia intrafamiliar, suelen no tener claro la gravedad del asunto, lo que 
genera falta de empaea y comprensión a la víc=ma, lo que enfa=za en que no se ha dado 
el cumplimiento completamente de la reparación integral a estas víc=mas. 

En la actualidad el Ecuador ha incursionado en la protección de víc=mas de violencia 
intrafamiliar con la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia de Género contra las 
Mujeres, pero dicha implementación todavía es un desaZo en el campo prác=co, por aspectos 
como la burocracia, falta de recursos en el sistema judicial, y celeridad en dichos procesos, así como 
por los perjuicios culturales de una sociedad ecuatoriana que todavía se deja llevar por el 
patriarcado. 

En defini=va, a pesar de la necesidad de cumplimiento de la reparación integral, tanto en el 
ámbito económico, Zsico y psicológico, se observa que principalmente este úl=mo aspecto 
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psicológico es relegado de los procesos penales en el Ecuador por las razones antes expuestas, 
teniendo en cuenta que la reparación intangible debe abarcar la reparación emocional, protección 
efec=va y acompañamiento adecuado en todo el proceso. 

Conclusiones 

Una vez que se ha analizado la figura jurídica de reparación integral, a par=r del enfoque 
desde la violencia intrafamiliar =pificada por organismos internacionales y en la norma=va interna 
del Ecuador como un delito, se concluye que, la reparación integral es un mecanismo reconocido 
desde la CIDH como norma internacional y a nivel nacional por la Cons=tución de la República del 
Ecuador, Tratados y Convenios Internacionales de Derechos Humanos ra=ficados por el Estado, Ley 
Orgánica de Garaneas Jurisdiccionales, COIP, entre otras normas infra cons=tucionales. 

Se observó que la reparación integral de forma general se an=cipa como un mecanismo que 
permite resarcir o reparar daños que se han come=do al vulnerar ciertos derechos de las víc=mas, 
en este caso de violencia intrafamiliar, de tal forma que sea posible reparar su salud Zsica como 
psicológica y económica, por daños a la persona y dignidad, debido al daño generado a nivel Zsico, 
psicológico, económico dado por el agresor. 

Es así que, si bien en el marco norma=vo del Ecuador se =pifica en el COIP la violencia 
intrafamiliar que se hace referencia a los delitos que se comenten contra la mujer o miembros del 
núcleo familiar en sus areculos 156, 157 y 158, donde se definen los =pos de violencia como son 
la Zsica, psicológica y sexual.  

Si bien, la reparación integral es parte del areculo 18 de la Cons=tución y se la nombra en 
el COIP como medida adjunta a la privación de libertad en casos penales como es el de la violencia 
intrafamiliar, sin embargo, se puede ver que en la prác=ca todavía siguen en aumento las cifras de 
víc=mas de este =po de violencia que por lo general se comete por un miembro de la misma familia, 
a lo cual se alude la necesidad de fomento de polí=cas de vigilancia y control más personalizadas 
para que estos casos no recrudezcan la paz del país y de las familias ecuatorianas, lo cierto es que 
hace falta mayor celeridad y efec=vidad en los procesos penales para los agresores, pero sobre 
todo hace falta el cumplimiento de la reparación tangible e intangible de las víc=mas, lo que debe 
ser una responsabilidad inherente de los operadores de jus=cia. 

Finalmente, se comprueba que la reparación integral en casos de violencia intrafamiliar para 
que sea efec=va debe fomentarse su aplicación en la res=tución de derechos a par=r de la 
indemnización monetaria pero también en cuanto a la terapia psicológica para la víc=ma quien 
pudo haber sufrido problemas de estrés postraumá=co, depresión, ansiedad, baja autoes=ma, 
propios del padecimiento de las agresiones Zsicas, verbales, psicológicas recibidas, algo que no 
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puede dejarse pasar por alto, como una necesidad vital del cumplimiento de la reparación integral 
en casos de violencia intrafamiliar en el Ecuador,  efec=vizando lo dicho desde la Cons=tución del 
Ecuador sobre la reparación integral en su areculo 18 como un mecanismo de res=tución de 
derechos y aplicando completamente los elementos de la reparación integral para víc=mas de 
violencia intrafamiliar según lo dicho en el COIP. 
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RESUMEN 

El informe pericial para su admisión formal como medio de prueba en la etapa intermedia del proceso penal, 
conforme a las reglas previstas en el código procesal del 2004, no un requisito la verificación de la calidad 
epistemológica de sus instrumentos, métodos y resultados, pues solo se requiere que sea per>nente, ú>l y 
conducente. Esta situación permite que aquellas aun cuando en su elaboración u>licen teorías contrarias a 
las establecidas por la comunidad cienBfica, sean admi>das para su actuación en juicio, desconociéndose el 
perjuicio (sobrevaloración del conocimiento cienBfico) que ocasionan en la actuación de los jueces al 
momento de resolver sus casos, los cuales inciden potencialmente en las condenas o absoluciones erradas 
a lo que está expuesto el sistema judicial. El obje>vo de este arBculo se circunscribe en examinar las 
posibilidades doctrinarias y teóricas para la adopción del modelo de control de admisibilidad cienBfica de 
los informes periciales en la etapa intermedia, en la que se analice para su admisión la calidad y fiabilidad 
cienBfica, a fin de obtener su capacidad resolu>va propuesta para el caso; concluyéndose en la posibilidad 
de incorporar este modelo al sistema procesal penal peruano, aunado a los criterios de admisibilidad 
procesal establecidos en la norma. 

Palabras clave: Etapa intermedia, Informe pericial, Admisibilidad cienBfica, Fiabilidad probatoria, Control 
estandarizado. 
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ABSTRACT  

The expert report for its formal admission as evidence in the intermediate stage of the criminal proceeding, 
according to the rules set forth in the procedural code of 2004, does not require the verifica<on of the 
epistemological quality of its instruments, methods and results, since it is only required to be relevant, useful 
and conducive. This situa<on allows that even when in their elabora<on they use theories contrary to those 
established by the scien<fic community, they are admiAed for their performance in trial, ignoring the damage 
(overvalua<on of scien<fic knowledge) that they cause in the performance of the judges at the <me of 
resolving their cases, which poten<ally affect the wrong convic<ons or acquiAals to which the judicial system 
is exposed. The objec<ve of this ar<cle is limited to examine the doctrinal and theore<cal possibili<es for the 
adop<on of the scien<fic admissibility control model of the expert reports in the intermediate stage, in which 
the quality and scien<fic reliability are analyzed for their admission, in order to obtain their proposed 
resolu<on capacity for the case; concluding in the possibility of incorpora<ng this model to the Peruvian 
criminal procedural system, together with the criteria of procedural admissibility established in the norm. 

Keywords: Intermediate stage, Expert report, Scien<fic admissibility, Eviden<ary reliability, Standardized 
control. 

 

 
Introducción 

Los jueces, en su gran mayoría, han sido influenciados por informes periciales elaborados y 
explicados en audiencias por los expertos, para la resolución de sus casos, con las cuales se han 
logrado corroborar los hechos imputados, así como, la vinculación del acusado con el delito 
(Gascón Abellán, 2010), desempeñado un rol importante en la administración de jusFcia. 

A pesar de su importancia, las decisiones de los expertos se han asumido como válidas sin 
un previo control, asumiéndose sus resultados como dogmas de fe. Esta forma de asumir el 
conocimiento es contraria a lo que se pueda denominar como cienKfico, pues sin un previo examen 
de sus instrumentos y metodologías acorde a lo desarrollado por la comunidad cienKfica, el 
conocimiento se convierte simplemente en acienKfico (Gascón Abellán, 2010). 

Esta forma de actuación judicial, se debe principalmente por la inexistencia de un control 
de admisibilidad del conocimiento cienKfico. Por esta razón, el objeFvo de este trabajo, consiste en 
desarrollar un modelo de admisibilidad en la que se detalle los criterios de fiabilidad de los informes 
periciales, con el objeFvo de eliminar la creencia de invencibilidad de los mismos, y a su vez permita 
la elaboración de medidas y controles para minimizar los errores y riesgos en las resoluciones 
judiciales en los cuales se haya empleado aquella (Gascón Abellán, 2010).   

En función a lo expuesto, el arKculo tratar de explicar, en primer lugar, el apogeo del uso de 
la evidencia cienKfica en la resolución de los conflictos penales, y a parFr de ahí se idenFfican los 
errores producidos por su empleo en el ámbito comparado, así como, en el sistema legal peruano, 
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con la finalidad de establecer un modelo de control de admisibilidad cienKfica en la etapa 
intermedia del proceso penal, en base a la tutela judicial efecFva y el debido proceso, en la que se 
incluya a la fiabilidad probatoria.   

1. El apogeo del uso de la evidencia cienCfica en el proceso por su importancia en la 
resolución de conflictos  

El desarrollo de la sociedad, más allá de los aspectos económicos, sociales, políFcos, 
digitales, entre otros, ha traigo consigo a que los procesos penales de manera conFnua se 
enfrenten a resoluciones de casos más técnicos y especializados, en los que los jueces no Fenen el 
conocimiento para resolverlos adecuadamente, requiriendo en la prácFca a los expertos para 
adoptar una decisión judicial que saFsfaga la tutela jurisdiccional efecFva del jusFciable. 

De ahí que los doctrinarios tanto de la tradición del Common Law (Mauet, Gold, Dennis y 
Freckelton) como del Civil Law (Stella, Roxin, Taruffo, Gascón, Duce y Vásquez) señalen que el uso 
de prueba pericial será cada vez más frecuente y coFdiana para decidir los casos que conocen los 
magistrados.  

La frecuencia de la aplicación del conocimiento cienKfico en el proceso se debe a que 
permite una reconstrucción más precisa y segura de los hechos invesFgados, superiores a los 
conocimientos basados únicamente en el senFdo común del juez (CasFllo Alva, 2023).  

El apogeo de las evidencias cienKficas por su importancia en la resolución de conflictos de 
índole penal en el país, como se ha expuesto precedentemente, se aprecia sin mayores 
cuesFonamientos por los servicios periciales que ofrece el InsFtuto de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses en sus respecFvas cuatro unidades operaFvas a nivel nacional: Unidad Clínico Forense, 
Unidad de Tanatología Forense, Unidad de Toxicología y Química Legal; así como, la oficia de 
peritajes de la Gerencia General del Ministerio Público y la Dirección de CriminalísFca de la Policía 
Nacional del Perú (Ministerio Público, 2024b). 

Las unidades se encargan de brindar atención especializada en personas vivas y muertas en 
reconocimientos de índole anatómico, fisiológico, fisiopatológico, psicológico, psiquiátrico, 
odontológico, biológico, toxicológico, patológico, estomatológico, radiológico, antropológico, 
biológico, microbiológico, dacFloscópico, bromatológico, espermatológico, tricológico, 
pelmatoscópica y estomatológico. 

La Oficina de Peritajes se encarga de emiFr opinión cienKfica en torno a pericias de 
antropología, fonéFca, lingüísFca, acúsFca y contabilidad forense, desFnados a idenFficar rostros 
mediante imágenes de video y superposición en imágenes; así como, la idenFficación de una 



 
 

[70] 

ISSN: 2961-2934 (En línea) | ISSN: 2961-2926 (Impresa) 
https://doi.org/10.61542/rjch.104 

Ilustre Colegio de Abogados de Lambayeque, Perú 
 

persona por medio del registro de voz, analiza e interpreta textos escritos y audios; y determina el 
desbalance patrimonial de los ingresos de una persona(Ministerio Público, 2024a). 

También ejecuta pericias de accidentología, análisis digital, ingeniería civil y ambiental 
forense, con el objeFvo de establecer los factores intervinientes en los accidentes; la idenFficación 
de manipulaciones indebidas, recuperación y autenFcación de imágenes, mensajes de textos y 
desbloqueo de celulares; realiza tasación del bien mueble e inmueble y determina el procedimiento 
en la convocatoria y ejecución contractual de obra; y el establecimiento de daños ambientales 
cuanFficando su valor económico e idenFfica las sustancias causantes de la contaminación. 

La Dirección de CriminalísFca de la Policía Nacional del Perú, por su parte, realiza peritajes 
de análisis de moneda, misceláneos, grafotécnico, documentoscópico y psicografológico de 
manuscritos; inspección técnica balísFca, examen balísFco en cuerpo humano, en prendas y otros 
objetos, examen de explosivos y análisis de restos de disparo por arma de fuego; y examen a drogas 
y productos industriales, metalúrgicos y minerales. 

Como se puede apreciar, existen una serie de pericias que suelen uFlizarse para la 
averiguación de los hechos imputados en los procesos instaurados por los delitos, por citar algunos 
ejemplos, contra la vida, el cuerpo y la salud; contra el orden financiero, económico, monetario, 
tributario y aduanero; contra la confianza y la buena fe en los negocios; contra la seguridad, salud, 
administración y fe pública; contra la dignidad, inFmidad y libertad sexual; y contra el orden 
medioambiental, entre otros, destacando su importancia para la resolución de la mayoría de los 
Fpos previstos en el Código Penal. 

Siendo así, me interesa “afirmar que se trata de una situación que está presente en nuestra 
realidad coFdiana y todo indica que la prueba pericial en el sistema judicial tendrá aún mayor 
presencia que la ya Fene en la actualidad” (Duce J., 2018, p. 228), para la resolución de los casos 
penales en los que se encuentren involucrados temas especializados y tecnificados, en los cuales 
requiere obligatoriamente de expertos que permitan explicar materias que salen de la esfera del 
conocimiento común de los magistrados. 

2. La idenHficación de los errores producidos por el empleo indebido de la prueba pericial 
en el ámbito comparado 

La pericia a pesar de ser entre todos los medios probatorios previstos en el Código Procesal 
Penal, la más fiable abstractamente por basarse en ciencia, no está libre de cuesFonamiento 
respecto a su fiabilidad y validez. Esta situación aumenta la probabilidad de decisiones erróneas 
por la existencia de errores en los expertos al momento de evaluar los datos que componen los 
informes periciales. 
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Los riesgos a los que están expuestos las pruebas periciales, de acuerdo a los estudios 
empíricos realizados por los integrantes del proyecto inocencia (Innocence Project), Registro 
Nacional de Exoneraciones (Na4onal Registry of Exonera4ons) y la Academia Nacional de Ciencias 
(Na4onal Academy of Sciences) de los Estados Unidos, sin incidir en las parFcularidades, se deben 
al uso indebido de las pericias respecto a su metodología de sus resultados y los reconocimientos 
fotográficos y personales errados (Innocence Project, 2024). 

En función a estos tres proyectos, Mauricio Duce, establece concretamente que los errores 
frecuentes de los informes periciales, sin entrar en explicaciones minuciosas al no consFtuir el 
objeto de presente trabajo, están conformados por el empleo de pericias no fiables, el tesFmonio 
inválido de los expertos y el comportamiento no éFco de los peritos en los procesos penales (Duce 
J., 2018).  

El primer error se genera cuando las pruebas son elaboradas en base cienKficas discuFbles 
y débiles; mientras el otro se da por la explicación de conclusiones periciales aisladas sin que se 
apoyen en datos empíricos disponibles al momento de su elaboración; finalmente, el úlFmo se 
configura cuando el perito no analiza en su examen la evidencia favorable al acusado o fabrica 
evidencia en su contra (Duce J., 2018). 

En Inglaterra, los integrantes del Comité de Ciencia y Tecnología de la Cámara de los 
Comunes (House of Commons Science and Technology CommiCee), han raFficado estos defectos, 
señalando que las pericias aun cuando abstractamente sean cienKficas pueden generar efectos 
perniciosos en los resultados probatorios analizados en el proceso por el uso indebido de las 
metodológicas y datos empíricos por los expertos.  

Y en su lugar han propuesto legislaFvamente establecer reglas y estándares más estrictos 
para la admisibilidad de la prueba pericial en los procesos penales, frente a una prácFca displicente 
de los tribunales en estos Fpos de pruebas.   

La preocupación de los Estados Unidos e Inglaterra respecto a estos temas, ha repercuFdo 
tanto a nivel doctrinario como prácFco en los países como Canadá, Australia, Alemania y chile, 
quienes desde hace algunos años vienen trabajando arduamente esta línea interpretaFva de las 
pericias y su impacto en el sistema de jusFcia.  

3. Una breve descripción de riesgos periciales en el Perú  

Aun cuando en el Perú no se haya realizado hasta el momento estudios empíricos de los 
errores que acarrean las pericias en el proceso y a la escasa información disponible y sistemaFzada 
a la que nos enfrentamos a la hora de invesFgar este tema, se ha logrado recabar algunas 
sentencias expedidas por la Corte Suprema que dan cuenta de que varios de los riesgos analizados 
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en el derecho comparado efecFvamente se estarían dando en el funcionamiento coFdiano del 
sistema.  

De las revisiones de sentencias N.°132-2015 (Corte Suprema de JusFcia del Perú. Primera 
Sala Penal Transitoria, 2017) y  N.°154-2016 (Corte Suprema de JusFcia del Perú. Sala Penal 
Transitoria, 2018), ambas de Lambayeque, arrojaron como resultado que el sistema penal a pesar 
de que la imputación fiscal señaló que a consecuencia de la penetración sexual las agraviadas 
concibieron sus respecFvos hijos, terminaron condenando a los acusados, sin la existencia de una 
pericia de ADN, única prueba válida conforme a la tesis fiscal, que acrediten su intervención en los 
hechos imputados.  

Este error conllevó a que la Corte Suprema absuelva a los acusados después de varios años 
de estar privados de su libertad, sustentándose precisamente en la referida prueba cienKfica 
omiFda en la que se desvirtúo la paternidad de los acusados y en consecuencia su parFcipación 
delicFva.  

Del análisis del Recurso de Nulidad N.°882-2014-Lima Norte (Corte Suprema de JusFcia del 
Perú. Sala Penal Transitoria, 2014), se determinó como resultado que los juzgados de primera y 
segunda instancia, a pesar de haber tenido al momento de su resolución una pericia de 
espermatología forense que concluyó que el semen encontrado en el saco vaginal de la agraviada 
no pertenecía al imputado, se le terminó condenando a diez años de pena privaFva de libertad, 
porque a su entender exisKan suficientes pruebas tesFmoniales que acreditaban el delito. 

Este defecto permiFó que la Suprema Corte absuelva al acusado y disponga su inmediata 
libertad, argumentando que la prueba cienKfica al consFtuir un elemento fiable, refuta por 
completo que el imputado haya sido el autor de la violación, al no guardar correspondencia el 
espermatozoide del imputado con el hallado en la vagina de la menor, más allá de que exisKa 
pruebas del delito comeFdo en agravio de la vícFma. 

Entre todas las sentencias recabadas, la más relevantes, es la recaída en el Recurso de 
Nulidad N.°2877-2014-Lima Norte (Corte Suprema de JusFcia del Perú. Sala Penal Transitoria, 
2016), en la que se estableció que la prueba pericial no es fiable porque no se consignó la hora de 
la toma de la muestra del semen ni se precisó si la misma se recogió cuando el citado acusado 
estuvo en absFnencia sexual; así como, tampoco se estableció como se conservó y en qué grado 
de temperatura la muestra recabada. 

Esta situación muestra un caso jurisprudencial, entre otros que pueden exisFr, en la que 
una prueba pericial no fiable llega al juicio oral sin cumplir con los criterios mínimos que se exigen 
para considerarla como tal, más allá de que sea perFnente, úFl y conducente, de acuerdo a los 
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requisitos establecidos en el manual de laboratorio de la organización mundial de la salud para el 
examen del semen humano y de la interacción entre el semen y el moco cervical; el cual se hubiere 
evitado como un filtro de admisibilidad cienKfica como se expondrá más adelante.  

Tabla 1 

Cues4ones cri4cas para el análisis de la fiabilidad cienHfica de las pericias 

Sentencia Error pericial Delito 

Revisión de sentencia N.° 132-2015-
Lambayeque 

Omisión de prueba pericial Violación sexual 

Revisión de sentencia N.° 154-2016-
Lambayeque 

Omisión de prueba pericial Violación sexual 

Recurso de nulidad N.° 882-2014-Lima Norte 
Incorrecto análisis de la 

fiabilidad pericial 
Violación sexual 

Recurso de nulidad N.° 2877-2014-Lima Norte 
Omisión de análisis respecto a la 

fiabilidad pericial 
Violación sexual 

Nota. Este grafico muestra los errores periciales del sistema peruano referido al delito de violación 
sexual. 

4. Sistemas de control de los errores periciales 

Los informes periciales, aun cuando su estructura se sustente en ciencia, no está libre de 
cuesFonamientos respecto a su fiabilidad, por ello, el impacto que genere sus resultados deben 
minimizarse a través de un esquema o modelo de control que excluya los errores, prejuicios y 
sesgos a los que están expuestos los jueces en casos en los que las partes ofrezcan un medio 
probatorio de carácter cienKfico y en su lugar autoricen la aplicación de información confiable y 
relevante para determinar razonablemente las proposiciones fácFcas del razonamiento que 
apunten hacia una decisión judicial correcta (Vázquez Rojas, 2014). 

El control de los errores periciales, mediante el análisis de la fiabilidad probatoria, se 
realizan en disFntos momentos de acuerdo al sistema procesal en la que nos ubiquemos. Algunos 
han considerado el análisis de los errores en la valoración probatoria y otros en la etapa intermedia 
del proceso penal. 

Con el primer modelo denominado como integrado o unificado, se corre el riesgo de que el 
contacto de una prueba que resulta no-fiable en el juicio influya en la decisión del tribunal como 
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un sesgo por la capacidad de sugesFón y atracción que muchas de las pruebas periciales puedan 
tener (Gascón Abellán, 2010). 

También Fende a confundir la fiabilidad con el valor probatorio, cuando son dos términos 
disFntos, pues la fiabilidad solo analiza la probabilidad de considerarla en la decisión judicial al 
término del proceso, más no en pronunciarse sobre su peso probatorio que ella pueda tener. De 
modo que, sin el establecimiento previo de un control de fiabilidad, la decisión judicial, aunque el 
informe pericial se considere no-fiable vendrá influenciada por esta (Vázquez-Rojas, 2014).  

Estas críFcas respaldan la adopción del modelo de control en la etapa intermedia del 
proceso, en las que se establecen reglas de exclusión basadas en fundamentos cogniFvos, o sea, 
criterios de admisibilidad respecto a los informes periciales, con el fin de seleccionar solo aquellas 
que presenten e incorporen en su estructura criterios mínimos de fiabilidad abstracta de acuerdo 
a las normas estandarizadas establecidas para cada Fpo de examen pericial que se pretenda 
pracFcar y a depurar las que no saFsfacen tales requisitos (Vera Sánchez, 2021), con el fin de evitar 
los errores descriptos al inicio de este trabajo.  

Este sistema interna y externamente se consFtuye como filtro o barrera para evitar que las 
decisiones judiciales estén contaminadas o contagiadas con resultados forenses deficientes, 
imprecisos, incompletos, vagos, genéricos o no fiables, o de dudosa calidad y procedencia (Gascón 
Abellán, 2010); o sea, siguiere que todos estos defectos sean verificados por los magistrados en la 
etapa intermedia, a fin de garanFzar la base epistemológica de la decisión final.  

Es decir, lo que se busca es la obtención de resultados validados por la comunidad cienKfica, 
en base a un control estricto del método que uFliza el perito en la realización de su informe, con el 
fin de evitar la generación de un falso posiFvo o un falso negaFvo en la resolución de los casos 
judiciales (CasFllo Alva, 2023). 

Por eso, los disFntos sistemas jurídicos insFtuyen una serie de normas que actúan como 
filtro de admisibilidad de los informes periciales. Estas leyes surgen de la necesidad epistemológica 
de asegurar la validez de los valores y principios consFtucionales que estructuran los procesos 
penales. 

Así, por ejemplo, en los Estados Unidos conforme a lo resuelto en la sentencia Daubert, se 
exige a los magistrados una acFtud acFva en la etapa anterior al juicio para asegurar la calidad, 
precisión y fiabilidad de las teorías, metodologías y datos que los peritos aporten al proceso al 
momento de haber elaborado sus respecFvos informes periciales (Corte Suprema de los Estados 
Unidos, 1993). 
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Esta misma suerte corre el sistema procesal de Inglaterra, pues en su regla 33.4 (h) de las 
Reglas de Procedimiento Criminal (Criminal Procedure Rules), se estableció que el informe pericial 
debe incluir datos necesarios que permitan a los liFgantes y magistrados decidir si la opinión 
técnica del perito es suficientemente valida y fiable para admiFrla como prueba (Duce J., 2018)  

Aun cuando se quiera decir que el análisis previo al juicio de la fiabilidad cienKfica no 
resultaría procedente en nuestro sistema, al pertenecer estos dos países a uno disFnto, conviene 
citar a los trabajos empíricos realizados por el Profesor, Mauricio Duce, en el sistema penal chileno, 
en los cuales concluye en que se debe legislar reglas especiales que establezcan exigencias de 
admisibilidad a este Fpo de prueba, a efectos de que el juez pueda excluirlas o admiFrlas al proceso 
(Duce J, 2018). 

Todo este recorrido doctrinario y jurisprudencial sugiere la posibilidad de regular un control 
de fiabilidad o credibilidad de las pericias en un momento previo al juicio. Esto permiFrá ahondar 
en las razones epistémicas de porque se debe establecer un sistema de control como el analizado 
precedentemente en nuestro país. 

5. La necesidad epistemológica de establecer un modo de control de admisibilidad cienCfica 
en la etapa intermedia del proceso penal: Breve referencia a la fiabilidad probatoria 

Este sistema, más allá de lo expuesto, excluye el sesgo de infalibilidad de los informes 
periciales, que Fende a aumentar el valor epistémico de sus conclusiones y métodos (Duce J., 
2011), y en su lugar solo admite a juicio pruebas periciales que reúnan determinados estándares 
de calidad respecto a su técnica y método empleado por el profesional convocado en la realización 
de su informe (San MarFn Castro, 2020). 

La adoptación de este modelo en el ordenamiento jurídico peruano debería aplicarse 
epistemológicamente por las siguientes razones:    

i. La defensa de la dignidad del acusado en el proceso al consFtuir el fin supremo del estado, 
de acuerdo al arKculo primero de la consFtución, no prohibiría sino permiFría la regulación 
del modelo propuesto, engarzándose a las garanKas y derechos desarrolladas y establecidas 
a su favor hasta este momento. Esta forma de ver al proceso se debe a su manifestación 
epistemológica y garanFsta (Mendoza Ayma, 2019).  

ii. El juez de garanKas es el encargado de realizar un control desFnado a sanear los requisitos 
de admisibilidad de los medios de prueba presentados por las partes, entre ellos, las 
periciales, lo que significa que podría agregarse legislaFvamente un criterio cienKfico 
disFnto a los clásicos como el que se propone: la fiabilidad probatoria; a fin de controlar la 
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suficiencia de una causa cienKfica (Almanza, 2021), por las razones esgrimidas 
precedentemente. 

iii. El modelo que se propone se sustenta en unos de los principios pilares del sistema 
democráFco referido al control del poder, el cual se exFende al accionar de los expertos en 
la elaboración de los informes periciales, pues este no puede consFtuir una zona exenta de 
control; por tanto, este poder técnico debe estar someFdo en el proceso a un control previo 
al juicio por parte de los tribunales para establecer el uso racional del conocimiento 
especializado y llegar a adoptar una decisión justa.  

iv. La regla de control probatorio en la fase intermedia del proceso penal busca evitar 
desaciertos, equivocaciones, malentendidos, errores e inexacFtudes por el juez de la causa, 
excluyendo aspectos negaFvos como la pérdida del Fempo (Taruffo, 2009) en la resolución 
de los casos penales. 

v. En definiFva, la prescripción normaFva de una fase previa de verificación de la calidad 
epistemológica de los procedimientos forenses, evita que ingresen al procedimiento 
informaciones no corroboradas por la comunidad cienKficas (ISO). 

vi. Finalmente, los criterios de admisibilidad procesales, por ser criterios epistémicos, habrían 
de apuntar a obtener medios de prueba con capacidad para proporcionar razones 
epistémicas y las que no proporcionan este elemento epistémico se debe inadmiFr en una 
fase anterior al juicio oral (Dei Vecchi, 2020); es decir, aquellos medios probatorios no 
fiables deben declararse inadmisibles en la fase intermedia por el Juez de GaranKas. 

Por estas razones, resulta conveniente la adoptación de un sistema de admisibilidad de los 
informes periciales en la fase intermedia del proceso, en la que se evalúe su fiabilidad, o sea, la 
calidad de los datos que uFliza los peritos en la elaboración de sus informes, aunado al control de 
admisibilidad procesal o tradicional, en la que se verifique la perFnencia, conducencia y uFlidad. 
Veamos en que consiste este criterio de admisibilidad cienKfica en los apartados siguientes.   

5.1. ¿Qué es la fiabilidad probatoria?  

La fiabilidad se enFende como la verosimilitud o la seguridad de las razones cienKficas que 
sustentan a los elementos probatorios, con independencia de la proposición a probar en el proceso. 
Es decir, con la garanKa que ha de tener un concreto medio de prueba al momento de evaluación 
probatoria (Gascón InchausF, 1999).  

Se refiere al grado de medición (Terence et al., 2015) en que su método cienKfico se ha 
aplicado repeFdas veces al mismo individuo u objeto y sigue produciendo los mismos resultados 
(Calderón Ortega & Cueto Calderón, 2022). Es una apFtud de confianza, seguridad o garanKa del 



 
 

[77] 

ISSN: 2961-2934 (En línea) | ISSN: 2961-2926 (Impresa) 
https://doi.org/10.61542/rjch.104 

Chornancap Revista Jurídica. Vol. 2 Núm. 2 (2024): Perspectivas contemporáneas del Derecho 
Penal y Procesal Penal: Retos y desafíos 

 

conocimiento cienKfico, y en parFcular, de los métodos empleados por los expertos al momento 
de construir sus informes periciales. 

Los elementos probatorios son fiables cuando se sustentan en datos empíricos que hagan 
inferir razonablemente que su contenido y resultado es sustancialmente verídico, al menos, 
probable, para corroborar los hechos por los cuales han sido convocados los expertos en el proceso. 
Por tanto, una prueba es fiable, si su resultado es repeFble, segura y consistente (Ordóñez Ramírez, 
2018) en procesos idénFcos en los cuales se analiza las mismas cuesFones fácFcas que el proceso 
originario (Laudan, 2013). 

Se debe entender a la fiabilidad en un senFdo genérico, como la replicación y verificación 
confiable de sus resultados en escenarios procesales repeFdos en los cuales siguen obteniendo la 
misma conclusión y capacidad corroboraFva de los hechos en el proceso. Por tanto, un medio 
probatorio es fiable cuando los resultados de su reproducción siguen siendo la misma en 
condiciones en las que se aplicaron anteriormente (Vázquez-Rojas, 2014). 

En función a lo expuesto, se puede concluir parcialmente que la “fiabilidad, informa cómo 
de hecho funciona un método independiente de nuestras creencias, pues ni la experiencia, ni el 
buen juicio, ni las buenas prácFcas profesionales pueden susFtuir las pruebas genuinas sobre la 
validez de sus fundamentos y su fiabilidad” (Cando Shevchukova, 2023, p. 295). 

De esto, se puede inferir que la fiabilidad no es otra cosa que el nivel de confiabilidad que 
ostenta un informe pericial, basadas en circunstancias concretas y criterios idenFficables de índole 
cienKfica. De modo que, es imprescindible esclarecer esta cadena a través de métodos cienKficos 
con el fin de proporcionar información sobre la calidad de los métodos y técnicas uFlizados por los 
expertos (Vargas, 2018); y verificar de ese modo el cumplimiento o no de su fiabilidad. 

5.2. ¿En qué consiste el control de fiabilidad probatoria de los informes periciales? 

Este control consiste en que los sujetos procesales deben evaluar si los métodos y 
conclusiones establecidos por los expertos en sus respecFvos informes, se sustentan en normas, 
procedimientos, técnicas y metodologías estandarizadas por las comunidades cienKficas de 
acuerdo al Fpo de examen pericial que se pretenda pracFcar en el proceso, con la finalidad de 
analizar su fiabilidad. 

Para este fin, se debe analizar la calidad técnico-cienKfica y calidad técnico-procedimental 
de los informes periciales, y determinar si son acordes a los protocolos, normas estandarizadas, 
procedimientos, técnicas e instrumentos, con el objeFvo de establecer su fiabilidad en el proceso. 
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Por citar un ejemplo, si un perito uFliza una técnica aplicable al examen de balísFca forense 
para el recojo de fluidos biológicos, el informe elaborado y presentado al proceso por cualquiera 
de las partes, resultarían no fiables, por basarse en técnicas y procedimientos equivocados e 
inidóneos. 

En ese mismo senFdo, los análisis de marcas de mordeduras, comparación de voces, marcas 
de huellas de zapatos, microscópicos de pelos y uso de huellas digitales, carecen de fiabilidad 
abstracta porque no Fenen grados de confiabilidad mínimos, sin perjuicio del análisis de las 
parFcularidades de los hechos, debido al escaso soporte de invesFgación cienKfica que permita 
validar las técnicas sobre las cuáles se construyen, de acuerdo a lo establecido en  el informe 
publicado en el año 2009 por la Academia Nacional de Ciencias de los Estados Unidos (Servick, 
2016). 

Estos ejemplos y otros, muestran como determinados exámenes periciales carecen de 
fiabilidad abstracta, los cuales resultan inadmisibles al no contar con una jusFficación epistémica 
idónea para corroborar, en el juzgamiento, los elementos probatorios (Dei Vecchi, 2020). 

Esta forma controlar, se logrará si el magistrado se consFtuye responsablemente en analizar 
críFcamente los datos en los que se sustenta la prueba pericial, para decidir sobre su admisión, y 
para este fin, el informe pericial propuesto por las partes procesales en la etapa intermedia, deberá 
cumplir con el test general de fiabilidad probatoria abstracta, que se propondrá en el acápite 
posterior.   

5.3. Requisitos para un control de fiabilidad probatoria de los informes periciales por los 
jueces de invesHgación preparatoria 

Los criterios de fiabilidad de los informes periciales, para su admisión al proceso, dependen 
del cumplimiento irrestricto por parte de los peritos de los procedimientos, técnicas y métodos, de 
acuerdo a lo establecido en normas estandarizadas de acuerdo al Fpo de pericia a realizarse; no 
obstante, cabe preguntarse ¿cómo aceden los jueces a los procedimientos estandarizados si no 
forman parte de la comunidad experta?  

Entre todas las respuestas a esta interrogante, las más coherente a nuestro sistema, sería 
que el juez accederá al conocimiento y aplicación de esas normas por la declaración expresa del 
perito, para lo cual se requiere el establecimiento de una serie de variables para su evaluación en 
el proceso.  

Esta respuesta requiere al menos para comenzar, la generación de un test genérico de 
fiabilidad, en la que el juez examine de manera diligente y rigurosa las múlFples variables que 
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podrían influenciar negaFvamente en la calidad cienKfica del medio pericial ofrecido por las partes 
para su actuación en juicio.  

Este análisis sugiere que los jueces deben tener a su disposición una serie de interrogantes 
o criterios con las cuales explore las circunstancias críFcas que podrían influenciar en la generación 
de informes no fiables. Estos requisitos del control de fiabilidad, se debe entender como aquellos 
criterios mínimos y generales que le permite al juez adoptar la admisión o no de un medio pericial 
ofrecido por las partes en la fase intermedia.  

El referido test permite que los jueces analicen la metodología y principios uFlizados por el 
perito para la elaboración de sus informes. El juez para analizar la admisibilidad de estos informes 
debe considerar, por los menos, dos aspectos: si esta acredita la hipótesis objeto de discusión y si 
mide lo que dice medir y con qué precisión (Cando Shevchukova, 2023).  

Sobre este test general, Gascón Abellán (2021) afirmó que se trata de ilustrar con algunas 
preguntas, que en algunos casos no resultarán adecuadas o úFles, cómo cabría cuesFonar a las 
pericias, especialmente referidos a su validez en sus fundamentos, aplicación y resultados. En base 
a esto, se esbozará como se aprecia en la siguiente tabla un listado general de preguntas ilustraFvas 
del Fpo de cuesFones que cabría examinar para comprobar los tres elementos expuestos en el 
párrafo anterior. 

Tabla 2  

Cues4ones cri4cas para el análisis de la fiabilidad cienHfica de las pericias  

Test general de fiabilidad de las pericias desde un enfoque cienBfico para analizar su admisibilidad 
en la fase intermedia del proceso penal 

 

 

Validez de los 
fundamentos 
de la técnica 
usada 

 

 

¿La técnica ha sido some>da a comprobación?  

¿Ha sido examinada por otros expertos la técnica u>lizada?  

¿Existe doctrina especializada respecto al informe pericial a examinar?  

¿Existen literatura contraria a la técnica empelada? De ser así ¿cuál es su validez?  

¿Cuál es la tasa de error (real o potencial) asociada a la aplicación de esa técnica?   

¿Existen normas estandarizadas para el control de la aplicación de esa técnica?  

¿Hay información relevante para la validez de esa técnica?  

  ¿Los datos sobre los que se ha realizado el análisis son suficientes?  
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Validez de la 
aplicación de la 
técnica 

 

 

 

Los datos y 
materiales 

¿En su recopilación, almacenamiento y traslado al laboratorio, se 
ha realizado conforme al procedimiento estandarizado para evitar 
su deterioro o alteración?  

¿Los resultados periciales responden al análisis de todos los datos 
existentes sobre la evidencia? De no ser así ¿por qué se excluyeron 
los datos no considerados en el análisis?  

 

 

 

Los laboratorios 

 

 

¿El laboratorio está some>do a programas de acreditación?  

¿Se han seguido los estándares de actuación cienBficos?  

¿Se han adoptado medidas para evitar el deterioro de las muestras 
o materiales a analizar?   

¿Se han adoptado criterios para reducir el riesgo de los sesgos 
cogni>vos en las conclusiones del trabajo pericial?  

¿El laboratorio cuenta con un procedimiento estandarizado de 
control de calidad?  

 

Los expertos 

 

¿El informe pericial ha sido realizado por un experto cualificado o 
idóneo?  

¿Hay información que sugieran que el experto no ha actuado (o no 
va a actuar) de forma obje>va?   

 

 

 

Validez de la 
presentación 
de los 
resultados 

 

 

 

¿El informe 
resulta claro y 
completo? 

 

¿Los métodos, procedimientos y materiales usados se expresan 
claramente en el informe pericial? 

¿Hay algún dato o aspecto relevante que haya sido omi>do en la 
elaboración de informe pericial? 

¿Hay algún error en los datos usados en el análisis? 

¿Se ha considerado y se ha tomado en cuenta toda la información 
relevante para la visualización del referido informe pericial?   

 

¿Es rigurosa y 
precisa la 
expresión de los 
resultados y de 
las conclusiones 
derivadas? 

¿Se derivan las conclusiones de los datos resultantes de los 
análisis? 

¿La terminología usada por el perito para comunicar los resultados 
de los análisis y/o las conclusiones es la más idónea?  

¿Los resultados se comunican expresando el grado de precisión o 
margen de error asociado a la técnica aplicada? o por el contrario 
¿los resultados se expresan en términos de certeza absoluta o 
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 grado razonable de certeza cienBfica, u otras parecidas que 
sugieren infalibilidad?   

Nota. Este cuadro muestra las preguntas críFcas que deben de responderse posiFvamente para 
que una pericia sea admiFda para el juzgamiento de la causa.  

Veamos algunos casos teóricos en los cuales se aprecie la aplicación prácFca de los referidos 
criterios de evaluación de judicial.  

Supóngase el caso en que los sujetos procesales ofrezcan como acto probatorio una pericia 
informáFca de copia de archivos electrónicos sin la existencia del valor hash1, el juez de 
invesFgación preparatoria en su moFvación aplicando los criterios referidos a la validez de la 
presentación de los resultados, debe señalar que el referido informe no garanFza la confiabilidad y 
seguridad de su mismidad al resultar incompleta en su estructura y formación, para declarar su 
inadmisibilidad por carecer de fiabilidad probatoria abstracta.  

El juez uFlizando los criterios referidos a la validez de la aplicación de la técnica debe 
declarar su inadmisibilidad cuando se presente un informe de biología forense que  ha sido 
pracFcado por un médico general, sin la idoneidad y la especialidad que se requiere para ese 
supuesto; o cuando el experto en fonéFca concluye que su informe Fene un grado de certeza al 
100% sin margan de error (real o potencial) asociada a la aplicación de la técnica uFlizada, debiendo 
declarar su inadmisibilidad haciendo uso de los criterios referidos a la validez de los fundamentos 
de la técnica usada.   

Esta forma de proceder de los peritos respecto a la redacción y explicación de sus resultados 
en términos de certeza absoluta se observa con frecuencia en el ámbito judicial y al no exisFr un 
previo control de admisibilidad, terminan por fundamentar la decisión. Por ejemplo, en el recurso 
de nulidad n.º 840-2019-Lima, se condenó al acusado en base a dos pericias antropológicas 
pracFcados a los procesados que concluyeron que las caracterísFcas tsicas de estas personas 
coindicen plenamente con los autores que parFciparon en el robo de los agraviados; lo cual 
evidencia un error en la presentación de los resultados de la pericia.  

Además de estos ejemplos, podemos encontrar otros supuestos conforme se ha esgrimido 
en la tabla que a conFnuación se expone, en los cuales se aprecian que los peritos incurren en 
algunas de las cuesFones criFcas indicadas en la tabla anterior, a fin de verificar su aplicación 
prácFca a nivel judicial.  

 
1 La función hash es un algoritmo matemá3co que dota de seguridad frente ataques maliciosos al contenido primigenio de un medio 
electrónico.  
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Tabla 3 

Relación de algunos peritajes en los que se carecen de fiabilidad cienHfica    

Supuestos de inadmisibilidad por falta de fiabilidad abstracta o genérica 

 

 

Validez de los 
fundamentos de la 
técnica usada 

Los peritajes psicológicos de credibilidad deben ser excluidos por falta de necesidad 
de conocimiento experto y por falta de confiabilidad de la metodología u>lizada.  

Una pericia de mordeduras o pisadas cuya observación y experiencia no han sido 
validadas por los métodos usuales de la ciencia.  

El método u>lizado por los grafólogos no conlleva a que éstos puedan iden>ficar 
quién exactamente escribió algo en un manuscrito o en alguna pared. Así pues, es 
muy dis>nto decir que no se encontraron similitudes gráficas y afirmar que habrían 
sido pintadas por Luz Raquel Padilla.   

 

Validez de la 
aplicación de la 
técnica 

 

El examen de dac>loscopia forense se ha prac>cado sobre una huella (muestra) 
opaca e inu>lizable.  

Trazas de ADN de una persona aparecidas en un lugar donde nunca ha estado.    

La muestra de pintada en la pared con spray no estaba en las condiciones de 
analizarse con las técnicas que usa la grafoscopía para iden>ficar diferencias.   

 

Validez de la 
presentación de 
los resultados 

El resultado del ADN señala la pertenencia del ves>gio analizado con la del acusado.  

Si la impresión del calzado analizado procede de la pisada del acusado.  

Si la escritura manuscrita examinada procede del estafador.  

Nota. Este gráfico establece supuestos prácFcos de métodos, instrumentos y resultados periciales 
que no saFsfacen el estándar de admisibilidad cienKfica.  

En todos estos casos y en otros que pueda suceder en la prácFca judicial, la inadmisibilidad 
debe ser declarada por el juez de invesFgación preparatoria en virtud al análisis de los criterios 
generales y abstractos expuestos. Debe mencionarse que se excluye del análisis del magistrado la 
fiabilidad concreta o especifica de un medio pericial, puesto que, este dependerá de las 
circunstancias someFdas al juicio en aras del contradictorio ejercido por las partes. 

Sobre esto úlFmo, la profesora Gascón Abellán (2021), señala con acierto doctrinario lo 
siguiente:  

La existencia de un filtro como el expuesto no significa que, una vez superado éste, los 
jueces del juicio ya no deban hacer ninguna evaluación de la fiabilidad de la prueba forense. 
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No es eso. El grado de fiabilidad de la prueba pesará también a la hora de asignarle un valor 
probatorio, y esto es algo que corresponde hacer a los jueces del juicio como parte de su 
función de valorar la prueba. En definiFva, la evaluación de la fiabilidad de la prueba forense 
juega en dos etapas: en la etapa de admisión y en la de juicio. En la primera se decide si se 
admite la prueba o, por el contrario, se la excluye por falta de fiabilidad suficiente. Pero si 
la prueba resulta admiFda, los jueces del juicio deberán considerar aún su mayor o menor 
fiabilidad para atribuirle un valor probatorio. (p. 51)  

En ese senFdo, la admisión de una prueba cienKfica cuando sobrepase el test de la fiabilidad 
abstracta (validez de los fundamentos de la técnica usada, validez de la aplicación de la técnica y 
validez de la presentación de los resultados), no implica pronunciarse sobre su valor probatorio 
sino meramente sobre la posibilidad de tomarla en consideración para la decisión final del caso. 
Ambos conceptos (fiabilidad cienKfica y valor probatorio) deben ser claramente disFnguidos (San 
MarFn Castro, 2020).  Veamos esta situación en el siguiente gráfico:   

Tabla 4 

Etapas de la fiabilidad cienHfica de los informes periciales  

Proceso Penal Común 

InvesFgación preparatoria  Fase intermedia Juzgamiento 

Construcción cienKfica    Admisibilidad cienKfica Valoración cienKfica 

Generación de la fiabilidad  Fiabilidad abstracta  Fiabilidad concreta 

Nota. Esta tabla grafica la fiabilidad desde su generación, admisibilidad y valoración de las pericias 
de acuerdo a las sucesivas etapas establecidas en el proceso penal.  

En efecto, del cuadro se aprecia que la falta de fiabilidad como criterio de exclusión 
epistémica de los informes periciales, solo debe estar referida a casos claros, abstractos y genéricos, 
reservándose a los casos concretos o específicos su valoración en la fase de juzgamiento, en la que 
se deben considerar su mayor o menor fiabilidad para atribuirle un determinado peso probatorio 
que acrediten las premisas fácFcas del caso (Vivar Vera, 2021, p. 402). 

6. El impacto del modelo propuesto en la tutela judicial efecHva y el debido proceso 

Toda persona en el proceso, cualquiera que sea su condición, requiere del respeto 
irrestricto de los derechos mínimos que le asiste según la convención y la consFtución, a fin de que 
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la decisión judicial final sea válida y racional. Entre estos derechos, encontramos dos principios o 
derechos fundamentales que estructuran un proceso válido: la tutela judicial efecFva y el debido 
proceso.   

Carrión Lugo (2023) refiere que la esencia de la tutela jurisdiccional efecFva, radica en que 
toda persona, cualquiera que sea su naturaleza, es Ftular de una serie de derechos, que Fenen que 
ser respetados por los sujetos procesales, especialmente por los jueces declarando el derecho e 
imparFendo jusFcia. 

En esa serie de derechos que les asistes a los sujetos procesales, se encuentra a que se le 
haga jusFcia, que se le absuelva su pretensión y que las pruebas aportadas, entre ellas, las 
periciales, sea controlada, atendida y protegida, por el órgano jurisdiccional, a través de un proceso 
con garanKas mínimas que ofrece el sistema procesal.  

Por ello, se afirma y con autoridad en la Casación N.° 6189-2011-Lima (Corte Suprema de 
JusFcia del Perú. Segunda Sala de Derecho ConsFtucional y Social Transitoria, 2013), que la tutela 
jurisdiccional efecFva se concibe como un instrumento de imparFr jusFcia dentro de los estándares 
mínimos que la naturaleza del derecho impone, así como, el acceso a los órganos de jusFcia y la 
eficacia de lo decidido en la resolución. Este insFtuto se exterioriza en el acceso a la jurisdicción; 
en el desarrollo del proceso; y en la decisión judicial final. 

Siendo así, el establecimiento y la existencia de un modelo de control de los informes 
periciales en la fase intermedia, garanFza que en el desarrollo del proceso se disminuya las 
condenas y absoluciones erróneas (Laudan, 2011), basadas en metodologías y técnicas cienKficas 
de baja calidad epistémica y sin verificación de sus premisas, lo cual garanFza que la decisión 
judicial final sea coherente a los estándares mínimos de racionalidad.  

Este control epistemológico y cienKfico, de acuerdo a los ítems desarrollados en el gráfico 
segundo, obliga al estado otorgarle tutela jurídica efecFva a los sujetos que cuesFonan a los 
informes periciales en la etapa intermedia, sin que se produzca bajo ningún supuesto la denegación 
del referido control. Siendo esta situación posible de acuerdo al principio de la tutela judicial 
efecFva que le asistente a los sujetos en el proceso penal. 

El control de admisibilidad cienKfica de los informes periciales al consFtuir una 
manifestación a la tutela judicial efecFva conforme se ha expuesto, incidiría en el debido proceso, 
en que las partes Fenen el derecho a que el órgano jurisdiccional analice y controle la canFdad 
cienKfica de las pruebas periciales ofrecidas por la contraparte, a fin de que la decisión judicial final 
se fundamente en medios probatorios cienKficos válidos y se excluya de ella los errores o riesgos 
que podría influenciar en su construcción. 
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GaranFzando esta situación a que las partes en el “proceso judicial donde se discutan o 
cuesFonen sus derechos e intereses se desarrolle conforme a un canon procesal y sustanFvo 
ajustado a parámetros consFtucionales de razonabilidad y jusFcia” (Landa Arroyo, 2017, p. 174). 

7. Propuesta de lege ferenda 

De conformidad a las consideraciones teóricas expresadas a lo largo de los acápites que 
conforman este arKculo, en lo que sigue pretendo delinear un diseño procesal (a modo de 
propuesta) que asegure un adecuado tratamiento de la admisibilidad, en la que se obtenga 
informes periciales estructuradas sobre información de calidad.  

La interesante posición debe conducir a que el legislador realice verdaderas reformas 
legislaFvas que amplíen el alcance de las reglas de inadmisibilidad a los casos de fiabilidad 
probatoria, por dos razones principales, primera, exige al juzgador una mejor jusFficación del uso 
de elementos periciales en su razonamiento probatorio, y segundo, dota al acto probatorio pericial 
propuesto en la etapa intermedia un carácter epistemológico, que termina por incidir 
posiFvamente en la disminución de los riesgos inherentes a todo sistema judicial: las condenas 
erróneas. 

El modelo basado en el control de admisibilidad cienKfica referida a la prueba pericial en la 
etapa intermedia, requiere de una modificatoria por adicción del texto normaFvo previsto en el 
arKculo 352 inciso 5 acápite b del Código Procesal Penal, en la que los sujetos procesales al ofrecer 
pruebas periciales no solo deben sustentar los requisitos de admisibilidad tradicionales, tales como, 
la perFnencia, conducencia y uFlidad, sino que además deben esquemaFzar su análisis respecto a 
la fiabilidad probatoria, a fin de obtener un mayor control para minimizar los errores judiciales en 
la que el sistema judicial podría incurrir al aceptar a la prueba pericial como infalible.  Veamos esta 
propuesta legislaFva en el siguiente gráfico: 

Tabla 5 

Modificación de la norma que regula los requisitos de admisibilidad de la prueba pericial  

Propuesta legisla>va del arBculo 352 inciso 5 acápite b del Código Procesal Penal 

5. La admisión de los medios de prueba ofrecidos requiere: 

(…) 

b) Que el acto probatorio propuesto sea per>nente, conducente y ú>l; y en caso sea de naturaleza 
pericial se deberá especificar además la fiabilidad probatoria. En este caso se dispondrá todo lo 
necesario para que el medio de prueba se actúe oportunamente en el Juicio. El pedido de 
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actuación de una tes>monial o la prác>ca de un peritaje especificará el punto que será materia 
de interrogatorio o el problema que requiere explicación especializada, así como el domicilio de 
los mismos. La resolución que se dicte no es recurrible.     

Nota. En este cuadro se establece a la fiabilidad probatoria como un requisito de admisibilidad de 
los informes periciales en la etapa intermedia. 

A forFori, la calidad de un sistema de control de admisibilidad cienKfica no solo se reduce a 
una modificatoria del cuerpo normaFvo, sino que requiere además para el mejoramiento del 
procedimiento probatorio ir acompañada de una serie de variables y factores que permitan 
obtener resultados posiFvos en el aprovechamiento y uso de la acFvidad forense al interior del 
proceso; tales como:  

i. Implementar desde el gobierno central la elaboración de una políFca pública forense, en 
las cuales se desFne los presupuestos necesarios para la creación de laboratorios de úlFma 
tecnología, la mejora de los existentes y la capacitación permanente y conFnua de los 
peritos, jueces, fiscales y abogados de todo el país, con la finalidad de obtener resultados 
posiFvos en la administración de jusFcia. 

ii. Elaborar normas deontológicas de carácter expresa recogidas en un código, en las cuales se 
expresen condiciones mínimas que direccionen la realización de buenas prácFcas a todos 
los operadores del proceso. 

iii. Establecer la creación de una insFtución encargada de recoger, analizar, procesar y traducir 
los estándares mínimos que deben ostentar cualquiera pericia para que sea considerada 
como válida desde un punto de vista cienKfico, a fin de ponerlas en conocimiento a los 
operadores jurídicos y puedan contrastar la información expuestas por los expertos en el 
proceso. 

Conclusiones 

Estas breves anotaciones muestran que surge la necesidad legislaFva de implementar el 
modelo de control de admisibilidad cienKfica en la etapa intermedia del proceso penal en la que 
se agregue la fiabilidad probatoria, en la que se debata si el informe pericial que se ofrece como 
acto probatorio se sustenta en principios, procedimientos, protocolos, metodologías y técnicas 
elaboradas por las comunidades cienKficas en normas de estandarización (ISO), como criterios de 
análisis de fiabilidad o calidad de las ciencias forenses¸ a fin de que solo aquellas que cumplan con 
esos requisitos puedan actuarse en juicio oral.   
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El modelo propuesto permite la generación de determinados criterios abstractos, 
denominados test general de admisibilidad, a fin de que el juez en su función de controlar la calidad 
de las ciencias forenses las aplique para verificar si el acto probatorio pericial propuesto por las 
partes procesales es o no fiable.   

La posibilidad doctrinaria de que el juez de invesFgación preparatoria realice el control de 
admisibilidad cienKfica respecto a la prueba pericial en la etapa intermedia del proceso penal, trae 
consigo la modificatoria por adición del arKculo 352 inciso 5 acápite b del Código Procesal Penal. 
Solo cumpliéndose estas consideraciones podemos garanFzar una correcta administración de 
jusFcia. 
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RESUMEN  

Este ar(culo jurídico examina la naturaleza de los medios corruptores en los delitos de corrupción de 
funcionarios, analizando la relevancia de su materialidad en delitos como el tráfico de influencias y el 
cohecho, donde su presencia resulta crucial como elemento configurador del @po penal. Mediante el análisis 
de la Apelación N.° 7-2023, se cues@ona la interpretación de la Corte Suprema, que considera que los medios 
corruptores pueden ser de carácter inmaterial. Esta perspec@va implica incluir situaciones sen@mentales 
como las relaciones amorosas, amicales o familiares, como escenarios corruptos, adelantando así la barrera 
puni@va dentro del iter criminis y complicando la dis@nción entre actos sociales y conductas ilícitas. Se 
presenta una postura mixta, basada en la doctrina italiana, que defiende la necesidad de materialidad de 
los medios corruptores, pero que admite casos en los que el medio corruptor nace como inmaterial, 
condicionado a que posteriormente, adquiriera una forma material. Este análisis arroja una luz sobre la 
complejidad de la interpretación de la norma@va en casos de corrupción y subraya la urgencia de aclarar el 

 
* Los autores expresan su agradecimiento al Prof. Eliu Arismendiz Amaya por su guía en la redacción del presente artículo, cuya 
experiencia y dedicación han sido invaluables para el trabajo. 

ARTÍCULO DE REVISIÓN 

Recibido: 01/08/2024 
Aceptado: 11/11/2024 

Publicación online: 18/12/2024 

**Autor corresponsal 
1 Estudiante de la Escuela Profesional de 

Derecho 

Cómo citar este trabajo 
Ventura Zurita, J. J., Núñez Custodio, N. A. (2024). La naturaleza tangible de los medios corruptores en los delitos de 
corrupción de funcionarios. Chornancap Revista Jurídica, 2(2), 91-126. https://doi.org/ 10.61542/rjch.91  

https://orcid.org/0009-0000-8321-7480


 
 

[92] 

ISSN: 2961-2934 (En línea) | ISSN: 2961-2926 (Impresa) 
https://doi.org/10.61542/rjch.91 

Ilustre Colegio de Abogados de Lambayeque, Perú 

alcance de los medios corruptores en la jurisprudencia y legislación vigente. De este modo, se busca una 
aplicación coherente y justa de la ley. 

Palabras clave: Medios corruptores, Cohecho, Tráfico de influencias, Corrupción, Funcionario público. 

ABSTRACT  

This legal paper examines the nature of corrup4ng means in offenses involving corrup4on of public officials, 
analyzing the relevance of their materiality in crimes such as influence peddling and bribery, where their 
presence is essen4al as a cons4tu4ve element of the criminal offense. Through the analysis of Appeal N.° 7-
2023, it ques4ons the Supreme Court's interpreta4on, which considers that corrup4ng means may be of an 
immaterial nature. This perspec4ve implies including sen4mental situa4ons, such as roman4c, friendly, or 
familial rela4onships, as corrupt scenarios, thereby advancing the puni4ve threshold within the criminal 
aLempt and complica4ng the dis4nc4on between social acts and illicit behaviors. A mixed stance, based on 
Italian doctrine, is presented, advoca4ng the necessity for the materiality of corrup4ng means but allowing 
for cases where the corrup4ng means originate as immaterial, provided that they subsequently take on a 
material form. This analysis sheds light on the complexity of interpre4ng regula4ons in corrup4on cases and 
emphasizes the urgency of clarifying the scope of corrup4ng means within current jurisprudence and 
legisla4on. In this way, it seeks a consistent and fair applica4on of the law. 

Keywords: Corrupt means, Bribery, Influence peddling, Corrup4on, Public official. 

 

 
Introducción  

Los principios jurídicos son pilares fundamentales para sostener la integridad de un estado 
democrá6co de derecho. Son estos principios los que precisan aquello de lo cual es necesario decir 
la verdad, erigiendo barreras para evitar tergiversaciones, razón por la cual su defensa se convierte 
en una labor impera6va. 

A par6r de esta premisa, el presente estudio se aboca a un análisis crí6co de la postura 
adoptada por la Corte Suprema de Jus6cia. Sala Penal Permanente (2024) en la Apelación N.° 7-
2023, la cual se pronuncia acerca de la naturaleza del medio corruptor, planteando la posibilidad 
de su inmaterialidad. Este pronunciamiento aporta una luz sobre el debate en torno al medio 
corruptor, en el cual el Tribunal Supremo asume una postura discu6ble, pues la aceptación de su 
inmaterialidad nos hace vulnerables a situaciones injustas.  

En este contexto, nuestra posición rechaza la inmaterialidad del medio corruptor. Por ende, 
desarrollamos argumentos concretos que respaldan su tangibilidad, pero considerando situaciones 
excepcionales donde el medio corruptor nace inmaterial, pero posteriormente adquiere un 
carácter tangible; asimismo, subrayamos la importancia del medio corruptor en la configuración de 
los delitos de corrupción de funcionarios, así como las consecuencias de admi6r lo contrario. 
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Finalmente, esta inves6gación invita a sus lectores a meditar sobre la necesidad de 
mantener la coherencia entre nuestros principios y nuestras acciones. La ley es una herramienta 
poderosa que puede tanto beneficiar como perjudicar a cualquier individuo, por lo que es vital 
situarnos del lado de los fundamentos de un Estado de Derecho. 

1. Planteamiento del problema 

La Apelación N.° 7-2023, emi6da por la Corte Suprema el 9 de enero del 2024, introduce 
una interpretación que redefine la naturaleza de los medios corruptores, considerándolos tanto 
materiales como inmateriales, lo que impacta en la configuración de delitos relacionados con la 
administración pública. A esta interpretación, se le añade una toma de postura relacionada a la 
protección de la expecta6va norma6va, planteando que no es necesaria la presencia tangible o 
patrimonial de un medio corruptor, sino que basta con la existencia de una expecta6va norma6va 
que pueda afectar el bien jurídico, an6cipando así la barrera puni6va al iter criminis interno. 

El debate sobre esta interpretación suscita importantes interrogantes legales en cuanto a la 
delimitación de la barrera del iter criminis en los delitos que involucran medios corruptores, cuya 
comprensión es fundamental para la correcta aplicación de la ley en casos de corrupción de 
funcionarios y la determinación de responsabilidades penales en situaciones donde los medios 
corruptores pueden ser de naturaleza inmaterial o en los que incluso no es necesaria su presencia. 

En este contexto, resulta fundamental examinar cómo esta interpretación influye en la 
6pificación de los delitos, la protección del bien jurídico y la garanZa de la transparencia e 
integridad en el ejercicio de la función pública. Por tanto, surge la pregunta: ¿Cuáles son las 
implicaciones legales de considerar a los medios corruptores como intangibles y cómo afecta esta 
interpretación en la delimitación de la barrera del iter criminis en los delitos que involucran medios 
corruptores? 

2. Antecedentes teóricos 

 Previo a abordar el problema, en este apartado se desarrollan las contribuciones de insignes 
jurisconsultos italianos tales como Francesco Carrara, Vicenzo Manzini y Silvio Ranieri. Estos 
dis6nguidos pensadores han ejercido una influencia inmarcesible en la conceptualización de los 
medios corruptores. Asimismo, se analiza el carácter patrimonial de estos, sus diversas 6pologías y 
los específicos delitos de corrupción de funcionarios que encuentran en estos medios su núcleo 
esencial. 
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2.1. Naturaleza de los medios corruptores  

La corrupción, ese mal secular que ha socavado las bases de numerosas sociedades, ha sido 
analizada en profundidad por destacados maestros del derecho penal italiano. Entre ellos, tal como 
apunta Arismendiz (2024), destaca el maestro Francesco Carrara, cuyo trabajo seminal en el 
"Programa de Derecho Criminal" sienta las bases para entender los orígenes y la naturaleza de los 
medios corruptores. 

En el ámbito del sistema penal italiano, el término baratería fue acuñado por primera vez 
por Carrara (1961), refiriéndose a la venta de la función pública realizada por un magistrado 
durante el desempeño de sus funciones. Este concepto pionero establece un precedente crucial 
en la lucha contra la corrupción en la administración pública. 

Los códigos penales italianos de Saboyas y de Zanardelli, datados en 1839 y 1889 
respec6vamente, fueron los primeros en albergar la terminología de delitos de baratería de los 
magistrados. Estas norma6vas fueron pioneras en su 6empo, cons6tuyéndose como los primeros 
y únicos códigos penales de la época que dieron luz a los delitos de cohecho, siendo así los 
precursores en el tratamiento de los medios corruptores en el ámbito judicial. 

Posteriormente, en el siglo XX, el Código Penal italiano de 1930, comúnmente llamado Di 
Rocco, introdujo por primera vez las figuras de cohecho pasivo y ac6vo. El cohecho pasivo se refiere 
al acto de quien se deja sobornar, mientras que el cohecho ac6vo involucra al sobornador. Esta 
dis6nción refleja la complejidad y la dualidad del fenómeno corruptor, y fue concebida por Filippo 
Grispigni, creador de los delitos de correspondencia (Arismendiz, 2024). 

En esta línea, Manzini (1961) indica que la corrupción puede compararse con un germen 
patógeno que viene de fuera, es decir, es un aeróbio presente en el ambiente. En su tratado de 
Derecho Penal, aporta una perspec6va innovadora al fenómeno del cohecho, pues argumenta que 
el concepto de retribución con6ene elementos tanto obje6vos como subje6vos, implicando un 
interés personal del retribuyente, junto con la voluntad consciente tanto de retribuir como de 
aceptar dicha retribución.  

El fenómeno de la retribución es fundamental para comprender la naturaleza de los medios 
corruptores. Si no hay retribución, es decir, si el funcionario actúa sin un interés personal tangible, 
sino en un escenario amical o moral, el acto no tendría contenido penal.  

Manzini (1961) también nos ilumina sobre los mo6vos sen6mentales que podrían influir en 
la conducta de los funcionarios públicos, tales como la amistad o la compasión, pues sos6ene con 
firmeza que, en ausencia de una retribución tangible, no se configura delito alguno. Por ejemplo, 
si un oficial público, movido por el lazo de la amistad o por un sen6miento de compasión, promete 
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llevar a cabo un acto en beneficio de un conocido, dicho acuerdo carece de naturaleza delic6va. El 
citado autor argumenta que tales actos, aunque moralmente reprochables, no trascienden al 
ámbito penal ya que no involucran un beneficio material ni una retribución personal tangible. 

Según la postura de Manzini, podemos plantear el siguiente caso prác6co: 

Juan y Ricardo son amigos de la universidad. Juan, un ciudadano común (extraneus), 6ene 
un expediente judicial recién ingresado en el despacho donde trabaja Ricardo, quien es 
auxiliar judicial (intraneus). El juzgado en cues6ón está abrumado con una gran can6dad de 
expedientes, algunos con más de un año de an6güedad. 

La situación específica es la siguiente: 

Un día, Juan llama a Ricardo y le dice: 

“Ricardo, tengo un expediente que acaba de ingresar a tu despacho. Estoy solicitando que 
se haga efec6va una medida cautelar. Hazme el favor de ponerlo en primera opción para 
que el juez lo vea y pueda ejecutar la medida cuanto antes”. 

Ricardo, debido a la amistad que lo une con Juan, decide priorizar el expediente de Juan 
sobre los otros 100 expedientes más an6guos. Ricardo no solo coloca el expediente de Juan 
en primer lugar, sino que también habla con el juez del caso, solicitándole que, por favor, 
resuelva el expediente de Juan según su criterio. 

Según los padres del delito de cohecho, es decir, los juristas italianos que desarrollaron la 
teoría penal sobre los medios corruptores, este hecho no cons6tuye un delito de cohecho, debido 
a la falta de una retribución personal tangible. En este caso, Ricardo no recibe ningún beneficio 
económico, regalo, o compensación tangible de parte de Juan. El favor realizado por Ricardo se 
basa únicamente en su amistad con Juan. Por tal mo6vo, la ayuda brindada por Ricardo se realiza 
en un contexto amical, extrapatrimonial y moral, no con la intención de obtener un beneficio 
material o patrimonial, por lo que no cons6tuyen medios corruptores desde una perspec6va penal.  

El an6guo apotegma 2meo Danaos et dona ferentes, que se traduce como: temo a los 
griegos, incluso cuando traen ofrendas. Este adagio subraya la precaución que deben tener los 
magistrados y funcionarios frente a cualquier 6po de dádiva o regalo, sugiriendo que incluso los 
gestos aparentemente inofensivos pueden albergar intenciones corruptoras. Asimismo, manifiesta 
que el valor de la u6lidad que cons6tuye la baratería no 6ene importancia, es decir, pone de 
manifiesto que incluso las dádivas más pequeñas pueden ser vistas con suspicacia y deben ser 
tratadas con la misma seriedad que cualquier otro 6po de soborno, pero evoca la máxima numus 
et munuscumun, que significa regalo y regalillo. Así pues, “ninguno pensará que ofrecer a un 
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funcionario público un cigarrillo, un sorbo de rapé, un pocillo de café, sea corrupción” (Maggiore, 
1972, p. 195). 

En esta línea de pensamiento, Ranieri (1972) postula que el medio corruptor únicamente 
cobra existencia cuando se materializa un concepto de pertenencia. Esto significa que el autor del 
acto corruptor debe buscar la 6tularidad sobre el dinero o cualquier bien mueble, manifestando 
así una relación profunda derivada del derecho de propiedad o de algún otro derecho real. Es decir, 
sos6ene que la pertenencia se circunscribe a bienes muebles suscep6bles de apropiación, 
descartando de manera categórica cualquier u6lidad de naturaleza moral. 

De esta forma, la doctrina italiana, con su enfoque detallado y riguroso, ha influido 
profundamente en la conceptualización y tratamiento jurídico de los delitos de cohecho.  Según la 
concepción de los medios corruptores en la doctrina italiana, solo aquellos actos que involucran 
una retribución tangible y personal, derivada de un interés material o patrimonial, configuran 
verdaderamente el delito de cohecho. Los gestos amicales o de cortesía, desprovistos de un 
beneficio material concreto, se excluyen del ámbito penal, relegándose a un plano moral. 
Asimismo, la retribución personal es el eje central en la definición de la corrupción. Estas 
perspec6vas han sido esencial para diferenciar actos con implicaciones penales de aquellos 
moralmente cues6onables, pero legalmente permisibles. 

2.2. Los medios corruptores 

El Código Penal, en su parte especial regula diversos medios corruptores. De hecho, dentro 
de los trece 6pos penales que abordan los delitos de corrupción de funcionarios, con excepción de 
la negociación incompa6ble y el enriquecimiento ilícito, se iden6fican cuatro medios corruptores 
en el supuesto de hecho: el dona6vo, la promesa y cualquier otra forma de ventaja o beneficio.  

La naturaleza de estos medios corruptores, según señala Rojas (2007), radica en su vínculo 
con actos que quiebren o intenten quebrar la corrección, profesionalismo e integridad de los 
funcionarios o servidores públicos en el ejercicio de sus funciones. Es importante destacar que 
tanto par6culares como agentes públicos pueden hacer uso de estos medios. 

La presencia de estos medios corruptores juega un papel crucial, ya que la ausencia de 
cualquiera de ellos durante la comisión del delito invalidaría su existencia. En otras palabras, la 
iden6ficación de estos medios corruptores es determinante para la configuración del 6po penal 
correspondiente. Un ejemplo ilustra6vo de esto se observa en un pronunciamiento del Tribunal 
Cons6tucional, en la sentencia contenida en el Exp. N.° 00228-2017-PHC/TC, donde en el 
considerando 7, se declararon nulas las sentencias que condenaban al acusado por el delito de 
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tráfico de influencias debido a la falta de demostración de los medios corruptores, los cuales son 
inherentes a dicho delito y, por lo tanto, deben ser debidamente acreditados en autos. 

2.2.1. Sobre el contenido patrimonial de los medios corruptores  

Al respecto, Montoya et al. (2013) presentan un problema existente en la doctrina penal, y 
es que se discute si un favor sexual o sen6mental puede cons6tuir un medio corruptor. Las 
posiciones divergentes se dividen en las que sos6enen que las dádivas solo 6enen una naturaleza 
patrimonial, mientras que otro sector considera que puede ser de cualquier naturaleza. 

Las posturas contradictorias expuestas han perdido su razón de ser a raíz de la Naciones 
Unidas Oficina contra la Droga y el Delito (2003), en el que se aborda esta cues6ón de manera 
esclarecedora, en la que en su arZculo 3, establece que no es necesario que los delitos descritos 
en él ocasionen perjuicio económico directo al Estado. Esto implica que, incluso cuando no se 
pueda evaluar económicamente el beneficio obtenido por el funcionario, sigue exis6endo una 
desviación del ejercicio de la función pública en detrimento de los intereses generales, por lo tanto, 
es fac6ble configurar el delito. 

En Perú, los favores sexuales aún no han sido claramente clasificados dentro de los medios 
corruptores de ventaja o beneficio indebido, así pues, tenemos estos dis6ntos pronunciamientos 
de la Corte Suprema de Jus6cia. Sala Penal Permanente (2016): La sentencia de Apelación N.° 14-
2015, en su considerando décimo octavo, menciona que los favores sexuales se consideran una de 
las formas de ventaja o beneficio, aunque no especifica cuál. En contraste, la sentenciade Apelación 
N.° 39-2021-Ayacucho, en su considerando 6.16, los clasifica dentro de los beneficios indebidos 
(Corte Suprema de Jus6cia. Sala Penal Permanente, 2022). Asimismo, la Corte Suprema de Jus6cia. 
Sala Penal Permanente (2016) en la Casación N.° 988-2016-Áncash, en su considerando cuatro, 
manifiesta que los favores sexuales pueden interpretarse como una solicitud de ventaja. A pesar 
de esta precisión, lo cierto es que los favores sexuales están reconocidos dentro de los medios 
corruptores, deses6mando el conflicto norma6vo con el chantaje sexual propuesto por una parte 
de la doctrina peruana. En un caso de cohecho pasivo específico, la fiscalía podría imputar a un 
magistrado por solicitar favores sexuales a cambio de cumplir con sus funciones, alegando que esta 
conducta ha causado un daño al Estado, en específico, al Poder Judicial. 

Según Rodríguez (2006), los medios corruptores están exclusivamente vinculadas a una 
naturaleza patrimonial, incluso si este es potencial o futuro, tal como sucede con las promesas. En 
este sen6do, resalta que permi6r una naturaleza no económica a los medios corruptores podría 
conducir a la penalización formal de comportamientos socialmente aceptados. 
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También vale adver6r que, los medios corruptores no siempre implican un beneficio 
económico directo, como indica Díaz (2019), las ventajas y beneficios pueden ser patrimoniales o 
no patrimoniales. Un ejemplo de beneficio no patrimonial son los favores sexuales, los cuales 
cons6tuyen una versión especial de estos medios corruptores. Sin embargo, en su mayoría, los 
medios corruptores 6enden a ser patrimoniales y, en todos los casos, son tangibles.   

2.2.2. Tipos de medios corruptores  

La legislación penal nacional, ha desarrollado una amplia gama de instrumentos 
corruptores, aunque no siempre de manera coherente. Entre estos se incluyen dona6vos, 
promesas, ventajas de cualquier 6po y beneficios, los cuales son u6lizados para llevar a cabo 
diversas modalidades de cohecho o corrupción ac6va. Estos instrumentos cumplen la función de 
facilitar o incen6var el comportamiento ilegal por parte del sujeto público. A con6nuación, se 
detallan los 6pos de medios corruptores, según Rojas (2020): 

a) DonaGvo. Se destaca como el medio corruptor por excelencia y se revela como el más 
frecuentemente u6lizado. Presenta las siguientes caracterís6cas: 

Materialidad: El dona6vo es tangible y existe en el mundo material. Puede consis6r en 
cualquier regalo u obsequio con un valor patrimonial, ya sean bienes muebles o inmuebles.  
Traducibilidad pecuniaria2: Tiene una naturaleza patrimonial y posee un valor en el 
mercado. En este sen6do, el valor del dona6vo como medio corruptor ha sido objeto de 
debate, al respecto, en la casuís6ca peruana, se han dictado condenas por delitos de 
corrupción incluso cuando los montos patrimoniales involucrados son bajos, como 10 o 50 
soles.  
Transferibilidad: Es decir, puede ser objeto de intercambio en el tráfico jurídico comercial. 
Orientación finalista: El dona6vo debe estar dirigido a obtener una contraprestación, ya sea 
ilícita o lícita, por parte del funcionario o servidor público. 
Idoneidad o suficiencia mo2vadora: Esta caracterís6ca aborda a la capacidad del dona6vo 
para influir en la voluntad del funcionario o servidor, llevándolo hacia el comportamiento o 
resultado deseado. Por lo tanto, acciones como obsequios de caramelos, flores u otros 
actos de cortesía pueden no considerarse relevantes penalmente si ocurren en un contexto 

 
2 La importancia de la traducibilidad pecuniaria de los medios corruptores se pone de manifiesto en el caso expuesto por Rojas 
(2007), donde haciendo referencia a la Ejecutoria del 11 de marzo de 1998 de la Corte Suprema de Justicia. Primera Sala Transitoria 
(1998), Exp. N.°5798-97, La Libertad, señala que, si bien existen indicios razonables sobre la comisión del delito de corrupción activa, 
toda vez que el encausado reconoce haber efectuado la entrega del billete, sin embargo, dada la ineficacia del medio corruptor 
empleado (billete nominado en intis retirado de la circulación), la conducta del procesado deviene en atípica y no punible por la 
imposibilidad de consumación. Vemos pues, la importancia del medio corruptor en tener una estimación económica. 
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de celebración personal del funcionario o servidor, 6enen un valor ínfimo y no exceden los 
límites socialmente aceptados. 

b) Promesa. Conlleva la existencia de una oferta o una posibilidad de concretarse en un futuro 
cercano, ya sea de manera inmediata (usualmente condicionada a la realización del acto de 
función o servicio requerido) o mediata (cuando el agente público ya no ocupa su cargo), 
sea en forma de dona6vo o de prestación de ventajas que aumentarán el patrimonio o 
beneficiarán al funcionario público. 
Las caracterís6cas de la promesa deben ser realistas, serias y fac6bles de cumplir; no deben 
ser imposibles de llevar a cabo (inexigibles), ni de contenido fantás6co (no obje6vas o 
irreales), ni vagas e imprecisas. Además, la promesa y la aceptación del dona6vo conllevan 
un acuerdo implícito o explícito de mutua complacencia de índole dolosa. Si el funcionario 
ejerce coerción para la entrega o promesa, se configura la forma de cohecho mediante 
condicionamiento; si se emplea in6midación o violencia para obtener la promesa, se incurre 
en el delito de concusión. Es importante destacar que el cumplimiento o incumplimiento 
de lo pactado resulta irrelevante, ya que el delito se consuma con la mera promesa (delito 
de simple ac6vidad y peligro) (Rojas, 2007, pp. 640-641). 
Finalmente, es crucial destacar que el contenido de la promesa debe estar directamente 
vinculado a dona6vos o ventajas, lo que implica que deberá tener connotación tangible, 
esto es, material. Es decir, la promesa debe implicar beneficios o ventajas que puedan ser 
percibidos de manera rsica o material, en lugar de simplemente ser abstractos o 
intangibles. 

c) Cualquier otra ventaja. La categoría de "cualquier otra ventaja" engloba todos los 
mecanismos corruptores que no pueden clasificarse como dona6vos o beneficios, es decir, 
aquellos que no cumplen con las caracterís6cas obje6vas del dona6vo o las par6cularidades 
del beneficio. 
El código penal considera a "cualquier otra ventaja" como un término abierto, no 
limitándolo necesariamente a beneficios patrimoniales, lo que incluye, por ejemplo, favores 
sexuales. Otros ejemplos pueden ser ventajas relacionadas con empleos, descuentos 
inusuales, ascensos, acceso a información privilegiada, condecoraciones, entre otros. En 
cuanto a las ventajas que se vierten en favor de terceras personas relacionadas con el 
agente público, Rojas (2007) indica que estas deben ser objeto de un análisis y evaluación 
judicial, de este modo, se requerirá esclarecer su conexión con las acciones de los agentes 
públicos, empleando criterios obje6vos como referencia. 
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Finalmente, debemos agregar que la obtención de una ventaja indebida implica un 
privilegio injus6ficado por parte del funcionario público, que está fuera de su ámbito 
personal. Esta ventaja debe ser obje6va y tener la capacidad de mo6var al funcionario. 

d) Beneficio indebido. El legislador, al incluir el beneficio indebido como medio corruptor, 
busca reforzar la protección del bien jurídico. Se establece que cualquier acto que no pueda 
ser clasificado dentro de los medios corruptores tradicionales será considerado un 
beneficio indebido. Sin embargo, esta definición resulta poco esclarecedora y puede 
prestarse a confusiones al parecer similar al concepto de "cualquier otra ventaja". 
Según Rojas, el beneficio indebido está estrechamente ligado al funcionario o servidor 
público, ya que implica una sa6sfacción personal, ya sea pretendida o lograda. Este enfoque 
resalta el aspecto interno del individuo, dis6nguiéndolo de otros medios corruptores. 
Por ejemplo, la entrega de fotograras de especial predilección para el sujeto público, lo que 
le proporciona sa6sfacciones par6culares, sería considerado un beneficio indebido. 

2.2.3. La naturaleza tangible de los medios corruptores  

En el análisis de los 6pos de medios corruptores desarrollados líneas arriba, se advierte que 
todos ellos se desenvuelven en el mundo ontológico-natural. En este apartado analizaremos si 
estos a su vez, también 6enen el carácter de tangible, entendido como aquel medio corruptor que 
se pueda tocar o percibir, por alguno de nuestros sen6dos, de forma precisa. 

Tanto el dona6vo como la promesa implican la presencia de bienes, servicios o ventajas 
concretas que pueden ser valoradas económicamente. El dona6vo, en par6cular, se destaca por su 
materialidad, traducibilidad pecuniaria y transferibilidad, por lo que indefec6blemente es tangible. 

La promesa, por su parte, también debe tener una connotación tangible, ya que implica 
ofrecimientos de beneficios futuros o inmediatos que pueden ser evaluados en términos 
económicos. Además, la categoría de "cualquier otra ventaja" dentro de los medios corruptores no 
excluye la posibilidad de que estas ventajas sean de naturaleza tangible, como los favores sexuales 
o los beneficios laborales.  

Incluso el beneficio indebido, aunque su definición puede ser menos clara, sigue estando 
vinculado a la sa6sfacción personal del funcionario público, lo que implica que, 6ene una dimensión 
tangible, en términos de beneficios o gra6ficaciones obtenidas. 

Sobre este extremo, la postura sostenida por Arismendiz (2018), resalta la importancia de 
la tangibilidad de los medios corruptores, enfa6zando que estos deben ser suscep6bles de ser 
u6lizados por el agente delictual. En par6cular, al referirse a los medios corruptores de "cualquier 
otra ventaja o beneficio indebido", señala que, si bien el legislador ha adoptado una técnica de 



 
 

[101] 
Chornancap Revista Jurídica. Vol. 2 Núm. 2 (2024): Perspectivas contemporáneas del Derecho 

Penal y Procesal Penal: Retos y Desafíos 
 
 

ISSN: 2961-2934 (En línea) | ISSN: 2961-2926 (Impresa) 
https://doi.org/10.61542/rjch.91 

6pificación abierta para cas6gar conductas contrarias al orden público, es crucial que las dádivas, 
beneficios personales o favores de terceros tengan una naturaleza tangible. 

Por otro lado, Manzanares et al. (2004), nos dice que la dádiva (entendida como lo que se 
da gratuitamente para intentar o pretender realizar algún cohecho o soborno), 6ene 
indefec6blemente una naturaleza material, es decir, requiere la existencia de algo en el mundo 
material, esto es, en su representación de un objeto material, pero hace la precisión que, en cuanto 
los 6pos de favores y ventajas, estos no quedarán abordados en el concepto de dádivas, ya que no 
cons6tuyen objetos materiales, tal como es el caso de un ascenso o favores sexuales.  

Bajo nuestra óp6ca, podemos concluir que los medios corruptores 6enden a ubicarse en 
un plano tangible, por lo que son suscep6bles de percepción sensorial, oponiéndose a cualquier 
manifestación espiritual. Los medios corruptores como el dona6vo y la promesa, son objetos 
materiales, por ende, tangibles. Sin embargo, las ventajas o beneficios indebidos, aunque pueden 
carecer de objetos materiales, también existen en el plano tangible, por lo que pueden ser 
percibidos e incluso suscep6bles de ser u6lizados por el sujeto ac6vo, toda vez que existe en el 
mundo natural. 

2.3. Los medios corruptores en los delitos de corrupción de funcionarios 

En el Perú3, los delitos de corrupción funcionarial abarcan a los delitos de cohecho (cohecho 
pasivo y cohecho ac6vo), la negociación incompa6ble, el tráfico de influencias y el enriquecimiento 
ilícito. Los medios corruptores son elementos caracterís6cos de los delitos de cohecho y tráfico de 
influencias, ya que son fundamentales para su configuración. En cambio, los delitos de negociación 
incompa6ble y enriquecimiento ilícito no requieren la presencia de un medio corruptor para su 
6pificación. 

En esta sección, nos centraremos en el análisis de los medios corruptores, abordando su 
desenvolvimiento dentro del contexto delic6vo de los delitos de cohecho y tráfico de influencias. 

2.3.1. En los delitos de cohechos  

En el escenario delic6vo, se encuentra un funcionario o servidor público envuelto en un 
ambiente de medio corruptor, el cual es presentado por un individuo con el obje6vo de corromper 
al sujeto público y así obtener un beneficio personal o para un tercero. En estos casos, al tratarse 

 
3 El Código Penal [CP] (1991) regula a los delitos de Corrupción de funcionarios en su Libro Segundo (Parte Especial), 
específicamente, en el Titulo XVIII, Capitulo II, Sección IV. 
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de delitos de correspondencia, el sujeto que ofrece el medio corruptor, será procesado por 
cohecho ac6vo y, por su lado, el funcionario o servidor público que lo acepta, por cohecho pasivo. 

Para la consumación de los delitos de cohecho pasivo, basta que el sujeto ac6vo entre en 
el verbo rector, encontrándose vinculado con el medio corruptor, sin necesidad de realizar u omi6r 
un acto de interés del cohechante. En los delitos de cohecho ac6vo, el delito imputable al extraneus 
alcanza su consumación con el solo intento de corromper mediante dona6vo, promesa o cualquier 
otra ventaja o beneficio al funcionario o servidor público. Entonces, en un caso de cohechos, no es 
necesario comprobar que el sujeto público se desvió de sus obligaciones, siendo suficiente 
acreditar que recibió el medio corruptor con la intención de una futura consumación (Reaño, 2001, 
p. 288). 

Como es de notar, es absolutamente relevante la presencia del medio corruptor para 
determinar la comisión tanto de los delitos de cohecho pasivo como los de cohecho ac6vo. Así lo 
confirma Salinas (2019) que, haciendo hincapié en el pronunciamiento de la Corte Suprema de 
Jus6cia de la República (2016), específicamente en el Recurso de nulidad N.° 1875-2015-Junin, 
considerando noveno, señala que la conducta del agente, siempre funcionario o servidor público, 
debe estar presente alguno de los medios o mecanismos corruptores del dona6vo, promesa o 
cualquier otra ventaja o beneficio. Si en determinado hecho inves6gado llega a verificarse que 
ninguno de los medios citados concurre, sencillamente el delito de cohecho no aparece. 

El medio corruptor trabaja conjuntamente con todos los elementos del 6po penal. En los 
delitos de cohecho pasivo, se requiere que se presente como agente delic6vo al funcionario o 
servidor público, caso contrario, aunque se presente el medio corruptor, no se configurara el ilícito, 
verbigracia, un docente de una universidad privada, le solicita a una estudiante mantener 
relaciones sexuales para aprobarla en un curso, de manera que  fija fecha y hora para el encuentro 
sexual, siendo que la estudiante, buscando obtener la nota aprobatoria, accede a tener in6midad 
sexual con el docente. En este caso, se presenta un medio corruptor, la relación sexual, sin embargo, 
el agente no 6ene condición de funcionario o servidor público, en atención que se trata de un 
docente de una universidad privada, por lo cual no se configura el delito. 

Asimismo, se debe tomar en cuenta el supuesto en el que se desarrolla el acto delic6vo, en 
el sen6do que no se puede imputar la comisión de un delito de cohecho sin que se presente las 
intenciones corruptas, por ejemplo, un juez 6ene relaciones sexuales con una jus6ciable, en un 
contexto de enamoramiento y atracción, sin que se presente como finalidad que el sujeto 
cualificado decida o influya sobre algún asunto some6do a su conocimiento. En esta situación, a 
pesar de que existe un sujeto con condición especial y un medio corruptor, no hay cohecho debido 
a que los medios corruptores 6enen que encontrarse en disposición causal, es decir, vinculados a 
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actos de ilicitud de cohecho, ya sean previos o posteriores; agregado a ello, la conducta del sujeto 
publico ameritara una sanción administra6va, mas no penal (Rojas, 2007). 

No obstante, como se detalló en páginas anteriores, estas intenciones corruptas van sujetas 
a un concepto de pertenencia. El funcionario o servidor público debe aceptar, recibir o solicitar el 
medio corruptor con el ánimo de apropiarse de este. De manera que el medio corruptor ingresa o 
ingresará defini6vamente a la esfera patrimonial del autor delic6vo.  

Bajo este contexto, Rojas (2007) hace un postulado interesante cuando expresa que los 
alcances del “beneficio indebido” podrían traer complicaciones, por cuanto este concepto podría 
extenderse a sa6sfacciones personales del sujeto público que trascienden lo patrimonial, como 
mo6vaciones arZs6cas, ideológicas, religiosas, entre otras. Tal amplitud alarmante del 6po penal 
podría incluir toda clase de mo6vaciones como medio corruptor, diluyendo así los límites 
necesarios para la intervención penal y transformando el derecho penal en un instrumento de 
máxima ra6o y persecución desmedida. Razonamiento con el que concordamos en parte, pues si 
bien asumir espiritualidades como medio corruptor traería consecuencias adversas, consideramos 
que cabe situaciones en las cuales se puede presentar un medio corruptor de carácter intangible y 
no patrimonial, lo cual se detallara más adelante. 

Sumado a ello, en el ámbito procesal, la tangibilidad del medio corruptor es absolutamente 
necesaria, pues al ser un elemento del 6po penal requiere ser probado en el mundo natural. En 
ese mismo sen6do se pronuncia la Corte Suprema de Jus6cia. Sala Penal Transitoria (2011), 
mediante el Recurso de nulidad N.° 2433-2010 Junín, donde señala: 

(…) es correcta la absolución del encausado, en tanto que no existen elementos de prueba 
que acrediten de manera indubitable y en grado de certeza su par6cipación, en el injusto 
penal determinado, esto es, la solicitud de una ventaja económica para realizar un acto a 
consecuencia de haber faltado a sus obligaciones (…). (Considerando cuarto) 

2.3.2. En el tráfico de influencias  

El arZculo 400 del Código Penal, cas6ga a quien, invocando influencias reales o simuladas, 
recibe, hace dar o prometer para sí o para un tercero el medio corruptor, con el fin de interceder 
ante un funcionario o servidor público que ha de conocer, este conociendo o haya conocido un 
caso ya sea judicial o administra6vo. En este contexto delic6vo, el traficante de influencias actúa 
como intermediario ante un magistrado o funcionario público a cargo de un caso administra6vo, a 
cambio de apropiarse del medio corruptor otorgado por el comprador de las influencias. 

En el escenario delic6vo, el traficante de influencias se ofrece a influir en el funcionario a 
cambio del medio corruptor que busca obtener del interesado. A par6r de ello, Arbulu (2021) 
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precisa que existe un intercambio entre el comprador de influencias y el vendedor de las mismas, 
lo cual es importante, ya que, si se invoca influencias y no hay recepción del medio corruptor, la 
conducta no es reprochable penalmente.  

En ese sen6do, para que el vendedor de influencias realice el servicio de influir en el 
funcionario público hay una contraprestación, que comúnmente consiste en un beneficio 
patrimonial o la promesa de recibir el beneficio, ya sea para sí mismo o a favor de un tercero 
(Abanto, 2003, p. 533). 

A lo que se quiere llegar es que para que un hecho se subsuma en el 6po de tráfico de 
influencias, no basta la sola invocación de influencias del sujeto ac6vo, sino que estas deben estar 
acompañadas de un dona6vo, promesa, cualquier otra ventaja o beneficio, siendo los medios 
corruptores elementos necesarios para perfeccionar el 6po delic6vo.  

Así también, Peña-Cabrera (2010) afirma que el medio corruptor es el que mo6va al agente 
delic6vo a comprometerse a interceder a favor del comprador, ante un funcionario o servidor 
público que este o haya conocido un caso.  

Respecto de la autoría del agente, Rojas (2005, citado por Peña-Cabrera, 2010), resalta la 
Ejecutoria Suprema contenida en el Expediente N.° 179-2000, la cual señala: 

La nega6va del acusado resulta un ineficaz intento por evadir responsabilidad que le 
corresponde en cuanto al ilícito denunciado, habiéndose recibido además la declaración 
tes6monial donde se detalla con precisión las circunstancias y modo en que actuó este 
procesado, tomando  la inicia6va de abordarla y ofrecerle su mediación en el trámite del 
proceso judicial en el que era parte, siempre que efectuará el pago del dinero en efec6vo; 
que, la restante prueba obje6va que acredita la materialización del delito así como la 
responsabilidad penal que le cabe al procesado, debe graduarse la pena a imponer 
conforme a |as reglas establecidas en la legislación sustan6va (p. 592). 

Bajo estos términos, no basta que el agente delic6vo invoque tener poder para influir sobre 
algún funcionario o servidor público. Se requiere de la conformidad del comprador de influencias, 
de tal manera que exista un contexto de medio corruptor. Ello se debe a que a menudo se dice que 
el comportamiento principal es el de invocar, cuando en realidad es solo uno de los medios, junto 
al ofrecimiento de interceder para recibir, hacer dar o hacer prometer una ventaja cualquiera 
(Hurtado, 2006, p. 278). 

Por otro lado, hacemos hincapié en el carácter tangible y patrimonial del medio corruptor 
en los delitos de corrupción de funcionarios, ya que aceptar lo contrario da paso a adoptar un 
sistema de imputación configurador que acepta medios corruptores de carácter espiritual, 
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permi6endo configurar delitos como el tráfico de influencias, con el solo acuerdo entre el 
comprador de influencias y el traficante de las mismas en una situación, verbigracia, de amistad; 
una situación peligrosa en toda la extensión de la palabra. 

2.4. Técnica de Gpificación del delito de tráfico de influencias  

Considerando que la Sentencia de la Apelación N°.7-2023 se aborda el delito de tráfico de 
influencias, es importante realizar un análisis más detallado, lo que permi6rá delinear la naturaleza 
y la configuración de dicho delito, facilitando la comprensión del contexto jurídico en el que se 
enmarca esta inves6gación.  

El delito de tráfico de influencias se encuentra regulado en el Código Penal [CP] (1991): 

El que, invocando o teniendo influencias reales o simuladas, recibe, hace dar o prometer 
para sí o para un tercero, dona6vo o promesa o cualquier otra ventaja o beneficio con el 
ofrecimiento de interceder ante un funcionario o servidor público que ha de conocer, esté 
conociendo o haya conocido un caso judicial o administra6vo, será reprimido con pena 
priva6va de libertad no menor de cuatro ni mayor de seis años; inhabilitación, según 
corresponda, conforme a los incisos 2, 3, 4 y 8 del arZculo 36; y con ciento ochenta a 
trescientos sesenta y cinco días-multa. 
Si el agente es un funcionario o servidor público, será reprimido con pena priva6va de 
libertad no menor de cuatro ni mayor de ocho años; inhabilitación, según corresponda, 
conforme a los incisos 1, 2 y 8 del arZculo 36; y, con trescientos sesenta y cinco a setecientos 
treinta días-multa. (ArZculo 400) 

Empecemos con el sujeto ac6vo, si atendemos a la redacción del delito, el agente está 
determinado por la proposición “el que”, por lo que, desde el enfoque de los delitos de dominio, 
se trata de un sujeto común. Es así que, el rol de traficante de influencias puede ser asumido por 
cualquier sujeto. 

El segundo supuesto, se hace referencia a un sujeto cualificado, específicamente, un 
funcionario y servidor público; sin embargo, Arismendiz (2018, p. 796) advierte que ello no implica 
que nos encontramos frente a un delito especial o de infracción del deber, ya que, por técnica de 
6pificación, el supuesto de hecho debe ser subsecuente a la individualización del agente delic6vo. 
Agregado a ello, no puede considerarse un delito especial, debido a que es un supuesto 
complementario y, por consiguiente, la condición de funcionario o servidor público es una 
circunstancia agravante específica. 
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Asimismo, el académico resalta que se trata de un delito de mera ac6vidad y peligro 
abstracto, por cuanto los verbos rectores “invocar”, “tener”,” recibir”, “dar” y “prometer” son de 
comisión instantánea, siendo irrelevante si el traficante de influencias realiza la intercesión ante el 
funcionario o servidor público que ha de conocer, esté conociendo o haya conocido un caso judicial 
o administra6vo (Arismendiz, 2018, p. 805). 

En este delito se presentan tres protagonistas: el traficante de las influencias, el comprador 
de las influencias y, el funcionario o servidor público, que está conociendo o ha de conocer un caso, 
ya sea administra6vo o judicial. La 6picidad obje6va solo alcanza a los dos primeros, pues el 
comportamiento del tercero implica la configuración o no del delito de cohecho pasivo (Peña-
Cabrera, 2010, p. 578). 

Por tanto, el delito de tráfico de influencias se configura con la sola venta de la influencia, 
sin que el funcionario o servidor público conozca del ilícito. Pero si la situación delic6va llega a 
conocimiento del sujeto público, y este acepta, recibe o solicita el medio corruptor, con el fin de 
influir o decidir sobre un asunto en el ejercicio de sus obligaciones funcionales, se va a desac6var 
el tráfico de influencias, siendo que plan criminal se encaminara hacia el cohecho. De ahí, que el 
delito de tráfico de influencias sea considerado el acto preparatorio punible del delito de cohecho. 

La ejecución del 6po delic6vo implica un actuar del agente, de manera que este delito no 
se puede cometer mediante una conducta omisiva. Al no presentar de manera expresa su 
configuración mediante la omisión, no puede tratarse de un delito de omisión propia; tampoco es 
de omisión impropia, por cuanto es de mera ac6vidad y peligro abstracto, y no de resultado4. 

Sobre el bien jurídico tutelado, se protege el correcto funcionamiento de la Administración 
pública respecto al ámbito de la jus6cia jurisdiccional y jus6cia administra6va. Respecto, al bien 
jurídico específico, se protege y preserva el pres6gio de la administración de jus6cia jurisdiccional 
y administra6va, debido a que la conducta delic6va menoscaba a la Administración Pública, al 
extremo de hacer creer a la sociedad que está solo funciona a través de medios corruptores 
(Salinas, 2019, p. 726). 

Finalmente, respecto al aspecto subje6vo del 6po penal, 6ene una estructura dolosa, por 
cuanto el agente delic6vo 6ene influencia sobre los jueces o servidores públicos de la 
administración de jus6cia, así como al ofrecer interceder está deliberadamente orientando sus 
acciones hacia colocar en peligro el bien jurídico y a la obtención de un beneficio de índole 
económica (Rojas, 2007, pp. 798-799). 

 
4 Los delitos de omisión propia se caracterizan por presentar un deber expreso en el tipo penal.  Por el contrario, los delitos de 
omisión impropia se infieren del tipo penal, y se presentan en delitos de resultado (Arismendiz, 2018, p. 809). 



 
 

[107] 
Chornancap Revista Jurídica. Vol. 2 Núm. 2 (2024): Perspectivas contemporáneas del Derecho 

Penal y Procesal Penal: Retos y Desafíos 
 
 

ISSN: 2961-2934 (En línea) | ISSN: 2961-2926 (Impresa) 
https://doi.org/10.61542/rjch.91 

3. De la problemáGca planteada  

Luego de un desarrollo sucinto respecto a los antecedentes teóricos de los medios 
corruptores y sus 6pologías, así como los delitos que llevan como insumo penal el medio corruptor, 
corresponde retomar la problemá6ca expuesta, esto es: ¿Cuáles son las implicaciones legales de 
considerar a los medios corruptores como intangibles y cómo afecta esta interpretación en la 
delimitación de la barrera del iter criminis en los delitos que involucran medios corruptores? Ante 
la pregunta formulada, debemos abordar los siguientes aspectos: 

3.1. Los medios corruptores según la Apelación N.° 7-2023 Corte Suprema 

La Apelación N.° 7-2023 se sitúa en el contexto de un proceso judicial originado por un 
requerimiento del Ministerio Público, mediante el cual se formuló la acusación fiscal contra Kenji 
Gerardo Fujimori Higuchi, Guillermo Augusto Bocángel Weydert, Bienvenido Ramírez Tandazo y 
Alexei Orlando Toledo Vallejos, por su presunta implicación en delitos de cohecho ac6vo genérico 
y tráfico de influencias, en perjuicio del Estado. 

Lo resaltante en la apelación analizada no está en la fama de los acusados, sino en el 
pronunciamiento que hace la Corte Suprema respecto al medio corruptor, lo cual a quienes 
mantenemos la tesis de la tangibilidad del medio corruptor, es mo6vo de gran preocupación. 

El primer cues6onamiento de la citada apelación se centra en la interpretación del medio 
corruptor en el delito de tráfico de influencias, y es que, a diferencia del cohecho, donde el medio 
corruptor es el elemento central y esencial; en el tráfico de influencias, son las influencias y no el 
medio corruptor, el elemento determinante para su configuración. Así se señala: 

Nótese que se trata de un delito de mera ac6vidad, por tanto, a diferencia del cohecho en 
que el medio corruptor es el protagonista, el cual deber ser iden6ficado o iden6ficable; en 
el tráfico de influencias, son estas y no el medio corruptor el que colma este delito común. 
Es suficiente que la influencia sea patente para el traficante corrompido, aunque el 
beneficio, dona6vo o promesa nunca se llegue a realizar. (Considerando quinto) 

Ello quiere decir que basta que el agente delic6vo se atribuya el poder para influir en el 
funcionario o servidor público, perfeccionando el 6po delic6vo. Señalar como elemento 
protagonista del delito a las influencias, implica asumir que no se requiere de un contexto de medio 
corruptor. Si bien, no es necesario que el vendedor de influencias obtenga el medio corruptor, si 
debe haberse presentado un acuerdo entre ambas partes, donde el comprador de influencias se 
encuentre conforme a la situación corrupta y, además, se presente un traficante con un actuar 
delic6vo impulsado por un medio corruptor.  
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Eso no es lo más alarmante, ya que, además, establece que el medio corruptor puede ser 
extra patrimonial y de naturaleza inmaterial. Así se precisa: 

A mayor abundamiento, el medio delic6vo o corruptor es el dona6vo o promesa o cualquier 
otra ventaja o beneficio; y, como tal, puede ser de contenido patrimonial o extra 
patrimonial; esto es, en cuanto a la ventaja, según KINDHÄUSER, HILGENDORR y CRAMER, 
se define como cualquier prestación material o inmaterial que no sea objeto de un reclamo 
legal exigible y que mejora obje6vamente la situación legal, económica, incluso personal 
del receptor. (Considerando sexto) 

Sostener la inmaterialidad del medio corruptor, conlleva a que los 6pos delic6vos 
pertenecientes a los delitos de corrupción de funcionarios entren en un sistema configurador de 
carácter espiritual. En el caso de tráfico de influencias, bastara un acuerdo banal entre el 
comprador y vendedor de influencias con la finalidad de que este úl6mo interceda ante un sujeto 
público que este conociendo, haya conocido o este por conocer un caso judicial o administra6vo, 
sin necesidad de considerar la tangibilidad del medio corruptor, para que se configure el delito de 
tráfico de influencias. 

La posición de la Corte Suprema se reafirma cuando señala “(…) en este supuesto, se 
protege la expecta6va norma6va que 6ene la sociedad respecto a que los intervinientes, par6cular, 
funcionario o servidor público, no abusen de las influencias que poseen o pretenden ostentar, y 
pongan en peligro los intereses sociales” (considerando sép6mo). Así que no requieren de un 
medio corruptor de naturaleza tangible y patrimonial para configurar el 6po delic6vo, pues al 
proteger la expecta6va norma6va, se adelanta la barrera puni6va, por cuanto es suficiente la 
posibilidad de lesionar el bien jurídico tutelado para consumar el 6po penal.  

Es evidente la complicada situación que ha surgido a raíz del pronunciamiento de la Corte 
Suprema. Su razonamiento ha alterado significa6vamente la naturaleza tangible del medio 
corruptor, permi6endo que se consideren como supuestos delic6vos meros contextos, como 
relaciones amistosas. Además, se ha llegado al extremo de prescindir del medio corruptor para 
configurar el delito de tráfico de influencias. 

3.2. De los criterios jurisprudenciales  

Teniendo en cuenta que, bajo la lógica de la Corte Suprema, no es necesario que exista el 
medio corruptor tangible o patrimonial, es decir, que no es necesario que exista la presencia de 
dona6vo, promesa, ventaja o beneficio indebido, sino que solo basta que en el mundo real exista 
una expecta6va norma6va, que vendría ser la posibilidad de lesionar el bien jurídico, siendo esto 
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insumo suficiente para que se consuma el delito, a con6nuación, se presentan diversas sentencias 
que dicen lo contrario: 

a) Sentencia contenida en el Exp. N.°00228-2017-PHC/TC. El Tribunal Cons6tucional, el 6 de 
marzo de 2018, respondió a un hábeas corpus presentado en razón que no se habría 
indicado la manera en cómo se probó los elementos configuradores del 6po penal, en 
cuando a los medios corruptores. Al respecto, se asumió la tesis en la que es necesario que 
se demuestre la cons6tución de los medios corruptores, no basta con la sola declaración de 
estos, indicando:  

En consecuencia, en las resoluciones cues6onadas no se habría expresado cómo se 
habría configurado el 6po penal de tráfico de influencias, puesto que, si bien se 
mencionan las llamadas telefónicas por parte del favorecido, faltaría un elemento 
cons6tu6vo del 6po penal referido al pago o promesa de recibir, hacer dar o hacer 
prometer; es decir, los medios corruptores (dona6vo, promesa o cualquier otra 
ventaja y con el ofrecimiento de algo), que corresponden al comportamiento Zpico 
del delito de tráfico de influencias que debieron ser acreditados en autos, por lo que 
dichas resoluciones no se encuentran debidamente mo6vadas. (Considerando 
sexto) 

b) Recurso de nulidad N.° 2298-2014, Callao. La Corte Suprema de Jus6cia de la República, el 
29 de octubre de 2015, emi6ó un pronunciamiento en el que trabajó una tesis que aborda 
la necesidad de acreditar el medio corruptor, indicando lo siguiente:  

(…) no obstante, para que se configure el 6po penal antes descrito, la conducta de 
Meneses Castañeda debe encuadrarse dentro de una de las modalidades que exige 
el delito de cohecho ac6vo genérico, esto es, que tal pliego interrogatorio se haya 
obtenido mediante dona6vo, ventaja, promesa o beneficio para que un funcionario 
o servidor público, realice u omita actos violando sus obligaciones, hecho que no ha 
quedado acreditado tras el despliegue de la actuación probatoria durante el 
desarrollo del proceso. (Considerando cuarto) 

c) Recurso de nulidad N.° 457-2018, Puno. La Corte Suprema de Jus6cia de la República, el 6 
de noviembre de 2018, se pronunció a un recurso de nulidad en el que el encausado 
expresaba entre sus agravios, la infracción del principio de imputación necesaria. En este 
pronunciamiento, estableció que lo imprescindible en la imputación es expresar la 6picidad 
y la punibilidad del delito, sin que sea absolutamente precisar la fecha exacta de cuándo se 
produce el requerimiento del dinero al extraneus, indicando:  
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Como puede observarse, al contrario de lo expuesto por el sentenciado JAIME SIXTO 
PACHECO CONDORI, sí se dio cumplimiento al principio de imputación necesaria. 
Para los efectos de la 6picidad y la punibilidad del evento atribuido no era 
absolutamente imprescindible precisar con exac6tud el día en que se produjo el 
requerimiento de dinero a Lourdes Roxana Calsín Calsín. Lo relevante es que aquello 
se materializó durante el mes febrero de dos mil ocho y la entrega se efec6vizó el 
cinco de marzo del citado año. (Considerando quinto) 

De forma que, en el caso en concreto, el principio de imputación necesaria se cumple 
cuando se expresa cuándo se materializa el delito y la efec6vización del dinero. 

d) Recurso de Nulidad N.° 1875-2015, Junín. La Corte Suprema de Jus6cia de la República, el 
12 de enero de 2016, bajo el mismo orden de argumentación, citando a Salinas Siccha, 
indicó:  

(…) La prueba del hecho, desde luego, debe abarcar la existencia de un acuerdo 
previo o pacto venal en orden de aceptar o recibir, solicitar y condicionar un acto 
funcional a un dona6vo, promesa o ventaja, la cual incluso debe de precisarse, por 
lo menos, en sus contornos mínimos que la hagan iden6ficable. Si no se verifica que 
ninguno de esos medios concurre, sencillamente, el delito no aparece. 
(Considerando octavo) 

e) Disposición N.° 5 contenida en la Carpeta Fiscal N.°154-2018. La Fiscal de la Nación, en 
ese entonces la Dra. Zoraida Ávalos Rivera, el 11 de julio de 2019, dispuso el archivo 
defini6vo sobre la presunta comisión de los delitos de patrocinio ilegal y tráfico de 
influencias, el mo6vo del archivo defini6vo fue la ausencia de empleo de los medios 
corruptores, así indicó:  

(…) Se aprecia, por tanto, la ausencia de empleo de medios corruptores, el uso de 
éstos es lo que torna precisamente la conducta en ilícita y jus6fica su criminalización. 
Durante el diálogo telefónico entre el inves6gado César Eugenio San MarZn Castro 
y Walter Ríos Montalvo, no se constata que el primero de los mencionados ofrezca 
algún dona6vo o promesa, ni entrega de dinero, beneficios o ventajas presentes o 
futuras a cambio que Walter Ríos Montalvo se comunique con la juez a cargo del 
proceso de interdicción […]. (Considerando treinta y siete) 

En virtud de los diversos criterios jurisprudenciales expuestos, se confirma que el medio 
corruptor es un elemento imprescindible para la consumación de los delitos como el cohecho y 
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tráfico de influencias. Estos criterios recalcan la necesidad de demostrar la presencia de dona6vos, 
promesas o ventajas o beneficios indebidos, ya que, sin la materialización de estos medios, el delito 
no puede ser considerado como consumado. Es fundamental comprender que la mera expecta6va 
norma6va no es suficiente para configurar el 6po penal, sino que es esencial la intervención real 
de medios corruptores en el mundo concreto. Por tanto, estos precedentes jurisprudenciales 
reafirman la importancia de la existencia de los medios corruptores como condición sine qua non 
para la configuración del delito de tráfico de influencias. 

3.3. Consecuencias de considerar a los medios corruptores como intangibles 

En la Apelación N.° 7-2023, la Corte Suprema amplió la definición del medio corruptor, 
incluyendo tanto prestaciones materiales como inmateriales. Esto plantea la pregunta de si los 
sen6mientos, anhelos y deseos podrían ser considerados también como elementos que 
contribuyen a configurar el medio corruptor. Esta ruptura en la percepción de la tangibilidad de los 
medios corruptores implica un adelantamiento de la barrera puni6va en la consumación del 6po 
penal. 

El delito de tráfico de influencias es un delito de mera ac6vidad, lo que hace punible los 
actos preparatorios. La nueva interpretación de la Corte Suprema busca adelantar esta barrera 
puni6va, considerando que estos delitos pueden ser vistos como 6pos penales de emprendimiento. 
Esto implica que la punibilidad se ex6enda más allá de los actos preparatorios punibles, alcanzando 
incluso los elementos internos como las emociones, pensamientos, anhelos y deseos. 

En concreto, la Apelación N.° 7-2023 establece que para que se configure el delito de tráfico 
de influencias, ya sea real o simulado, es suficiente con que exista un acuerdo entre el comprador 
y el vendedor de la influencia, con el propósito de afectar la correcta administración pública en un 
expediente judicial o administra6vo que esté siendo conocido, haya sido conocido o vaya a ser 
conocido por el funcionario o servidor público. Esto significa que basta que el comprador y el 
vendedor de la influencia se pongan de acuerdo bajo un escenario perverso, sin considerar la 
tangibilidad del medio corruptor, para que se pueda consumar el delito, esto es una interpretación 
preocupante. 

En cuanto a las influencias simuladas, el considerando sép6mo de la Apelación mencionada 
expresa que se protege una expecta6va norma6va. Este término, que proviene del pensamiento 
de Günther Jakobs, sos6ene que la comisión de un delito no solo aborda la lesión del bien jurídico 
protegido, sino también la defraudación de las expecta6vas.  

Las expecta6vas norma6vas provienen del Derecho penal del enemigo, como plantea 
Jakobs (2012), este derecho explora cómo el Estado debe enfrentar a aquellos que no solo 
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transgreden la ley, sino que son percibidos como amenazas constantes al orden jurídico. Este 
enfoque permite al Estado imponer medidas preven6vas severas, como la custodia de seguridad o 
el internamiento psiquiátrico, despojando al infractor de su humanidad al tratarlo no como una 
persona con derechos, sino como un peligro inminente. En este contexto, el individuo coaccionado 
deja de ser visto como un ser racional, ya que se le despersonaliza, es decir, se le merma de su 
estatus de persona, con la jus6ficación de la imperiosa necesidad de salvaguardar a la sociedad. En 
contraposición, el "Derecho penal del ciudadano" se centra en la reacción a delitos ya consumados, 
buscando no solo reparar el daño infligido, sino también restaurar el orden social. 

Según Jakobs y Cancio (2003), en este marco, el autor del delito no es considerado como 
una persona, sino más bien como una amenaza, un medio para in6midar a otros, esto es, una 
fuente de peligro. En otras palabras, se le percibe como un individuo peligroso. En este sen6do, el 
Estado puede adoptar dos enfoques frente a los delincuentes: uno que los ve como personas que 
han come6do errores y otro que los considera individuos cuya capacidad de perturbar el orden 
legal debe ser coaccionada para prevenir futuros daños, esto es, violar el ordenamiento jurídico. 

Esta concepción del Derecho penal del enemigo implica una estrategia de eliminación de 
un peligro, donde la punibilidad se an6cipa a la comisión del delito, es decir, la barrera puni6va se 
adelanta al ámbito de la prevención y la pena se dirige hacia al aseguramiento frente a potenciales 
actos delic6vos, con el fin de proteger una expecta6va norma6va (Jakobs y Cancio, 2003, p. 40). 

Respecto al iter criminis, o camino del crimen, abarca todo el proceso que conduce a la 
comisión de un delito, desde su gestación en la mente del sujeto ac6vo hasta su ejecución e incluso 
hasta agotarla. Este proceso, según Maradiaga (2009), se desglosa en dos fases fundamentales:  

1. Fase interna5: Aquí se gesta la idea del delito, incluyendo la ideación, los temores y la 
decisión de cometer el acto ilícito. En esta fase, el comportamiento del sujeto no 
necesariamente se exterioriza, permaneciendo en el ámbito de la reflexión interna. El 
derecho penal no sanciona esta fase, conforme al principio poenam nemo pa2tur, que 
establece que los pensamientos no son punibles. 

2. Fase externa: En esta etapa, se manifiesta externamente la voluntad delic6va por parte del 
agente. Sus acciones en el mundo real pueden representar una amenaza tangible para la 
sociedad, ya que indican una predisposición real hacia la comisión del delito, es decir, de 
transformarse en una realidad peligrosa. 

 
5 Siguiendo a Valderrama (2021), el sujeto activo tiene una idea de una acción delictiva, la cual será sometida a una autocrítica, en 
este punto, la idea puede llegar a desvanecerse o reafirmarse, en caso suceda la segunda, nos encontraremos en la etapa de la 
resolución, en la que el sujeto activo tiene una determinación mental en cometer el ilícito. 
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En la consumación de un 6po penal, el sujeto ac6vo inicia en los actos preparatorios 
internos, esto es, la idea criminal nace en el mundo interno de este, de sus ideas o pensamientos 
delic6vos. Sin embargo, para que una conducta sea punible desde la perspec6va del derecho penal, 
es necesario que estos pensamientos se exterioricen en actos preparatorios externos, 
evidenciando una intención delic6va tangible. El derecho penal se centra en sancionar los actos 
obje6vos y subje6vos que vulneran un bien jurídico protegido por la ley, como lo establece el 
arZculo 2, numeral 3 de nuestra Cons6tución. 

Si consideramos el carácter intangible de los medios corruptores según los términos de la 
Apelación N.° 7-2023 y la lógica de protección de la expecta6va norma6va, una simple conversación 
amistosa podría ser suficiente para cons6tuir el delito de tráfico de influencias. Esto significa que 
la posibilidad de lesionar el bien jurídico, incluso en la fase interna del iter criminis, sería 
sancionable. 

Figura 1 

Esquema de las fases del iter criminis en delitos de tráfico de influencias según la interpretación de 
la Corte Suprema 

 

Nota: Este grafico representa las fases del iter criminis, destacando la interpretación de la Corte 
Suprema en el delito de tráfico de influencias, al considerar los medios corruptores inmateriales y 
prescindir de los medios corruptores tangibles, adelanta la barrera puni6va a la fase interna del 
proceso delic6vo.  

Un ejemplo ilustra6vo de esta situación se da entre María y Pedro en el Juzgado Civil de 
Chiclayo. Manuel, siendo juez en ese tribunal, cuenta con Pedro como su asistente, quien 
casualmente es amigo de María desde la universidad. En una conversación entre estos amigos, 
María expresa sus preocupaciones de manera clara y audible:  
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María: Estoy bastante preocupada. El juez con el que trabajas está a punto de tomar una 
decisión sobre un expediente en el que estoy solicitando la nulidad de un acto jurídico. Es 
crucial para mí que la decisión judicial sea a mi favor, ya que esto podría tener un impacto 
significa6vo en mi vida, me abriría la oportunidad de estudiar una maestría en el extranjero. 
Me gustaría que hablaras con el juez para que me escuche y comprenda la verdad de los 
hechos. 

Pedro: No te preocupes, amiga. Casualmente, el próximo sábado jugaré fútbol con él en el 
Colegio de Abogados. Aprovecharé esa oportunidad para hablar con él y exponer tu 
situación. Haré todo lo posible para que en6enda tu posición y tome la decisión adecuada. 

María: Gracias, Pedro. Me da mucha tranquilidad saber que contarás mi versión de los 
hechos. 

En este ejemplo, el acuerdo entre María y Pedro, según la lógica de la expecta6va 
norma6va, cons6tuye tráfico de influencias ante la Corte Suprema. Esta interpretación se basa en 
que no es necesario un medio corruptor tangible o patrimonial, como un soborno directo o una 
promesa de favores específicos. Es suficiente con la creación de una expecta6va norma6va, es decir, 
la posibilidad de influir en una decisión judicial que podría afectar el bien jurídico en cues6ón. Esta 
expecta6va norma6va es considerada como un elemento suficiente para consumar el delito, lo que 
representa un adelantamiento de la barrera puni6va. En este contexto, la fase interna se convierte 
en un elemento concomitante configurador del medio corruptor, lo que significa que se está 
sancionando los sen6mientos, anhelos y deseos de las partes implicadas. 

Desde la perspec6va de la Corte Suprema, se analizará la Carpeta Fiscal N.° 154-2018, 
específicamente en relación con la Disposición N.° 5 (archivo defini6vo) que fue expuesto 
anteriormente. El caso se centra en una llamada realizada por César Eugenio San MarZn Castro a 
Walter Benigno Ríos Montalvo, con el propósito de verificar el avance de un expediente, lo que 
desencadenó una inves6gación. 

En la referida disposición, considerando 36, se indica que en el momento en que se produjo 
el diálogo telefónico, ya se había dictado la sentencia del proceso de interdicción que se pretendía 
impulsar. Además, se menciona que el proceso había excedido el 6empo es6pulado por la 
norma6va y que uno de los co-demandados, César San MarZn, no había recibido no6ficación 
mediante cédula. Surge entonces la pregunta crucial: ¿Puede configurarse el delito de tráfico de 
influencias si ya se emi6ó una decisión judicial? La respuesta es afirma6va, ya que este delito no 
requiere necesariamente que la decisión se haya ejecutado. Se puede evidenciar esto en el verbo 
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"prometer" o cuando se menciona que el funcionario público “haya conocido el caso judicial o 
administra6vo”. 

El audio en cues6ón, que data del 14 de marzo de 2018, presenta a César Eugenio San 
MarZn Castro, Juez Supremo, y Walter Benigno Ríos Montalvo, entonces Juez Superior y presidente 
de la Corte de Jus6cia del Callao, como interlocutores. Aquí un extracto: 

César San MarZn: Hola, ¿cómo estás hermano? Te llamo del tema de mi hermana como 
sabrás que ya se confirmó la resolución que declaran la interdicción, ya en el Cuarto Juzgado 
de Familia. 
Walter Ríos: Correcto 
César San MarZn: Y hasta ahora no se remite a la comunicación a SUNARP y RENIEC para 
la inscripción 
Walter Ríos: ¡Correspondiente! 
César San MarZn: Yo pue, ya el escrito está presentado hace dos semanas, desde que se 
levantó ya, bueno desde que se superó las vacaciones y te pido eso pue, dile a la jueza 
(…) 
César San MarZn: 3525-2017 es el Cuarto Juzgado de Familia 
Walter Ríos: Si si lo tengo acá anotado, no se preocupe doctor 

César San MarZn: Por favor, presiona eso, (…) (Considerando ocho) 

En el momento de esta comunicación, antes de que se interpretara que los medios 
corruptores podían ser tanto materiales como inmateriales, este acto no cons6tuía tráfico de 
influencias. Se trataba simplemente de una comunicación amistosa entre dos magistrados, en la 
que uno solicitaba al otro que intercediera en el trámite de interdicción del expediente N.° 03525-
2017. Como se observa, no hay indicios de que César San MarZn ofreciera algún medio corruptor 
a cambio de la intervención de Walter Ríos Montalvo ante la jueza encargada del caso de 
interdicción. Por lo tanto, el caso se archivó debido a la ausencia de un medio corruptor. 

Si ahora consideramos la naturaleza inmaterial de los medios corruptores, según los 
términos de la Apelación N.° 7-2023, esta comunicación o acuerdo amistoso, bajo la lógica de la 
protección de la expecta6va norma6va, sí cons6tuiría tráfico de influencias. Esto se debe a que no 
se requiere la existencia de un medio corruptor tangible o patrimonial, como un acuerdo en el que 
se reciba, hace dar, promete para sí o para un tercero, dona6vo, promesa, cualquier ventaja o 
beneficio, basta con que exista una expecta6va norma6va en el mundo real, es decir, la posibilidad 
de afectar el bien jurídico, lo cual sería insumo suficiente para consumar el delito. 
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La lógica de la Corte Suprema ha trastocado en todo su esplendor la connotación Zpica de 
la naturaleza tangible del medio corruptor y la necesidad de que este ocurra en el mundo material 
para configurar el delito. Ahora se establece que el medio corruptor no es necesario. Bajo estos 
argumentos, se podría condenar al Juez Supremo César Eugenio San MarZn Castro como ins6gador 
del delito de tráfico de influencias6. Es importante destacar que César Eugenio San MarZn Castro 
figura como Juez integrante de la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema que resolvió la 
Apelación N.°7-2023.  

3.4. ¿Solo medios corruptores tangibles? 

En el transcurso de nuestro análisis, hemos defendido con firmeza la tesis del carácter 
tangible del medio corruptor. No obstante, es menester efectuar una precisión: existe un supuesto 
bajo nuestra consideración en el cual el medio corruptor podría iniciar con un carácter intangible y 
posteriormente, devenir en una situación tangible y patrimonial. 

Se abre así una ventana para explorar una postura intermedia, que conjuga los criterios 
tangibles-patrimoniales e intangibles-no patrimoniales. Aunque la doctrina y la jurisprudencia no 
han desarrollado exhaus6vamente esta perspec6va mixta, consideramos su exploración 
per6nente, pues hay situaciones excepcionales donde podría aplicarse la combinación de ambos 
enfoques. 

Consideremos, a modo de ilustración, un escenario donde el medio corruptor comienza con 
un trasfondo espiritual y culmina con una connotación patrimonial. Verbigracia, iniciamos con una 
situación de amistad, favores polí6cos, entre otros, que en principio no cons6tuyen medios 
corruptores. No obstante, dicho influjo, sobre todo en la promesa, advierte a corto plazo una 
expecta6va patrimonial. Un ejemplo paradigmá6co es el de los favores amicales en relación con el 
indulto, o en una ac6vidad des6nada a recaudar fondos para sostener una campaña polí6ca, 
iniciados en el ámbito de favores amicales. ¿Qué ocurriría si ese favor conlleva una promesa a corto, 
mediano o largo plazo, introduciendo un medio corruptor patrimonialmente tangible?  

Imaginemos que una amistad entre un empresario y alguien que anhela ser presidente de 
la república, pero esta amistad, en apariencia inocua y desinteresada, comienza a adquirir un ma6z 
diferente. El empresario, enfrentando cargos graves y una posible condena, insinúa su esperanza 
de recibir un indulto presidencial en el futuro a cambio de financiar parte de su campaña polí6ca. 
Aunque al principio este anhelo se presenta de manera su6l y sin compromiso explícito, la situación 

 
6 Ello de conformidad con el IX Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales Permanente y Transitoria de la Corte Suprema de Justicia 
de la República, en el Acuerdo Plenario N.° 03-2015/CIJ-116, parafraseando el fundamento once, se establece como doctrina legal 
considerar al comprador solicitante de influencias como instigador cuando sus actos en fase previa a la ejecución haya creado o 
reforzado la resolución criminal en el vendedor de influencias mediante un influjo psíquico. 
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cambia drás6camente cuando el empresario ofrece financiar generosamente una nueva campaña 
electoral del funcionario, con la implícita expecta6va de obtener el indulto deseado. 

En esta misma sintonía, imaginemos una reunión de cócteles donde, con fines de recabar 
fondos, cada copa 6ene un valor de mil dólares. Usted adquiere dicho cóctel, pero explícitamente 
dice: << Te doy estos mil dólares, pero cuando llegues a la presidencia, otórgame un trabajo o una 
licitación de una obra de tal magnitud>>. Aquí, la transacción comenzó con una figura amical, pero 
encierra una promesa patrimonial a corto o mediano plazo. La entrega de una obra o un beneficio 
patrimonial es palpable y tangible, por lo que no debe ser pasado por alto. 

Es necesario considerar que los delitos de corrupción, los cuales poseen elementos ya sean 
descrip6vos o norma6vos, frecuentemente se originan en contextos amicales. Así, el recorrido de 
estos influjos es mayormente espiritual, pero en la medida que desembocan en un beneficio 
patrimonial, se configuran como delito, sobre todo en la modalidad de promesa. No obstante, si 
inician y concluyen con connotaciones puramente espirituales, el medio corruptor carece de 
contenido penal.  

En los ejemplos previamente esbozados, es crucial que el aspirante a la presidencia de la 
república logre efec6vamente dicha inves6dura. Recordemos que, en las figuras de cohecho, una 
de las partes ha de poseer un carácter especial, es decir, ser un intraneus. No obstante, no es 
impera6vo que el presidente electo cumpla efec6vamente con indultar a su amigo o concederle 
una licitación, ya que las figuras de cohecho son delitos de peligro. En estos, no existe un baremo 
definido de espacio y 6empo entre la causa y el efecto. Así, la mera promesa o expecta6va de un 
beneficio patrimonial futuro basta para encuadrar la conducta en el 6po penal correspondiente, 
sin necesidad de que se materialice el beneficio ofrecido.  

Así pues, se puede concluir que adoptar posturas extremas –ya sea de tangibilidad exclusiva 
o la intangibilidad absoluta– puede conducir a la impunidad o a excesos injus6ficados. Es, por tanto, 
necesario hallar un punto de equilibrio donde siempre deba culminar en una situación tangible 
cuando se trate de la modalidad de promesa o entrega. Solo así se puede evitar caer en las formas 
extrapatrimoniales que desvirtúan la esencia del derecho penal en la lucha contra la corrupción. 

3.5. Criterios jurisprudenciales que malinterpretan la naturaleza de los medios corruptores  

Como se mencionó anteriormente, conceptos como el beneficio indebido o cualquier otra 
ventaja, son conceptos abiertos, que da paso a considerar como medios corruptores a aquellos que 
no son los tradicionales. Esto permite a los jueces, en menor o mayor medida, ampliar la naturaleza 
del medio corruptor. Un ejemplo de ello es el pronunciamiento de la S. P. E. Corte Suprema de 
Jus6cia de la República (2018), en la Apelación N.° 2-2018-1 Lima, cuyo texto señala: 
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(…) El funcionario puede aprovecharse de su cargo y el poder que lo acompaña para 
sa6sfacer sus necesidades que pueden ser diferente índole, y desde luego puede 
presentarse o efectuarse mediante dona6vos, promesas, ventajas o beneficios. En algunos 
casos el medio corruptor tendrá connotación económica, pero en otros no. Todo ello en 
relación con los diferentes 6pos de necesidades humanas. Abraham Maslow contempla 
hasta cinco grupos de necesidades: fisiológicas, de seguridad, de pertenencia y amor, de 
es6ma, y de autorrealización. Cada una de ellas contempla diferentes y variadas 
manifestaciones; por ejemplo, en el ámbito de las necesidades de autorrealización, estas se 
manifiestan tanto en los aspectos del desarrollo rsico como psicológico o social. 
(Considerando 7.2.4., vii) 

En este pronunciamiento judicial, se relaciona la no patrimonialidad del medio corruptor 
con la clasificación de necesidades humanas de Abraham Maslow, con lo cual se en6ende que todo 
lo que sa6sfaga las necesidades humanas puede ser un medio corruptor. Así, bajo esta perspec6va, 
si nos ubicamos en la “necesidad de amor”, será considerado como escenario corrupto las 
relaciones amorosas, familiares, amicales o de compadrazgo.  

En esa misma línea, la Corte Suprema de Jus6cia de la República (2023), en la Apelación N.° 
71-2023, se pronuncia sobre el medio corruptor, en los siguientes términos:  

Las conductas que sanciona el Código Penal con el delito de cohecho pasivo son cuatro: 
aceptar, recibir, solicitar y condicionar. (…) Cuando el Código Penal menciona que existe un 
beneficio indebido, este no necesariamente 6ene que ser econ18ómico, ya que también 
puede tratarse de un favor sexual, sen6mental, polí6co, académico, entre otros (…). 
(Considerando 3.3) 

En comparación con el primer pronunciamiento, este resulta ser más concreto al abordar 
la naturaleza del medio corruptor, al señalar que el medio corruptor puede ser de índole 
sen6mental. Un ejemplo es el caso de Vladimiro Montesinos, quien, en un contexto de tráfico de 
influencias, u6lizó como medio corruptor la con6nuidad y estabilidad de una relación sen6mental.  
Así, la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Jus6cia de la República, en el Recurso de 
Nulidad N.° 1401-2003-Lima ha manifestado: 

Que, la Sentencia Recurrida se encuentra debidamente fundamentada, y en efecto, 
conforme en ella se concluye, el delito instruido está fehacientemente acreditado, así como 
la responsabilidad penal de los procesados, Vladimiro Montesinos Torres ó Vladimiro Lenin 
Montesinos Torres en su calidad de autor, y Jacqueline Antonieta Beltrán Ortega y Antonio 
Vera Juárez en su calidad de ins6gadores, siendo estos úl6mos quienes a fin de obtener una 
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ventaja traducida en la obtención de resoluciones judiciales que favorecieron tanto a Vera 
Juárez como al hermano de Beltrán Ortega, Félix Américo Pérez Ortega, originaron la 
conducta delic6va de Montesinos Torres, el mismo que también obtuvo un beneficio 
personal al mantener y estabilizar su relación sen6mental con Beltrán Ortega. 
(Considerando primero) 

Este 6po de pronunciamientos demuestra que nuestra jurisprudencia no limita los medios 
corruptores a elementos materiales. Al aceptar a medios corruptores de índole inmaterial, como 
vínculos sen6mentales, se amplía la interpretación sobre cómo puede originarse un escenario 
corrupto.  

3.6. La normaGvización del Gpo penal para garanGzar la objeGvidad y evitar abusos 
interpretaGvos  

La norma6vización de los 6pos penales implica la u6lización de criterios norma6vos para 
determinar la responsabilidad penal, reemplazando los an6guos criterios ontológicos de las 
escuelas casualistas y finalistas. 

Entre los teóricos que abogan por la norma6vización del Derecho Penal, destaca Claus 
Roxin. Para este ilustre maestro, la norma6vización de los 6pos penales implica su obje6vación, 
eliminando elementos psicologizantes y trasladando la imputación a criterios estandarizados. De 
este modo, se dota a los 6pos penales de una construcción obje6va tanto en su probanza como en 
su redacción, en lugar de basarse en un enfoque ontológico. 

En ese mismo sen6do, Arismendiz (2018) profundiza en la norma6vización del 6po penal. 
De manera que nos explica cómo se desarrolla en su dimensión obje6va: 

(…) responsabilidad penal solo encuentra aceptación y legi6midad social, en la medida que 
en cada caso concreto se analice concienzudamente indicadores propios del 6po obje6vo, 
como son el estatus del ciudadano en una sociedad determinada (elementos referentes al 
sujeto) los roles del ciudadano en sociedad—  rol general y especial— mediante el cual se 
puede adver6r la defraudación de expecta6vas sociales (elementos referentes a la 
conducta) y los criterios de atribución propios de la imputación obje6va, que nos advierten 
la creación de riesgos relevantes o irrelevantes en el curso causal del hecho punible tanto 
de la conducta como del resultado (elementos concomitantes), en ese sen6do el 6po 
obje6vo deja ser una mera expresión causal de atribución convir6éndose en un indicador 
de atribución que exige análisis valora6vo de diversos factores de atribución (p. 870). 
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Asimismo, el académico desarrolla la norma6vización del aspecto subje6vo del 6po penal. 
La dimensión subje6va del 6po no debe basarse en los estándares internos psíquicos del agente 
delic6vo, ya que estos son inciertos e indefinidos cuando son evaluados por el juez. En el contexto 
de los delitos dolosos, para determinar si el autor era consciente del carácter prohibido de su 
acción, es esencial especificar si las competencias de conocimiento exigidas al autor, ya sea por su 
rol general como ciudadano o por roles especiales, pueden ser razonablemente demandadas, 
teniendo en cuenta sus circunstancias personales (Arismendiz, 2018). 

Entonces, se pretende un sistema jurídico penal que abandone conceptos excesivamente 
abstractos, exigencias lógico-formales desmedidas y restricciones ontológicas descontextualizadas. 
La meta es desarrollar un pensamiento sistemá6co más complejo y refinado, enfocado en la 
resolución justa de los casos, abordando problemas específicos y tomando decisiones basadas en 
los hechos presentes (Díez, 2022, p. 31). 

La norma6vización de todos los 6pos penales es crucial, especialmente en los casos de 
corrupción de funcionarios. Los verbos como "dar", "recibir" y "solicitar" son ón6cos, lo que 
significa que están vinculados con la naturaleza del ser y los movimientos corporales. De manera 
similar, los conceptos de medio corruptor como el dona6vo, la promesa, cualquier otra ventaja y 
beneficio indebido se describen principalmente desde una perspec6va ontológico-natural, es decir, 
están redactadas bajo un plano natural que refleja la realidad de las interacciones humanas. 

Como se evidencia, en los delitos de corrupción de funcionarios tanto los verbos como los 
medios corruptores están redactados bajo un enfoque ón6co-natural. Esto permite la inclusión de 
conceptos como la moral, las buenas costumbres y el buen nombre. Sin embargo, estos conceptos 
son superficiales y exagerados, y deben eliminarse para evitar interpretaciones subje6vas y 
abusivas.  

Existen diversos pronunciamientos que plantean un constructo moral de los delitos de 
corrupción de funcionarios. Un ejemplo, la Corte Suprema de Jus6cia de la República (2015), puesto 
que en el Acuerdo Plenario N.° 3-2015/CIJ-116, fundamento jurídico catorce, se establece que el 
bien jurídico tutelado respecto al delito de tráfico de influencias, en el caso de las influencias 
simuladas, es el pres6gio y buen nombre de la administración pública. 

Desde nuestra perspec6va, considerar el buen nombre de las ins6tuciones del Estado como 
objeto de protección resulta una anomalía en términos de la cien6ficidad del Derecho. Teóricos 
como Hans Kelsen conceptualizaron el Derecho como una técnica social de un orden coac6vo, 
dis6nguiéndolo de otras órdenes sociales como la moral o la religión (Tord, 2013). Esta separación 
es fundamental para mantener la obje6vidad en el sistema de jus6cia penal. En ese sen6do, 
constructos morales como el mencionado, resultan ser asistemá6cos y anacrónicos.  
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Este enfoque nos remite a una época en la que prevalecía una sociedad conservadora, 
donde las ins6tuciones estaban some6das a ideas moralistas. Un ejemplo de ello es el CP (1863), 
en el cual, mediante el delito de adulterio7,  se protegía el honor y el buen nombre del varón 
ofendido, evidenciando un sesgo prejuicioso y subje6vo.  

Las construcciones moralistas en el Derecho Penal resultan perjudiciales, dado que facilitan 
interpretaciones subje6vas y abusivas, no solo en relación con los delitos de corrupción de 
funcionarios, sino también con respecto a todos los 6pos penales en general. En consecuencia, la 
norma6vización se presenta como una medida indispensable para prevenir tales abusos. De esta 
manera se contribuirá a limitar las interpretaciones subje6vas y fortalecerá la obje6vidad en la 
aplicación de la ley. 

4. De la toma de postura 

Volviendo a la pregunta supra, consideramos que la interpretación de la Corte Suprema en 
la Apelación N.° 7-2023, que considera a los medios corruptores como intangibles, comete un grave 
error, pues se estaría considerando a los anhelos, sen6mientos, deseos o incluso las emociones 
como medio corruptor, es decir, se puede considerar como medio corruptor a un escenario en el 
que solo intervengan expresiones de deseos relacionados a un hecho espurio, lo cual resulta un 
claro adelantamiento de la barrera puni6va (en específico a la fase interna del iter criminis) que ya 
de por sí 6enen la mayoría de los delitos contra la administración pública, tales como el cohecho o 
tráfico de influencia, los cuales al ser de mera ac6vidad, los actos preparatorios son punibles. 

El adelantamiento de la barrera puni6va es reforzado por una toma de postura en la que 
interviene el Derecho penal del enemigo, la Corte Suprema al considerar que, el elemento más 
importante del delito de tráfico de influencias es el escenario espurio, en el que el traficante es 
corrompido, desdeña la imprescindibilidad del medio corruptor, lo que trae como consecuencia 
que, la mera posibilidad de influir en una decisión judicial o administra6va, que podría afectar el 
bien jurídico, es insumo suficiente para configurar el 6po penal, ya que no es necesario considerar 
como elemento configurador al medio corruptor. 

De tal manera que, el considerar los medios corruptores como intangibles y la consecuencia 
del adelantamiento de la barrera puni6va a la fase interna, nos conlleva a romper una regla esencial 
del Derecho, tal como señala Cejudo (1917) en la regla N.° 434: “la ley ve los hechos, y no las 
voluntades” (p. 108). Bajo nuestra óp6ca, la Corte Suprema ha redefinido de manera errónea y 
peligrosa los medios corruptores, ya que estos son materiales y patrimoniales. 

 
7 El CP (1863), en su artículo 264, prescribía: “La mujer que cometa adulterio será castigada con reclusión en segundo grado. El 
codelincuente sufrirá confinamiento en el mismo grado”. 
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No obstante, consideramos que existen supuestos en el que el medio corruptor puede 
iniciar siendo intangible y no patrimonial, pero posteriormente adquirir carácter tangible y 
patrimonial. Esta postura mixta abre la puerta a una interpretación ma6zada y realista, que 
comprende la complejidad de los medios corruptores. 

Finalmente, es preciso destacar que el análisis de los medios corruptores debe alinearse 
con la doctrina italiana, interpretándolos como una retribución tangible y personal, nacida de un 
interés material o patrimonial, y con un claro concepto de pertenencia. Esta perspec6va garan6za 
que los actos corruptores impliquen un beneficio concreto y palpable, diferenciándolos claramente 
de gestos amicales o morales que, aunque é6camente cues6onables, no deben ser objeto de 
sanción sin la presencia de una ventaja material evidente. 

Conclusiones 

Asumir la naturaleza inmaterial de los medios corruptores adelanta indebidamente la 
barrera puni6va, permi6endo sancionar actos que pertenecen aún a la fase interna del iter criminis. 
Al incluir anhelos, deseos o simples comunicaciones amicales dentro de la categoría de medios 
corruptores, se corre el riesgo de cas6gar situaciones co6dianas como delitos, lo que va en contra 
de los principios básicos del derecho penal.  

Los medios corruptores 6enen naturaleza material o tangible. Admi6r lo contrario conlleva 
a catalogar a los sen6mientos, anhelos y deseos como elementos configuradores del medio 
corruptor, esta definición conlleva a un abuso del sistema puni6vo. Sin embargo, consideramos que 
existen supuestos en los que el medio corruptor inicialmente podría nacer como algo intangible y 
no patrimonial, pero adquirir posteriormente un carácter tangible y patrimonial.  

Desde la óp6ca de la doctrina penal italiana, el medio corruptor cobra existencia solo 
cuando está unido a un concepto de pertenencia. Esto implica que el autor del acto corrupto debe 
buscar la 6tularidad de un bien mueble o inmueble, estableciendo una relación directa con el 
derecho de propiedad o algún derecho real. Es decir, los bienes corruptores deben ser tangibles y 
suscep6bles de apropiación, lo que excluye categóricamente cualquier u6lidad de carácter moral o 
abstracto, como favores personales o préstamos sin ánimo de apropiación.  

Los medios corruptores son elementos relevantes en la configuración de los delitos de 
corrupción de funcionarios, por cuanto su ausencia imposibilita la imputación del delito. Es por ello 
que considerar que el delito de tráfico de influencias puede prescindir del medio corruptor, como 
lo da a entender la Corte Suprema, es inconcebible.  

Consideramos que la norma6vización de los 6pos penales es fundamental para garan6zar 
un sistema de jus6cia obje6vo y evitar interpretaciones subje6vas basadas en connotaciones 
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moralistas. Al norma6vizar los verbos y los medios corruptores, se logra una construcción obje6va 
y universalmente aceptada de los delitos, lo que contribuye a un sistema penal más justo y 
eficiente. 

La flexibilidad en la definición de medios corruptores, aunque ú6l para adaptarse a nuevos 
escenarios corrup6vos, debe ser acompañada de criterios coherentes que eviten la arbitrariedad. 
Es decir, se puede aceptar una versión especial de los medios corruptores como los favores sexuales 
aun cuando no sean patrimoniales, pero es inconcebible aceptar medios corruptores inmateriales. 
Solo así se garan6zará que la lucha contra la corrupción no se vea obstaculizada por 
interpretaciones inconsistentes. 
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RESUMEN 

El presente ensayo analiza la dinámica de lo técnico y lo polí5co en el ejercicio de la ac5vidad de la Autoridad 
Nacional del Servicio Civil - SERVIR ante la propuesta del Congreso de la República de proceder a la 
derogatoria del Decreto Legisla5vo N.° 1023 que es el soporte estructural del organismo rector. Iden5fica 
un primer momento de una organización donde campeaban ideas liberales sazonadas con un conformismo 
social hasta llegar a 1950 donde se apuesta por un régimen estatutario generando, a su vez, el Consejo 
Nacional del Servicio Civil para luego aparecer, en un segundo momento, el Ins5tuto Nacional de 
Administración Pública enfocado en la racionalización de la administración que en el fujimorato es 
desmantelado con el propósito de implementar las polí5cas de flexibilización laboral en el sector público y, 
en un tercer momento dentro de un entorno VUCA, aparece la Autoridad que se enfrenta al COVID-19, 
propicia el trabajo remoto abriendo espacio para el teletrabajo, así como debe asumir los conflictos 
generados por la Ley N.° 31131 así como los problemas internos con el sindicato de la ins5tución rectora, el 
pedido de derogación del Decreto Legisla5vo N.° 1602 y el barómetro de la percepción ciudadana no 
siempre propicio. Con el uso de las técnicas hermenéu5ca e histórica, llega a la conclusión de que es 
necesario que SERVIR asuma una posición ins5tucional basada en una administración pública delibera5va 
enfocada en conciliar posiciones con los diversos grupos de interés con los que debe relacionarse en 
beneficio de los ciudadanos. 
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ABSTRACT  

This essay analyzes the dynamics of the technical and the poli3cal in the exercise of the ac3vity of the 
Na3onal Civil Service Authority - SERVIR before the proposal of the Congress of the Republic to proceed to 
the repeal of Legisla3ve Decree N.° 1023 that it is the structural support of the governing body. It iden3fies 
a first moment of an organiza3on where liberal ideas seasoned with social conformism prevailed un3l 
reaching 1950 where it opted for a statutory regime, genera3ng, in turn, the Na3onal Council of the Civil 
Service and then appearing, in a second moment, the Ins3tute Na3onal Public Administra3on focused on the 
ra3onaliza3on of the administra3on that in the fujimorato is dismantled with the purpose of implemen3ng 
labor flexibility policies in the public sector and, in a third moment within a VUCA environment, the Authority 
appears that faces the COVID-19 promotes remote work, opening space for teleworking, as well as the 
conflicts generated by Law N.° 31131, as well as the internal problems with the union of the governing 
ins3tu3on, the request for repeal of Legisla3ve Decree N.° 1602 and the barometer of ci3zen percep3on is 
not always favorable. With the use of hermeneu3c and historical techniques, he concludes that it is necessary 
for SERVIR to assume an ins3tu3onal posi3on based on a delibera3ve public administra3on focused on 
reconciling posi3ons with the various interest groups with which it must relate for the benefit of ci3zens. 
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Introducción 

El ejercicio de la cosa pública siempre plantea importantes retos, de cara al carácter servicial 
de la autoridad pública atendiendo a que “se espera que el Estado responda, a través de buenas 
prác:cas de ges:ón, a las demandas de los ciudadanos” (Soledispa-Rodríguez et al., 2020, p. 373) 
En la administración, como organización racional, se buscan asumir las decisiones de mayor 
idoneidad y que comprendan a un número mayor de beneficiarios atendiendo al enfoque del 
ciudadano como cliente de las prestaciones públicas; para alcanzar tan sano propósito, debe 
desarrollarse un necesario equilibrio entre los criterios polí:co y técnico al entenderse que ambos 
operan, en línea uniforme (Montero, 2017, pp. 87–88), al abrigo del interés público. 

Ahora bien, no todo es racionalidad ya que pueden entrometerse criterios que, más allá de 
la alta discrecionalidad polí:ca enfocada en los quehaceres de los órganos direc:vos de la 
organización, no siempre son pensados para la comunidad y que, en consecuencia, se apartan de 
la con:nuidad y despersonalización de las polí:cas públicas. 

Se suma, con gran lamento, el temeroso retroceso en la toma de decisiones de parte de los 
direc:vos en las administraciones públicas con la preocupación de ser inves:gados por la larga 
maquinaria estatal: procedimiento disciplinario, órgano de control interno, procesos penales, 
procesos civiles de carácter indemnizatorio, etc. Sobre esto úl:mo, se precisa por parte de la 
literatura cienUfica: 
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Durante los úl:mos años se ha producido, en algunas administraciones públicas, un cierto 
proceso de «infan:lización» de los direc:vos que se manifiestan en su renuncia a tomar sus 
propias decisiones y a elevar sus incer:dumbres a sus superiores que atesoran todo el 
poder pero que carecen de la capacidad para decidir con :empo y conocimiento sobre los 
aspectos más variados, estos polí:cos de alto nivel se configuran en «cuellos de botella» 
ins:tucionales (Tomás Biendicho, 2014, p. 27) 

En buena cuenta, la posición minoritaria de diversos grupos de interés puede ser un fuerte 
aliciente para tejer espacios en donde lo polí:co hace su ingreso para responder a intereses que 
no siempre son los lindantes con el interés público teniendo en consideración que, de acuerdo a 
Lahera (2004), “la polí:ca puede ser analizada como la búsqueda de establecer o de bloquear 
polí:cas públicas sobre determinados temas, o de influir en ellas” (p. 5). 

Un espacio donde, cada cierto :empo en el país, hay una fuerte tensión entre lo técnico y 
lo polí:co es el referido a las cues:ones de personal sin que haya consenso en buscar fórmulas 
empá:cas que beneficien a los ciudadanos quienes son los des:natarios que los servicios prestados 
por el Estado a través de sus diversos niveles gubernamentales. 

La historia de ese péndulo oscilante :ene un visible i:nerario histórico: como es conocido, 
una vez alcanzada nuestra independencia, nuestro país en cuanto al tema de personal al servicio 
de la administración ha tenido un primer recorrido de prác:cas consuetudinarias en la organización 
administra:va bajo la idea de mando y obediencia que es heredado del precedente modelo 
organizacional virreinal. 

Más tarde, para 1950 se desarrollaría un régimen jurídico de personal sobre un enfoque de 
Derecho administra:vo aupando, para cuanto nos interesa, al Consejo Nacional del Servicio Civil 
como intento de órgano rector; dicho enfoque estatutario repe:ría el Ejecu:vo en 1984 siempre 
bajo el mismo modelo administra:vo. En dicho decurso, el Estado apostaría por recoger una 
organización administra:va de carácter centralizado cuyas atribuciones se enfocarían en cons:tuir 
en un órgano rector ad hoc: el Ins:tuto Nacional de Administración Pública, al símil de su homólogo 
español. 

Dicho órgano fue posteriormente desmantelado bajo el fácil y simplista alegato de su 
carencia de funcionalidad en el gobierno del «ciudadano Fujimori» casi al mismo :empo que se 
traían abajo las leyes laborales de protección del trabajador y se desmantelaban los sindicatos con 
el argumento de esconder elementos subversivos lo que, en cuanto a esto úl:mo, siendo cierto o 
no, no cons:tuía jus:ficación para tal proceder pues una rápida y coordinación acción de 
inteligencia policial los hubiera iden:ficado y re:rado así como apagado todo potencial brote 
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subversivo, merced a su mandato cons:tucional de preservación del orden público interno. No está 
demás señalar aquí que, este conjunto de acciones sistema:zadas desde el Estado mismo, 
buscaban cambiar el sen:do de la opinión pública dado que, es bastante conocido, los dictadores 
distraen a los ciudadanos con enemigos fic:cios que, a su vez, les sirven de jus:ficación para 
encumbrarse en el poder y asegurar la exigencia de su necesidad como los favores que nos 
prodigan los dioses a costa del (caro) mantenimiento de nuestra fe. 

Años más tarde, ya en plena democracia, se abre el espacio para la aparición de otro nuevo 
órgano rector que es la Autoridad Nacional del Servicio Civil (SERVIR), ins:tución comprome:da 
con el servicio civil y las personas que lo componen. 

Por supuesto, la aparición de un órgano como este úl:mo despierta preocupación en 
quienes ob:enen rédito del desorden no solo en la regulación jurídica aplicable sino en la propia 
ges:ón de personas. 

No resultan casuales, por supuesto, los ataques que, desde diversos frentes, ha recibido la 
ins:tución; obviamente, en ellos, se evidencia la desesperación de quienes desean mantener un 
estado de cosas desordenado y ausente de liderazgo en un sector estatal que clama atenciones 
como orden en el ejercicio de la adecuada rectoría estatal de personal. 

Hoy, en pleno siglo XXI, cuando se en:ende que las organizaciones deben mantenerse bajo 
un espacio de altos criterios técnicos y una adecuada ges:ón de personas, aparece una ausencia 
de sintonía entre lo técnico y lo polí:co que pone en riesgo el papel ins:tucional de SERVIR en un 
entorno laboral cambiante VUCA (Blanco Silva, 2022; Cao & Blutman, 2023) que, antes bien, 
debería orientarse a garan:zar predic:bilidad en el espacio de los funcionarios, direc:vos y 
personal administra:vo de las en:dades públicas teniendo en consideración que la polí:ca pública 
se cons:tuye, de acuerdo a Aguilar Astorga (2020) en “un proceso relacional que involucra actores 
diversos con igual asimetría en las decisiones y en el ejercicio del poder” (p. 33). 

De este modo, en el presente estudio se analizará empíricamente, bajo una inves:gación 
cualita:va, de nivel descrip:vo y con diseño hermenéu:co e histórico, los riesgos que afronta 
SERVIR en un entorno laboral cambiante VUCA ante la ausencia de sintonía entre lo técnico y lo 
polí:co en el mantenimiento de la con:nuidad, en el :empo, de dicho órgano rector de cara a la 
mejora ins:tucional de las cues:ones de personal en el país mo:vando el desarrollo del presente 
estudio. 

Para abordar adecuadamente la problemá:ca, es esencial familiarizarse con los conceptos 
claves relacionados a la minería, así como comprender la relevancia de esta en el Perú. Además, 
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resulta fundamental entender el origen y la evolución de la formalización en la pequeña minería y 
la minería artesanal, aspectos que se detallarán a con:nuación. 

1. Los vaivenes de los regímenes de personal y la ausencia de un órgano rector 

Más allá del roman:cismo del grito libertario del 28 de julio de 1821 y de la consecu:va 
serie de convulsos momentos de militarización de la polí:ca nacional, lo cierto es que el país se 
presenta sociológicamente como una mul:plicidad de personas con pensamientos y sen:res 
propios no necesariamente conectados con los de otros en una carencia de empaUa donde 
queremos todo, pero nada a la vez. Basadre (1992) lo diría con mayor elegancia en el uso de la 
escritura y la pluma: “el Perú sigue siendo una serie de compar:mientos estancos, de estratos 
superpuestos o coincidentes, con solución de con:nuidad” (p. 12). Dicha concepción del mundo 
impacta en cómo la administración naciente, si cabe u:lizar la expresión en el sen:do técnico en 
que ella se representa, ha visto la luz. Corresponde aquí indicar que, en los inicios de la república, 
se consideró cómodo echar mano de las viejas ins:tuciones virreinales sin que haya propósito de 
renovación; era mejor seguir moviendo el parchado abanico virreinal que desmontar, de plano, el 
edificio absolu:sta como sí lo hicieron los galos en 1789 tomando solo lo necesario de ella: en el 
escenario republicano nacional, se consideraría estar mejor a la sombra de lo existente que padecer 
a la intemperie, aunque el árbol de la vieja organización a la usanza española ya no diera frutos. El 
elemento sociológico es harto interesante para quienes -los criollos- alaban la Revolución francesa 
tanto como la americana pero que, en su propia :erra, juzgaban adecuado no cambiar nada para 
que todo marchase bien: 

La experiencia peruana después de la Independencia nos presenta la pugna por construir 
una nación en torno al Estado, y la enorme tara que representó (y representa) la herencia 
virreinal en la búsqueda de dicho propósito. Según Carl Herbold (1974), el legado 
administra:vo del virreinato en la naciente república peruana tuvo las siguientes 
caracterís:cas: 1) centralismo; 2) formalismo legal; 3) esta:smo; 4) dualismo peruano 
(existencia del «Perú real» y el «Perú legal»); 5) parasi:smo fiscal, y 6) acomodo 
permanente entre lo tradicional y lo nuevo. 

Estas caracterís:cas dificultaron el tránsito hacia un estado moderno -el ideal republicano- 
y retrasaron la cons:tución de la profesionalización del servicio público, la descentralización 
de los servicios públicos y la op:mización de la recaudación de impuestos. Además, la lenta 
implementación de las ideas liberales no significó una ruptura con el pasado ni una apuesta 
por la modernización del país. Como señala Fernando de Trazegnies (1979), en el siglo XIX 
se produce una «modernización tradicionalista», que consiste en la: «recepción de un cierto 
número de elementos capitalistas, ligada a una profunda resistencia a todo cambio en la 



 
 

[132] 

ISSN: 2961-2934 (En línea) | ISSN: 2961-2926 (Impresa) 
https://doi.org/10.61542/rjch.82 

Ilustre Colegio de Abogados de Lambayeque, Perú 
 

estra:ficación social»; es decir, «se quiere devenir capitalista, es decir moderno, pero al 
mismo :empo se quiere conservar las jerarquías tradicionales» (p. 30). El aspecto formal 
del Estado (legal y administra:vo) era nominalmente moderno, pero carecía de las 
caracterís:cas propias de la modernidad, y se convir:ó, así, en una prolongación del sistema 
virreinal basado en privilegios, prác:cas clientelares y una visión patrimonialista del Estado 
(Saravia Salazar, 2020, p. 144) 

La administración pública peruana a pesar de las diversas, aunque escasas regulaciones 
emi:das al efecto, con:nuó funcionando ins:n:vamente bajos los cánones virreinales bajo una 
línea de obediencia y mando fuertemente estructurada sin posibilidad de que el sujeto que realiza 
funciones para el adolescente Estado peruano (Chang Rodríguez, 1960) tuviera alguna posibilidad 
de exponer su faz crea:va con un Estado preocupado en cómo soportar, con diligencia, los pagos 
de su personal atendiendo a que “en las primeras décadas se disponían de técnicas de captación 
de recursos que eran una herencia de los mecanismos coloniales” (Tantalean Arbulú, 1983, p. 63) 
sobre la base del tributo pagado por los indígenas, como anterior sostén del virreinato español en 
el Perú (Escobedo Mansilla, 1978), hasta la eliminación explícita que realizó el presidente Cas:lla 
Marquesado. Por supuesto, el contexto pasivo de quien desarrollaba dicha ac:vidad estaba 
alimentado del con:nuo juego de poder entre militares y civiles y en el exceso de virilidad que 
todavía mantenían los militares que antes sirvieron a España, luego a San MarUn y posteriormente 
a Bolívar viendo al Estado peruano como un boUn del cual aprovecharse, de facto, como 
indemnización por los servicios prestados reclamando, cada uno de ellos, su pedazo de patria como 
lo hicieron (aunque la comparación devenga en vulgar) los generales de Alejandro a su deceso 
llegando un momento en donde nuestros dirigentes, a la par de provocar su propio provecho, se 
agenciaban el de la patria (Tantalean Arbulú, 1983, p. 59) conllevando a que se sostenga, en 
palabras de Cosamalón et al. (2021), que “la crisis de los primeros años republicanos y la escasez 
de fondos fueron un obstáculo para alcanzar el mínimo de estabilidad necesaria para la existencia 
de una burocracia estatal” (p. 21). 

2. El Consejo Nacional del Servicio Civil como intento de órgano rector 

Al abrigo del modelo estatutario francés y bajo un gobierno militar, muchos años más tarde, 
aparece la preocupación del Estado en regular un régimen, bajo el Decreto Ley N.° 11377, Estatuto 
y Escalafón del Servicio Civil (Junta Militar de Gobierno, 1950) que regulara la ac:vidad del personal 
estatal bajo un modelo de carrera administra:va (Rey Navarro & Morales Carrión, 2022, p. 118) 
sobre la base de una economía industrial sostenida que, al desarrollarse bajo abundancia de la 
exportación generada por el contexto de la II Guerra Mundial (Bouillón Buendía, 1992; Figueroa, 
1982; Gonzales de Olarte, 2015), daba pie a los ape:tos dinerarios en el Estado. 
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De los considerandos de la regulación jurídica analizada se advierte la preocupación del 
Estado nacional en ofrecer garanUas en torno a la estabilidad del personal (Rastrollo Suárez, 2021, 
p. 213) 

El legislador siempre es cuidadoso en las palabras que usa, en el contexto en que estas se 
recogen y en la duración proyectada que ellas deben generar en la realidad. De cara a lo que se 
viene analizando, esto conlleva a entender de que, si exisUa dicha preocupación, lo más visible era 
que lo polí:co imperaba sobre lo técnico por lo que, para mantener a raya los pareceres 
discrecionales de la polí:ca, era requerido robustecer las atribuciones regladas y limitar, con gran 
firmeza, las discrecionales. No hay mayor enseñanza que la que nos brinda el propio legislador en 
las siguientes expresiones: 

(...) cons:tuye doctrina en la polí:ca que se ha trazado la Junta Militar de Gobierno, 
dignificar y moralizar la labor de los servidores civiles del Estado, apartándola 
defini:vamente de toda influencia extraña a su abnegada misión. (Junta Militar de 
Gobierno, Decreto Ley N.° 11377, Estatuto y Escalafón del Servicio Civil, considerando, 
1950) 

Una rápida lectura de dicho párrafo nos sirve de radiograqa para entender que las cosas no 
iban bien en el Estado peruano en cuanto al tema de personal. De este modo, para asegurar la 
proyección de una carrera administra:va segura y firme en el :empo, se recogía las figuras de los 
empleados dotados de estabilidad al abrigo de un régimen de carrera pública en el entendido de 
que cons:tuían el soporte de la administración, los empleados a contrata sujetos a labores 
transitorias para funciones técnicas o profesionales que serían un contrapeso respecto de los 
estables, los empleados adscritos sirviendo de soporte a las funciones de alta dirección bajo un 
esquema de confianza, técnico o polí:co y finalmente el personal de servicio interno a quienes, 
dado su amplio número, debía preceder plaza presupuestada como técnica de garanUa para limitar 
su mul:plicación, con la posibilidad de engrosar la lista del personal de carrera administra:va. 
Sobre lo señalado, la literatura cienUfica precisa lo siguiente: 

En nuestro país, la carrera administra:va fue prevista por primera vez en el año 1950 
mediante el Decreto Ley N.° 11377, Decreto Ley del Estatuto y Escalafón del Servicio Civil, 
norma que consagró garanUas homogéneas al personal que prestaba servicios en la 
Administración Pública en cuanto al ascenso en los nueve niveles establecidos y estabilidad 
laboral (Luyo Rodríguez, 2019, p. 174) 



 
 

[134] 

ISSN: 2961-2934 (En línea) | ISSN: 2961-2926 (Impresa) 
https://doi.org/10.61542/rjch.82 

Ilustre Colegio de Abogados de Lambayeque, Perú 
 

Más allá, el legislador prohibía abiertamente los puestos públicos honoríficos (Junta Militar 
de Gobierno, arUculo 15°, 1950) llegando a entenderse que estos ya preexisUan a la dación de la 
ley ya que no se prohíbe lo que no existe o lo que no ha acontecido. 

En cuanto al Consejo Nacional del Servicio Civil se le en:ende, además de otras 
competencias, como un guardián de la novísima regulación legal (Junta Militar de Gobierno, 
arUculo 97° inciso b], 1950) llegando a entenderse que se trata de un órgano colegiado, con 
capacidad para sesionar mensualmente, en este propósito de mantener la aplicación de la novísima 
ley procediendo, por otra parte, a robustecer su posición ins:tucional al hacer inapelables sus 
decisiones en sede administra:va (Junta Militar de Gobierno, arUculo 103°, 1950) de modo tal que, 
con ello, se cerraba el camino administra:vo. 

3. El InsItuto Nacional de Administración Pública 

Años después, el Estado asume que el crecimiento poblacional provocado por la movilidad 
urbana, el crecimiento de las urbes y la migración del campo a la ciudad reclama dotar de más y 
mejores servicios a las personas. 

Obviamente, esto pasa por realizar mejores prestaciones conllevando a la necesidad de que 
el personal a su cargo deba realizarlas adecuadamente. Aparece, en virtud al Decreto Legisla:vo 
N.° 111, el Ins:tuto Nacional de Administración Pública (INAP) enfocado, entre otros aspectos, en 
«racionalizar la administración pública» (Presidencia de la República, arUculo 1°, 1981) lo que, una 
vez más, lleva a entender que el orden no era la palabra que definía, hasta ese momento, el 
funcionamiento de la administración pues cabe sostener, una vez más, que el legislador elige usar 
determinadas expresiones en virtud a un contexto que las precede sea para reafirmarlo, para 
reformarlo o para suprimirlo total o parcialmente de acuerdo a las polí:cas públicas de cada época. 
En consecuencia, el crecimiento exponencial de las prestaciones estatales trae consigo el 
crecimiento de la logís:ca para tal propósito y con esto el de las repar:ciones públicas aumentando 
los riesgos de la intromisión de lo polí:co en lo técnico. Por supuesto, tal crecimiento lleva también 
a tenerse que pensar en una ins:tución central que, con carácter directriz, brinde las pautas 
necesarias para ordenar la buena marcha del personal al servicio de la administración: 

En diciembre de 1973 se creó el Ins:tuto Nacional de la Administración Pública (INAP) como 
en:dad rectora del proceso de Reforma de la Administración Pública, la misma que inició 
sus funciones sobre la base de la Oficina Nacional de Racionalización de Personal (ONRAP) 
y la Oficina Nacional de Administración de Personal (ONAP) ins:tuciones que se crearon 
expresamente para implementar el proceso de Reforma, además de la Escuela Superior de 
Administración Pública (ESAP) como ente rector de la capacitación de funcionarios y 
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servidores del Sector Público. En 1995 en marco de la reforma del Estado por Ley N.° 26507 
se dispone su desac:vación y liquidación, nombrándose una Comisión de Disolución y 
Transferencia, la cual cumplió con el proceso de transferencia del acervo documentario a la 
PCM. (Ramos Anampa, 2015, p. 37) 

Lo notable es que aquí aparece la mención a los conceptos de racionalización, desarrollo 
integral, aseguramiento de unidad y eficiencia de los procesos de abastecimiento de bienes y 
servicios (Presidencia de la República, arUculo 1°, 1981) que se cons:tuyen en importantes 
referentes para la buena marcha ins:tucional de las organizaciones administra:vas. 

Destaca aquí la iden:ficación de la figura del sistema (Presidencia de la República, arUculo 
1°, 1981) permi:endo evidenciar el sólido compromiso polí:co en hacer obje:vo el desarrollo de 
la administración como organización; a lo antes referido se suma que, en igual medida, se le 
atribuye la dirección de los sistemas nacionales de racionalización, de personal y de 
abastecimientos lo que permite evidenciar la expresividad de su calidad de órgano rector en 
materia de personas al servicio del Estado precisando que la Dirección Nacional de Personal, dentro 
de un marco de división de competencias, se enfocaba en «crear y desarrollar las condiciones 
necesarias para lograr el mejor desempeño de la función pública» (Presidencia de la República, 
arUculo 8°, 1981) siendo además robustecidas de otras atribuciones. 

4. La Autoridad Nacional del Servicio Civil: su papel insItucional en un entorno VUCA 

El desmantelamiento de un país reclama posicionar a un sujeto que se auto sos:ene como 
líder y salvador creando, de manera ar:ficiosa, un contexto de insostenibilidad donde sea éste el 
que termine dando la cura milagrosa que lo sane todo: la panacea y el que la administra. Pues bien, 
teniendo como contexto el torpe gobierno de García Pérez que se cerraba con un índice 
inflacionario como el que se había producido en la guerra contra Chile, una crisis interna, una :bia 
respuesta gubernamental contra la subversión y una reputación económica como país por los 
suelos, se empiezan a realizar un conjunto de cambios sincronizados. Por supuesto, el calor popular, 
el descontento frente a la crisis económica, la amenaza y acción dañosa de grupos subversivos en 
el campo y el despres:gio como país se convierten en insumos para u:lizar la invocación a una 
«reforma» como sustento del desmembramiento estatal. 

De entre muchas, cuyo análisis escapa al presente ensayo, destaca el ataque contra el INAP 
como organismo de rectoría en materia de personal. 

La fuerza polí:ca se valió del sobredimensionamiento que habría adquirido el rector y su 
poca conexión con las administraciones públicas sobre las cuales ejercía influencia: 
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Se liquidó el Ins:tuto Nacional de Administración Pública - INAP argumentando que había 
devenido en un organismo burocrá:co debido al énfasis que ponía en desarrollar la 
regulación de los denominados sistemas administra:vos (de presupuesto, personal, 
abastecimiento, etc.) y en exigir someter a su previa aprobación los instrumentos de ges:ón 
internos (Reglamento y Manual de Organización y Funciones, Cuadros de Asignación de 
Personal, Presupuesto Analí:co de Personal, etc.) de todas las en:dades de la 
Administración Pública. Algunas de sus funciones fueron transferidas a la Presidencia del 
Consejo de Ministros en el entendido que siendo una instancia supraministerial podía 
administrarlas con independencia de los demás sectores, otras fueron distribuidas a cada 
una de las en:dades administra:vas (la aprobación de sus instrumentos de ges:ón interno) 
y las restantes fueron simplemente eliminadas. En par:cular la función de capacitación de 
los funcionarios públicos que estaba a cargo de la denominada Escuela Superior de 
Administración Pública dependiente del INAP fue también en la prác:ca suprimida, 
quedando la formación de funcionarios librada a las polí:cas en la materia de cada en:dad 
(Danós Ordóñez, 2003, pp. 255–256) 

El gobierno del «ciudadano Fujimori» se centra en quitar mérito a una ins:tución técnica, 
de carácter rector, al cons:tuirse en un obstáculo a sus insanos propósitos. 

Con un Parlamento cómplice, el Ejecu:vo juzga como parte de sus polí:cas la desaparición 
de esta ins:tución (Congreso Cons:tuyente Democrá:co, Ley N.° 26507, 1995) dado que su 
regulación cons:tuía un serio obstáculo a sus fines contrarios al interés público. Del texto de la ley, 
no se observa disimulo en la acción directa que se asume no llegando, en consecuencia, a ocultarse 
los intereses del fujimorato en ir desmembrando al Estado peruano para ofrecerlo, al naciente 
mercado, a precio de chatarra. 

De allí, levantando las trabas de aquel órgano rector, el Gobierno dictaría diversas medidas 
para que lo polí:co predomine sobre lo técnico. 

Destaca el caso de los famosos ceses irregulares que permiUan, ante criterios legisla:vos 
harto confusos, que cada administración decidiera la suerte de su personal (Cortázar Velarde, 2002, 
pp. 8–10) cual si se tratase de feudos bajo un abierto enfoque discrecional con nada disimulada 
arbitrariedad pública. A la par, la dación de la ley laboral sustan:va para el denominado sector 
privado serviría de tubo de ensayo para su aplicación al sector público a efectos de generar una 
compe:ción de facto con relación al personal estatal sujeto a lo estatutario al abrigo de que “la 
creación de islas de eficiencia dentro de ciertos sectores clave puede servir también como 
contrapeso crucial para lograr las metas de desarrollo” (Ramió, 2008, p. 271) De manera 
pragmá:ca, su aplicación empezó en las nuevas administraciones conocidas como órganos 



 
 

[137] 

ISSN: 2961-2934 (En línea) | ISSN: 2961-2926 (Impresa) 
https://doi.org/10.61542/rjch.82 

Chornancap Revista Jurídica. Vol. 2 Núm. 2 (2024): Perspectivas contemporáneas del Derecho 
Penal y Procesal Penal: Retos y Desafíos 

 

reguladores frente a prestadores de servicios públicos en los que, con anterioridad, la :tularidad o 
el mayor accionariado lo tenía el Estado peruano. El experimento funcionó un buen :empo en 
tanto los ingresos del personal sujeto al régimen privado estaban por encima de quienes se 
encontraban vinculados al régimen estatutario. Como las reglas del mercado no :enen cabida en 
lo público, el salario real no pudo soportar las variaciones económicas en tanto la promesa de los 
ingresos económicos privados era más apetecible, llevando a que el personal migre, como 
tergiversación del modelo prác:co asumido por el Gobierno, a las empresas sobre las cuales 
recaían las competencias de los entes reguladores abriendo espacio para las «puertas giratorias» 
conllevando, muchos años más tarde, a la emisión de la Ley N.° 31564, Ley de prevención y 
mi:gación del conflicto de intereses en el acceso y salida de personal del servicio público (Congreso 
de la República, 2022) y su posterior reglamentación a través del Decreto Supremo N.° 082-2023-
PCM, Decreto Supremo que aprueba el Reglamento de la Ley N.° 31564, Ley de prevención y 
mi:gación del conflicto de intereses en el acceso y salida de personal del servicio público 
(Presidencia de la República, 2023) entendiendo que esto ocurre al producirse el tránsito “de 
algunas personas por altos cargos en el sector público y privado en diversos momentos de sus 
trayectorias laborales” (Castellani, 2018, p. 50) 

La desac:vación de los sindicatos fue también parte de las medidas gubernamentales para 
que el poder polí:co pueda ejecutar una polí:ca de liberalización del modelo laboral enfocado, 
hasta ese momento, en la protección del trabajador; ayudó, en gran medida, la vinculación con 
algunos elementos subversivos que pretendían u:lizar a los trabajadores como jus:ficación del 
descontento y el miedo que provocaba la invocada presencia subversiva en las ciudades de la costa 
del país. 

Lo cierto es que, más allá de todos estos datos de la realidad, tales eventos determinaron 
que el país no sostuviera un norte organizacional en cuanto a la dirección de personas en el país: 

La evidencia ha demostrado que no se puede desvincular a la reforma del contexto en que 
se desarrolla, y, sobre todo, cómo la estructura norma:va presupone un conjunto de 
percepciones sobre los valores que rigen en una sociedad. Es por ello que, desde el diseño 
de las reformas, se concibe una implementación con un peso marcado en controles ex ante 
y desincen:vos como sanciones, multas, puntos de control y prevalidación, etc. 

Al concebir a un servidor público como una persona oportunista y egoísta, se elimina la 
posibilidad de crear estructuras norma:vas que fomenten la orientación de resultados y la 
creación de valor. Bajo este clima que penaliza la crea:vidad y prioriza el cumplimiento de 
protocolos, se restringen las oportunidades para innovar en las en:dades. Este factor se 
revela con más fuerza en la reforma de presupuestos por resultados y la que impulsa las 



 
 

[138] 

ISSN: 2961-2934 (En línea) | ISSN: 2961-2926 (Impresa) 
https://doi.org/10.61542/rjch.82 

Ilustre Colegio de Abogados de Lambayeque, Perú 
 

asociaciones público-privadas. En ambos casos, la norma:va es:pula las directrices para su 
implementación, pero las regulaciones se basan en lo que el funcionario o el servidor 
público no puede o está prohibido de hacer (Ugarte et al., 2021, p. 14) 

Años más tarde, se abre paso a un nuevo retorno de una administración rectora en materia 
de personal en el país con una proyección transversal orientada a generar la uniformidad del marco 
jurídico y opera:vo de las personas al servicio del Estado la que nace en un mundo de cambios 
con:nuos, no siempre sostenidos en el :empo, con inserción de nuevas técnicas como el big data, 
las amenazas de connotación nuclear por parte de Rusia hacia los EE. UU., el uso de nanobots en 
la medicina, la aparición del bitcoin y otras monedas privadas que rivalizan con las competencias 
estatales de validar dinerariamente los intercambios comerciales, el uso de tecnología de 
reconocimiento facial, la obtención de la ciudadanía saudí a un robot, las tensiones comerciales 
entre EE. UU. y China, la inteligencia ar:ficial, las guerras a través de drones con significa:va 
reducción de bajas militares humanas, etc. La elevación de dicha necesidad surge como correlato 
de la obligación del Estado peruano como parte de los compromisos vinculados a la suscripción de 
tratados comerciales: 

La reforma del servicio civil cons:tuye un tema esencial para el proceso de modernización 
del Estado, especialmente, en el marco del Acuerdo de Promoción Comercial Perú - Estados 
Unidos, ya que la compe::vidad de los sectores produc:vos y de los servicios se ha visto 
afectada por las deficiencias del aparato administra:vo del Estado. En la medida que éste 
se modernice, menores barreras burocrá:cas exis:rán. Siendo el recurso humano el 
elemento esencial de los servicios del Estado, resulta clave la creación de un organismo 
público especializado y con un alto grado de autonomía, como ente rector del Sistema 
Administra:vo de Ges:ón de Recursos Humanos, que lidere el proceso (Presidencia de la 
República, Decreto Legisla:vo N.° 1023, 2008) 

Como se advierte, no se trató de una inicia:va propia y espontánea de la nación peruana, 
sino que nace producto de un compromiso ins:tucional de carácter comercial intergubernamental 
enfocado en dotar de ins:tucionalidad al país a efectos de asegurar las inversiones extranjeras sin 
cuya generación quizás, hasta la fecha, se podría haber seguido careciendo de dicho ente rector. La 
dación de tal calidad -la de la rectoría- lleva consigo la de cons:tuirse en un sistema que, desde el 
gobierno nacional, comanda la buena marcha de las administraciones públicas en cuanto concierne 
a su personal bajo la idea de un servicio civil dotando, consecuentemente, a dicha organización de 
un entero criterio técnico a efectos de que sea este quien regule lo concerniente a los diversos 
aspectos del sistema que, si bien ejerce sus atribuciones en sen:do ver:cal, deja espacio para la 
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descentralización del mismo a través de las oficinas de recursos humanos de cada organización 
jurídico-pública. 

Es en este contexto en que vuelve a tomar forma (una vez más) la preocupación 
ins:tucional por contar con reglas claras, con carácter de generalidad, respecto de un grueso grupo 
humano, que son los que hacen posible la generación de servicios estatales a la ciudadanía, sin 
poca cohesión dado los diversos regímenes jurídicos de personal y los derechos, deberes, 
obligaciones y beneficios que le son accesorios (OCDE, 2016) más aún si se toma en consideración 
que el 25 de enero de 2022 nuestro país recibe, de manera formal, la invitación para el proceso de 
adhesión e ingreso a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) lo cual 
es un dato relevante al enfocarse en el crecimiento económico del país, la gobernanza pública, la 
lucha an:corrupción y la necesidad de transparentar las decisiones estatales, el propio tema 
pendular del capital y la produc:vidad, así como el medio ambiente. Con el :empo, en casi diez 
años de existencia, el organismo rector peruano se ha abocado a campear a escenarios cambiantes 
en un entorno VUCA donde siendo todo volá:l, así como incierto además de complejo y ambiguo, 
de ello no escapa la administración:  (Salazar Vega, 2022; Sheahan, 2001) 

i. El de la pandemia con la COVID-19 (Cortés Abad, 2020; Covarrubias Moreno, 2020) que, a 
nivel de ges:ón de personas en el Estado, obligó -literalmente- a realizar el trabajo remoto 
rompiendo el escenario milenario de la presencialidad en las organizaciones generando que 
SERVIR delinee importantes parámetros reglamentarios para hacer efec:va esta «nueva» 
expresión en la prestación de servicios en las administraciones públicas. 

ii. Ese mismo entorno cambiante propulsó, para el caso de nuestra nación, el teletrabajo con 
una inicial oposición de cada organización jurídico-pública regida bajo una línea de 
presencialidad; en este aspecto, la en:dad rectoral ha robustecido su proyección a través 
de su ac:vidad reglamentaria y la emisión de informes técnicos al respecto llegando a 
proyectarse dicha técnica de laboralidad a ser usada parcialmente a trabajadores dis:ntos 
del común tales los servidores de confianza, los direc:vos públicos e incluso respecto de los 
propios funcionarios públicos en cuanto a que dichos puestos públicos “deben haber sido 
calificados previamente por la en:dad como puestos teletrabajables” (Informe Técnico N.° 
001228-2023-SERVIR-GPGSC, 3.2., 2023). 

iii. En igual medida, siempre dentro de un entorno VUCA, el rector debe ajustarse a la base de 
una administración pública delibera:va que deja su posición pasiva para interactuar con 
diversos grupos de interés; en esta parte, SERVIR no ha sabido salir de su espacio 
puramente técnico para ma:zarlo, precisamente, con la acción polí:ca procediendo 
Umidamente en su interacción con la polí:ca cuando pudo tener un acercamiento con los 
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sindicatos, centrales sindicales o confederaciones siendo esto saludable a la apertura de 
propuestas de beneficio de la ins:tución, las organizaciones laborales colec:vos y los 
ciudadanos beneficiarios de las diarias prestaciones de las ins:tuciones públicas. 

iv. Del mismo modo, la expresión palpable del espacio VUCA, se exterioriza a través de las 
tensiones entre el legislador, la opinión pública, los grupos de interés y los Tribunales en 
materia de servicio civil: tal es el caso de la emblemá:ca Ley N.° 31131 (Congreso de la 
República, 2021) que regulaba la incorporación del personal estatal bajo contratación 
administra:va de servicios al :po de régimen estatutario o laboral de cada en:dad dentro 
de un enfoque de aplicación progresiva rivalizando, en los hechos, con la regulación de 
tránsito al servicio civil que aparecía lenta en su avance. 

Esto mo:vó al cues:onamiento de su cons:tucionalidad derribando el edificio legal 
quedando solo en pie, a través del veredicto del Tribunal Cons:tucional, la protección del 
trabajador público CAS en cuanto a la legi:midad de su salida de la administración a lo que 
ha respondido el organismo rector con la división entre CAS indeterminados y aquellos 
determinados que, a su turno, se desdoblan en quienes prestan labores por necesidad 
transitoria, los que prestan servicios bajo suplencia o en el ejercicio de puestos públicos 
basados en la confiabilidad. 

v. Las tensiones entre la Presidencia del organismo rector y su sindicato ante el 
incumplimiento del convenio colec:vo 2022-2023 alcanzado entre la administración y el 
sindicato de trabajadores en el que se cues:onaba el cumplimiento o no del producto 
negocial -el convenio colec:vo- ante la presencia de cláusulas convencionales cuya vigencia 
con:nuaba en el :empo pese al vencimiento de dicho producto con el potencial anuncio 
de una huelga del 06 de marzo de 2023. 

vi. El pedido de derogación del Decreto Legisla:vo N.° 1602 (Presidencia de la República, 2023) 
que curiosamente, aunque se enfoca en la necesidad de evaluar anualmente a los direc:vos 
públicos respecto de su contratación trianual, genera en los grupos de intereses como 
sindicatos y centrales sindicales la preocupación de la idoneidad de los evaluadores, aunque 
dicha técnica no sea de aplicación al común de los trabajadores públicos. 

Este dato de la realidad permite evidenciar que la sola mención a la evaluación ya es un 
indicador de una alerta en el mercado laboral de los servidores públicos siendo este un 
factor que no se ha analizado al promocionar dicha ins:tución ante la opinión pública y 
mayormente ante los grupos de interés ligados al personal al servicio de la administración; 
precisamente, se encuentra en el aire la aprobación del dictamen referido al proyecto de 
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ley N.° 7172/2023-CR por parte de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social del Parlamento 
nacional. 

vii. La percepción ciudadana que ve en SERVIR a una organización enorme sin ninguna u:lidad 
prác:ca lo que responde, en gran medida, al imaginario popular de la ineficiencia del 
aparato público que, en el razonamiento común, se ex:ende generalizada al rector lo que 
es apoyado por la literatura cienUfica en cuanto a la propia percepción de los procesos de 
tránsito en donde se iden:fica, además de otros factores, «la falta de estrategias 
comunicacionales sobre las preocupaciones de mejoras salariales, estabilidad laboral, 
evaluaciones de desempeño y capacidad laboral» (Alva Mendoza et al., 2018, p. 104) 
debiendo generarse tranquilidad en un espacio, como el laboral, donde ante la coexistencia 
de diversos regímenes de personal no hay certeza de estabilidad lo que, en gran medida, 
impacta en el desempeño y que, en igual medida, plantea importantes retos de 
produc:vidad en quienes reducen su rendimiento cuando pasan de un entorno incierto 
laboral a otro de mayor seguridad como los locadores que ven desnaturalizados sus 
contratos civiles, los CAS que pasan a indeterminados, los «contratados permanentes» una 
vez que alcanzan el año o los tres (3) años previstos en las leyes generales de carrera 
administra:va. 

Curiosamente, esto contrasta en el entorno VUCA con la beneficiosa percepción de los 
propios servidores y direc:vos públicos que ven en el Tribunal del Servicio Civil a un órgano 
administra:vo de alta especialización, con reducida posibilidad de que sus decisiones 
devengan en arbitrarias y garante de un adecuado procedimiento disciplinario luego de 
superar el planteamiento del recurso de apelación contra las sanciones de suspensión y 
des:tución de personal. 

viii. El propio debate en torno a la derogación de la Ley N.° 30057 (Congreso de la República, 
2014) pasando, en la propuesta que sustenta su derogatoria, por un período de tránsito en 
el que un órgano colegiado señalado por el Congreso determine lo per:nente al des:no del 
personal al servicio de la administración, conforme a las previsiones de los proyectos de ley 
N.° 7107/2023-CR, N.° 7156/2023-CR y N.° 7267/2023-CR que se encuentran en la 
Comisión y Seguridad Social del Parlamento nacional. 

Es de adver:rse que el organismo rector se enfrenta a importantes retos que no solo :enen 
un volá:l contexto polí:co (una nación con seis mandatarios sucesivos sin concluir los cinco años 
de ejercicio gubernamental: Kuczynski, Vizcarra, Merino, Sagas:, Cas:llo y Baluarte) y sociológico 
(el miedo visceral a las evaluaciones de personal heredado de la dictadura fujimorista, la 
polarización entre lo sindical y lo técnico, la ausencia de plataformas de acercamiento entre los 
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trabajadores y el Estado empleador) a nivel nacional sino también global lo que contrasta con los 
esfuerzos de los Estados hermanos de integrar al Perú, en el marco del Programa País, dentro de 
los países adscritos al OCDE lo cual es un mérito frente a nuestros hermanos sudamericanos. 

5. ¿Debemos desmantelar a la Autoridad Nacional del Servicio Civil? 

A lo largo de la historia del país, constantemente las ins:tuciones se encuentran sujetas a 
una calificación experimental cual si se tratarán de tubos de ensayos que se pueden usar y desechar 
a placer del gobierno de turno. Así, en cuanto a la planificación de recursos humanos en los inicios 
del presente siglo, se sostenía lo siguiente: 

La planificación se limita a la ges:ón presupuestaria, que presenta deficiencias. La 
evolución de las plantas de personal responde de manera reac:va a pedidos de altas 
autoridades, nuevos mandatos legales, o restricciones presupuestarias. Coexisten el 
régimen público (DL 276, 1984) y el régimen privado (DL 728, 1991) para algunas 
organizaciones por autorizaciones en las leyes de presupuesto. Las normas de austeridad 
exigen que las modificaciones de planta se den a través de leyes o decretos de urgencia, y 
esta rigidez es compensada a través de contrataciones de «servicios no personales» sin un 
marco legal que las respalde, abarcando el 40% del personal. Sistemas de información 
dispersos, proyecto SIGA-SIAF para integrarlos, y reciente censo de funcionarios (ley 
presupuesta 2003) (Iacoviello Mercedes, 2005, p. 5) 

Si se observa con detenimiento, esta larga tradición anómala cons:tuye un espacio para 
separar no lo polí:co de lo técnico (como acontece en el modelo burocrá:co) sino para entender 
que, entre ambos, opera una necesaria relación sinalagmá:ca tanto como, por la regularidad de la 
ins:tucionalidad democrá:ca, para establecer los límites de lo polí:co en lo técnico: 

Una ges:ón efec:va y eficiente del servicio civil es la base para la buena gobernanza. La 
nueva ley del servicio civil del Perú buscar restructurar de manera significa:va la ges:ón 
de aproximadamente 600 000 servidores públicos en 2 500 ins:tuciones públicas en todo 
el país en los tres niveles de gobierno. El impacto potencial de estas reformas es 
significa:vo, dado el alcance de los temas que la reforma busca solucionar. El Estudio 
recomienda que el Perú se asegure de que esta reforma reciba el apoyo adecuado a nivel 
polí:co, incluyendo el apoyo del gobierno entrante; que la PCM y el MEF colaboren en 
una estructura de gobernanza para implementar adecuadamente la reforma. Asimismo, 
se debe asegurar su implementación efec:va en el :empo y el monitoreo de sus 
resultados a nivel sub nacional (OCDE, 2018, pp. 18–19) 
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De cara a SERVIR corresponde indicar que diversos frentes se han ocupado de ella: desde 
los grupos de interés que ven con preocupación su adscripción a la Presidencia del Consejo de 
ministros (PCM) dada su vinculación directa con el Ejecu:vo nacional pasando por los que abogan 
por su inserción en el Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo (MTPE) a quienes, por otra 
parte, la ven como una organización de excesivo tecnicismo encontrándose de cara a importantes 
colec:vos como los trabajadores, los sindicatos, las centrales sindicales, entre otros, con los que ha 
evitado contacto polarizando las expecta:vas entre ambos actores. (Benne% & Lemoine, 2014) 

Procedamos a analizar, sin carácter exhaus:vo, los aspectos posi:vos que SERVIR ha 
desarrollado a lo largo de su vida ins:tucional como jus:ficación de sus come:dos 
organizacionales: 

i. Un dato relevante es entender que SERVIR se ha centrado, de manera exitosa, en cerrar 
brechas de conocimiento en cuanto a capacitación de personal independientemente del 
:po de régimen de personal usando la plataforma MOOC dirigidas a na:vos digitales e 
inmigrantes digitales, dentro de la ges:ón de la capacitación, generando expecta:vas 
posi:vas en el personal a lo largo del país atendiendo a que, hasta antes de ese momento, 
las capacitaciones eran entendidas como «una ac:vidad relegada» (Iacoviello Mercedes, 
2005, p. 20) dado que se decidían en base a criterios personales extra técnicos como el 
compañerismo, la adscripción al par:do polí:co del gobierno de turno, etc., para acceder 
a ellas. 

Al centralizarse la capacitación y luego devolverla a sus des:natarios y no a los empleadores 
de estos úl:mos, reduce la discrecionalidad en su u:lización garan:zando, por otra, el 
acceso a ella llevando a que, en un entorno VUCA, los servidores gocen del beneficio de ser 
capacitados sin afectar su produc:vidad o la conciliación de su vida laboral, familiar y 
personal. 

ii. Siempre dentro de la capacitación, la descentralización de la misma es una medida óp:ma 
que ha generado un impacto posi:vo ya que, al ampliarse el ámbito geográfico de su 
difusión, ha reducido la posibilidad de que el personal beneficiario asuma el costo de la 
misma generando nuevos conocimientos y reforzando aquellos ya existentes; esto, sin 
perjuicio de las capacitaciones internas a través del Plan de Desarrollo de Personas - PDP 
que pese a variar de administración a administración, deben seguir los criterios reglados 
del organismo rector. 

iii. El reconocimiento del trabajo remoto, a través de una frondosa ac:vidad reglamentaria, 
como revolución frente al modelo laboral clásico del sedentarismo sobre el contexto de la 
COVID-19 y la posterior apuesta con el teletrabajo y su proyección a una generación de 
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nómadas digitales en el sector público atendiendo a que «el recurso humano es 
probablemente el principal elemento de cualquier organización; sobre todo en el Estado» 
(MarUnez, 2022, p. 2) mo:vando, incluso, el uso de esta herramienta enfocada en la 
conciliación de la vida laboral con la personal y familiar en la atención de personas a cargo 
de cada servidor estatal. 

iv. El empoderamiento del jefe de recursos humanos o el que hiciere sus veces, en su calidad 
de nivel descentralizado del sistema de recursos humanos, frente a la experiencia 
precedente en donde dicho órgano se encontraba fuertemente atada al :tular de turno 
quien, de manera visible o soterrada, era quien dictaba las líneas de acción de este órgano 
administra:vo u:lizando su poder para premiar o cas:gar, según conviniere. 

v. En cuanto a la adscripción de diversas en:dades estatales al régimen del servicio civil como 
parte del tránsito a un régimen jurídico general (Iacoviello Mercedes, 2015, p. 12), su 
avance fue menor en los primeros años de existencia de la administración rectora dado el 
rigorismo de los requisitos previstos, plazos demasiado latos (Neves Mujica et al., 2013, p. 
46) y la ins:n:va reacción de diversos grupos de interés al abrigo de experiencias nega:vas 
previas a nivel ins:tucional; no obstante, a la fecha, su rango de aplicación es mayor hoy al 
haberse flexibilizado los requerimientos para tal propósito. 

vi. La creación del portal Talento Perú, enfocado en la obligatoria publicidad de ofertas de 
trabajo, así como de prác:cas en el Estado peruano donde SERVIR centraliza la 
administración de dicho aplica:vo (Informe Técnico N.° 001273-2021-Servir-GPGSC, 2.7., 
2021), sin perjuicio de otros canales de difusión reduciendo la generación de concursos 
públicos encubiertos sancionando con nulidad (Informe Técnico N.° 0357-2023-SERVIR-
GPGSC, 2.5., 2023) cualquier proceder arbitrario. 

En este aspecto, el incumplimiento de los plazos para la publicidad está generando sendas 
inves:gaciones a nivel de control interno como el Informe de orientación de oficio N.° 030-
2023-OCI/0827-SOO (Dirección Regional de Salud de Tumbes, 2023) lo que es un 
importante dato que evidencia el celo en la publicidad de las ofertas públicas de empleo. 

vii. La realización de programas induc:vos con un enfoque de mayor especificidad al enfocarse 
en los direc:vos públicos destacando, de entre otros, el Programa de inducción para 
direc:vos públicos (PIDP) con el apoyo de la Cooperación Canadiense mediante el Proyecto 
MODSERV iniciado el 2024. 



 
 

[145] 

ISSN: 2961-2934 (En línea) | ISSN: 2961-2926 (Impresa) 
https://doi.org/10.61542/rjch.82 

Chornancap Revista Jurídica. Vol. 2 Núm. 2 (2024): Perspectivas contemporáneas del Derecho 
Penal y Procesal Penal: Retos y Desafíos 

 

viii. La emisión de opiniones técnicas en materia de dirección de personas, en el marco de su 
rectoría, reduciendo la disonancia de interpretaciones suscep:bles de variación no solo 
entre sectores sino entre administraciones y los mismos órganos de la administración. 

Desde dicho enfoque, al delinear las pautas del hacer público, deja poco espacio hacia 
interpretaciones caprichosas o incons:tucionales, con grave perjuicio de la cosa pública 
generando una respetada deferencia hacia el organismo rector. 

ix. La generación de un órgano de tutela cuasi jurisdiccional, dependiente del Ejecu:vo, que 
recae en el Tribunal del Servicio Civil que :ene su antecedente histórico en la ideación del 
Concejo Regional del Servicio Civil y del Tribunal del Servicio Civil que, en el marco del 
régimen jurídico estatutario de 1984, no llegarían a funcionar. 

El Tribunal cuenta con competencias orientadas, entre otros aspectos, a resolver 
controversias individuales en materia de acceso al servicio civil, la evaluación y progresión 
en la carrera, el régimen disciplinario y la terminación de la relación de trabajo y el pago de 
retribuciones aunque una regulación posterior (Congreso de la República, Ley N.° 29951, 
2012) le restara esta úl:ma competencia que la venía ejerciendo eficientemente dejando 
subsistente las demás; al efecto, este órgano resolutor alimenta su eficiencia con medios 
digitales tales como el Sistema de Ges:ón de Expedientes (SGE), el Sistema de Casilla 
Electrónica (SICE), el Subsistema de Casilla Electrónica Bidireccional (SICE Bidireccional), el 
Sistema de Ges:ón Documental (SGD) y el Subsistema de Expediente de Libre Acceso 
(EDLA) para una mejor administración. 

Veamos algunos de los inconvenientes que ha afrontado SERVIR y la respuesta de dicha 
ins:tución frente al estado de cosas que se ha ido presentando: 

i. El cuerpo de gerentes públicos enfocado en que pasarían “de ser sólo técnicos a verdaderos 
estrategas en la ges:ón pública” (Ramos Anampa, 2015, p. 14) como parte de la primera 
experiencia de entrada del rector en las ins:tuciones públicas, no fue el más exitoso dado 
que dicho personal gozaba de mayores ingresos económicos respecto al de la ins:tución en 
la que iban a prestar servicios generando, desde el principio, una carencia de sintonía al 
interior de cada administración. 

Además, dichos direc:vos se distanciaban de la en:dad a la que iban asignados al entender 
que venían de parte de la ins:tución rectora no mostrando, salvo excepciones, ningún 
propósito de integrarse a la organización llegando a provocar tensiones, visibles o 
disimuladas según fuere el caso, en cuanto a las relaciones con el personal. 
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ii. Se ha descuidado coincidir con los grupos de interés, en especial con los sindicatos, en los 
beneficios del tránsito al servicio civil como parte de la mejora ins:tucional de cada 
organización administra:va; en este orden de ideas, no resulta conveniente que, a los ojos 
de la opinión pública, dicha adscripción carezca de concertación dado que aún permanecen 
frescas las nega:vas experiencias de las evaluaciones de personal y de los ceses individuales 
y colec:vos irregulares, producto del fujimorato. 

iii. Obra un :bio acercamiento de SERVIR a la academia a efectos de generar impacto en el 
público sobre las bondades y beneficios tangibles del modelo del servicio civil; una gran 
expecta:va ha llegado con la realización del Congreso Anual del Servicio Civil, realizado del 
28 al 30 de junio de 2024, a nivel presencial y virtual superando, en cuanto a esto úl:mo, 
más de mil personas conectadas al evento. 

iv. El ejercicio de la ac:vidad supervisora del organismo rector (Autoridad Nacional del Servicio 
Civil, Resolución de Presidencia Ejecu:va N. ° 000078-2020-SERVIR/PE Lima, 2020) 
parecería haber concluido en la regulación jurídica expedida al efecto sin tenerse mayores 
no:cias de manera posterior atendiendo a que, en la realidad, no ha ido escoltado de la 
necesaria difusión para reducir los cues:onamientos a convocatorias a concursos públicos 
amañados en sectores sensibles como el de la educación y la salud. 

v. Se ha descuidado el comunicar, hacia el público, los avances de su ac:vidad de manera 
sostenida en el :empo llegando a evidenciarse que es abundante la incidencia sobre los 
na:vos digitales -a través de aplica:vos tales como Facebook, Instagram, Twixer, Tik Tok, 
entre otros- más no sobre quienes no lo son (los inmigrantes digitales) cuyo contacto con 
la tecnología es mínimo en tanto que, respecto de ellos, de manera correla:va, el acceso a 
medios informa:vos clásicos es evidente; en este aspecto, se aprecia un fuerte divorcio 
entre el actuar técnico y la publicidad de su actuar a efectos de que la experiencia de la 
opinión pública sea beneficiosa a esta organización rectora. 

El conjunto de situaciones en pro y en contra, tal como han sido analizadas de nuestra parte, 
no cons:tuyen factor determinante de suficiencia para echar por la borda el esfuerzo de 
ins:tucionalización de la dirección de personas en el Estado peruano a través de una organización 
con rectoría para tal propósito siendo necesaria un mayor interacción de SERVIR con la polí:ca para 
deshacerse de la percepción ciudadana de administración burocrá:ca, que fragmenta lo polí:co 
de lo técnico (Ubasart-González, 2018, p. 43) con el cual incorrectamente se le asocia en el colec:vo 
público. Cabe aquí indicar que, a nivel organizacional, la medición de los cambios no es un 
fenómeno inmediato sino secuencial en el :empo y que, de otra parte, la iden:ficación de los 
resultados debe verse escoltado con acciones de retroalimentación tangibles que vayan des:nadas 
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a superar aquellos rubros que necesitan un espacio de mejora dentro de una administración 
delibera:va (Brugué, 2009); en este aspecto, se sugiere que los polí:cos se tomen el :empo 
necesario para la concertación de posiciones entre los diversos grupos de interés y el propio rector 
a efectos de encontrarse fórmulas de conveniencia mutua que sepan aquilatar los requerimientos 
de los trabajadores como colec:vo con el interés público, innato a la rectoría, para beneficio de 
todos los ciudadanos sobre la base de que “por medio del deliberar juntos y del actuar en común 
pueden los ciudadanos aprender la importancia del interés por lo público y el respeto a los 
derechos de los otros” (Cortés Rodas, 2012, pp. 28–29) 

Conclusiones 

El ejercicio de competencias técnicas de la administración diqcilmente nunca de ser 
obje:vo de lo polí:co ya que toda organización requiere delinearse previos comandos para la 
ejecución de sus acciones que funcionen, como puntos reflejos, frente a su diario hacer no dejando 
de caer, en dicha aproximación, las organizaciones jurídico-públicas que ejercen rectoría en los 
sistemas de su competencia. 

En este aspecto, se reclama una adecuada sinergia entre ambos de acción dado que la 
finalidad úl:ma es la atención al ciudadano quien termina siendo olvidado en esta situación tensa. 

Para el caso de la Autoridad Nacional del Servicio Civil, es constante la potencial divergencia 
entre lo técnico y polí:co dado que se aboca a ejercer rectoría sobre un verdadero ejército de 
personal civil que son quienes prestan servicios a la administración pública quienes, a su turno, 
también :enen acceso al espacio congresal del país teniendo la capacidad de recrear la realidad en 
materia de personal. Cabe indicar que, un ágil movimiento de ajedrez, SERVIR debe abrirse a 
espacios de concertación entre lo laboral y lo sindical reduciendo la (real o creada) polarización que 
se genera en el descuido de tomarle el pulso a la ciudadanía y a quienes van a recibir los efectos 
de las decisiones a ser tomadas: los trabajadores. Nadie niega el carácter técnico de sus 
competencias y lo mucho que se ha avanzado en materia de servicio civil más aún cuando se ha 
abocado a hacer frente a la pandemia del COVID-19 que ha sido, hasta donde se conoce, el mejor 
muestrario del entorno VUCA en el país. 

Sin embargo, como ha sido dicho, es impera:vo que haya un mayor énfasis en la publicidad 
de sus acciones siendo necesario diferenciar en su proyección a los inmigrantes digitales que son 
el grueso grupo que carga el infeliz recuerdo de la ineficiencia estatal de los na:vos digitales que 
se mueven, con mayor facilidad, en el contexto VUCA. 
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RESUMEN 

En el Perú, las universidades y centros de inves4gación han asumido que los procesos de inves4gación se 
desarrollan bajo una condición estándar y que pueden ser planificados y ejecutados de forma aleatoria y sin 
una proyección que implique un contexto progresivo en el 4empo. En consecuencia, no se pueden proyectar 
obje4vos concretos y tangibles que incidan en beneficio de la sociedad. En el ámbito jurídico, el desarrollo, 
registro y publicación de inves4gaciones parecería que no 4ene un propósito en el largo plazo y ello se 
acredita con un registro de menos de cien inves4gadores en el RENACYT. Ante este panorama el obje4vo del 
documento es demostrar la escasa importancia a la regulación, trabajo ins4tucional académico y evaluación 
de resultados que se le asigna a las inves4gaciones jurídicas en el país. 

Palabras clave: Inves4gación jurídica, Inves4gadores RENACYT, Publicaciones, Revistas Scopus, Productos 
de inves4gación. 

ABSTRACT  

In Peru, universi,es and research centres have assumed that research processes are carried out under 
standard condi,ons and can be planned and executed randomly, without a projec,on involving a progressive 
context over ,me. As a result, it is impossible to set concrete and tangible objec,ves that benefit society. In 
the legal field, the development, registra,on, and publica,on of research seem to lack a long-term purpose, 
as evidenced by the record of fewer than one hundred researchers in RENACYT. Given this scenario, the 
document's objec,ve is to demonstrate the limited importance given to regula,on, academic ins,tu,onal 
work, and the evalua,on of results in legal research in the country. 

Keywords: Legal research, RENACYT researchers, Publica,ons, Scopus journals, Research outputs. 
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Introducción 

Con el cambio del reglamento del RENACYT el registro de inves8gadores vinculados al 
ámbito jurídico pasó de tener 41 abogados registrados (DINA, 2024a) a un total de 1718 
inves8gadores (DINA, 2024b). El registro gráfico es el siguiente: 

Imagen 1  

Número de inves-gadores calificados en el registro RENACYT con reglamento 2018 

 

Nota. DINA (2024a) 

 

Imagen 2 

Número de inves-gadores calificados en el registro RENACYT con reglamento 2021. 

 

Nota. DINA (2024b) 
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Una referencia posi8va que no es muy grato en el ámbito jurídico, donde sólo se han 
registrado en el registro RENACYT un aproximado de cien abogados (DINA, 2024c), conforme 
hemos detallado en un trabajo previo (Bermúdez-Tapia, 2024, p.24). 

Imagen 3  

Número de inves-gadores calificados en el registro RENACYT en la sub área OCDE de Derecho. 

 

Nota. DINA (2024c) 

Una referencia complicada de evaluar si se toma en cuenta que en el país existen abogados 
con grados académicos y con un registro de publicaciones significa8vos, como: 

a) Domingo García Belaúnde (Concytec, 2024a) 
b) César Landa Arroyo (Concytec, 2024b). 

Dos referencias que permiten detallar que abogados con una notoriedad internacional, con 
publicaciones de libros editados y difundidos en el extranjero, con textos registrados en revistas 
cien[ficas con indización en Elsevier-Scopus y con una alta referencia académica en el ámbito 
universitario no forman parte del Registro RENACYT. Un detalle que permite evaluar las razones por 
las cuales algunos inves8gadores están el registro y otros no, porque en esencia no se puede 
analizar el trabajo individual sino la producción académica a nivel de inves8gaciones.  

Consecuentemente, la relación de los abogados inves8gadores que ejercen docencia 
universitaria no puede ser considerada como un elemento aleatorio, de autonomía sin registro o 
parámetro de control, seguimiento y complementación en el ámbito de sus universidades de origen 
o de afiliación académico-profesional ins8tucional.  
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En este punto, es importante detallar que las inves8gaciones jurídicas pueden ser en varios 
niveles, pero ello no implica una referencia de calidad o de cualidad por cuanto esto no ha sido 
determinado bajo una referencia obje8va, con lo cual parecería que el registro que detalla el 
Renacyt podría ser un reflejo de una realidad que no es tan obje8va a primera vista.  

Ante estas referencias es importante entonces determinar cómo es el proceso de 
inves8gación que se puede registrar en el país con el ánimo de hacer una ins8tucionalidad en el 
ámbito académico universitario, especialmente porque consideramos que el reglamento del 
Concytec respecto del registro de inves8gadores 8ene muchos elementos nega8vos en el ámbito 
de la profesión de los abogados que se ven obligados a registrarse y ejecutar ac8vidades 
académicas como si su ac8vidad fuera equivalente a la que se ejecuta en otras áreas cien[ficas o 
académicas.  

Materiales y métodos  

Se plantea un estudio basado en un enfoque cualita8vo, de diseño observacional de la 
prác8ca académica profesional en el ámbito jurídico conforme el esquema de trabajo que 
desarrollan los inves8gadores registrados en el RENACYT que tengan la profesión de abogados. La 
inves8gación es de 8po descrip8vo, transversal y con un enfoque analí8co donde se hace el estudio 
de la producción académica dedicada al ámbito jurídico.  

Las variables en el presente estudio serían: 

a) Respecto del objeto de estudio: se analizará la producción académica que contabiliza 
puntaje y creditaje (Caho Rodríguez & Rocha Gu8érrez, 2017), en el sistema RENACYT por 
parte de abogados inves8gadores, con el propósito de evaluar si esta ac8vidad responde a 
una línea de trabajo predeterminada por su universidad o si corresponde a una inicia8va 
autónoma del académico. 

b) Respecto del período de 8empo se analizará la producción académica registrada en 
Elsevier-Scopus en los úl8mos tres años que se registra en el sistema RENACYT respecto de 
abogados inves8gadores. 

c) Dado que la evaluación se centra en la producción académica, el ámbito geográfico del 
estudio es a nivel nacional. 

d) La casuís8ca evaluada en este punto está centrada en la producción académica publicada 
en revistas bajo indización de (Elsevier-Scopus, 2024). 

e) En la evaluación del marco norma8vo nos basaremos en la legislación que aplica el Concytec 
respecto del Registro RENACYT. 
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Se presenta el estudio en base a los resultados parciales del proyecto de inves8gación 
“Retos de la ins-tucionalidad del Estado de Derecho en el Perú: Análisis de la gobernabilidad, la 
democracia y el fortalecimiento de DDHH en la atención a emergencias sociales”, aprobado con 
Resolución de Vicerrectorado de Inves8gación y Responsabilidad Social Nº 024-2023-VRIRS-UPSJB 
(Universidad Privada San Juan Bau8sta, 2023). 

El obje8vo del documento es demostrar la escasa importancia a la regulación, trabajo 
ins8tucional académico y evaluación de resultados que se le asigna a las inves8gaciones jurídicas 
en el país, en las cuales no se evidencia un programa uniforme de producción académica ni 
tampoco se registra el proceso progresivo y bajo cumplimiento de metas académicas que las 
universidades han planteado, pese a tener una realidad social que podría requerir una mayor 
inves8gación en las principales áreas de desarrollo jurídico en lo académico.  

1. El registro RENACYT: ¿Qué se evalúa? 

El Registro Nacional Cien[fico, Tecnológico y de Innovación Tecnológica de los profesionales 
que ejecutan ac8vidades de inves8gación en el ámbito académico y profesional, tanto en el país 
como en el extranjero, RENACYT en adelante (Estado peruano, 2024), permite evaluar el nivel de 
relevancia de la producción académica y profesional de un inves8gador y lo hace en ocho niveles, 
desde el “inves8gador dis8nguido” al “inves8gador nivel VII”. 

Como se ha detallado previamente, menos de cien inves8gadores 8enen la profesión de 
abogados, son inves8gadores registrados en RENACYT y muchos de ellos no 8enen gran producción 
bibliográfica en revistas indizadas en catálogos que generan creditaje en Concytec.  

Ante ello, consideramos que los elementos que actualmente son los elementos obje8vos 
no están correctamente evaluados para todas las profesiones (Castaño Duque et al., 2014, p.46) y 
con mayor énfasis para los colegas abogados que desarrollan inves8gaciones, conforme la siguiente 
descripción. 

Imagen 4  

Registro de elementos de evaluación en Concytec-Renacyt  

 

Nota. DINA (2024) 

 



 
 

[158] 

ISSN: 2961-2934 (En línea) | ISSN: 2961-2926 (Impresa) 
https://doi.org/10.61542/rjch.83 

Ilustre Colegio de Abogados de Lambayeque, Perú 
 

Sin embargo, en este punto es conveniente detallar los defectos del sistema, si por ejemplo 
lo comparados con el modelo colombiano (Vélez-Cuartas et al., 2014, p.56): 

a) Respecto de la Experiencia laboral. 

i. No hay una diferenciación del nivel de la ac8vidad profesional. No es lo mismo ser 
“abogado que ejerce docencia universitaria” que la de ser “magistrado” que ejerce 
docencia.  

Eventualmente no existe ninguna diferencia sobre los “niveles” en la docencia ni 
tampoco hay una condición que valore la ac8vidad académica de alta calidad, por 
ejemplo, a nivel de docencia en el extranjero, que no 8ene calificación alguna. 

ii. El rango del docente es un valor insignificante. Profesores “principales” 8enen el 
mismo valor que un profesor contratado para el dictado de un solo curso. 

Profesores con años en la docencia que no registran ninguna publicación o ac8vidad 
profesional significa8va 8enen el mismo puntaje que un docente que acaba de 
iniciar sus labores en una universidad.  

iii. El ingreso a la docencia universitaria tampoco es considerado significa8vo. No es lo 
mismo ser profesor nombrado en una universidad nacional que en una universidad 
privada, como tampoco es lo mismo ser nombrado en una de las primeras 
universidades del país, conforme rankings mundiales que ser parte del grupo de 
universidades que siempre 8enen registros nega8vos de imagen académica y 
profesional porque sus alumnos o profesores no desarrollan sus ac8vidades con 
é8ca o diligencia.  

iv. No hay una fórmula que permita evaluar y registrar la ac8vidad profesional en el 
ámbito. Eventualmente un abogado li8gante no podría desarrollarse en el ámbito 
académico porque el 8empo le sería escaso. Tampoco a un magistrado se le puede 
exigir un nivel de docencia de alta especialización porque los 8empos le son 
limitados, conforme su propia Ley Orgánica.  

b) Respecto de la formación académica. 

i. Egresar de una universidad que 8ene bajos niveles de calidad y de registro 
académico en el país genera el mismo peso profesional y académico que egresar de 
la Pon8ficia Universidad Católica del Perú o de la Universidad Nacional Mayor de 
San Marcos.  
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Un defecto del sistema universitario que a nuestro criterio debería considerar los 
rankings universales y adicional un valor significa8vo que se “añada” al egreso 
universitario para que así las universidades tengan como incen8vo ins8tucional el 
mejorar sus niveles académicos y profesionales para así evitar tener egresados con 
un bajo récord personal.  

ii. El punto precedente además se complementa con el contexto de los grados 
académicos. El obtener un grado académico en el extranjero (i), en un programa de 
posgrado en un idioma ajeno al castellano (ii) y con una tesis con una mención de 
sobresaliente (iii), no puede tener el mismo peso en el creditaje que el egresar de 
una universidad donde el fundador sea cues8onado por actos de piratería y mala fe 
académica en su licenciatura y en sus dos grados académicos de maestría y 
doctorado.  

iii. La segunda profesión, las segundas especialidades tampoco cuentan.  

iv. El registro de varios grados académicos tampoco es contabilizado porque existe un 
máximo de puntaje en el rubro. 

Un criterio que es ineficaz y que podría mejorarse si se considera que a par8r de los 
iniciales grados sólo se podrían registrar y acreditar los grados académicos 
obtenidos en el extranjero. 

c) Respecto de los idiomas, consideramos que este ítem es una referencia ambigua que no 
registra ninguna condición de calidad o de vinculación con la ac8vidad académica, salvo que 
se vincule con la producción y registro de ac8vidades en otro idioma. Pero esa condición no 
es la detallada por el Concytec. 

d) Respecto de las “líneas de inves8gación” y “Proyectos (I+D+I)” consideramos que tampoco 
permite una evaluación de calidad del trabajo académico de un inves8gador, perdiéndose 
la oportunidad de un registro mucho más detallado y formalizado por parte de las 
universidades. 

En este punto, consideramos que deberían ser las universidades las únicas en8dades 
autorizadas para “acreditar” a sus inves8gadores conforme sus producciones y 
publicaciones. 

e) Respecto de la “Producción tecnológica y/o industrial” consideramos que podría ser un 
punto referencial, pero debería estar vinculado al ámbito de la especialidad del profesional. 
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Téngase en cuenta que la “venta” de trabajos académicos en revistas internacionales ha 
generado un espacio que aún no ha sido fiscalizado en el país y el registro de “patentes” sin 
ninguna vinculación a la especialidad del profesional es también una referencia que no ha 
sido evaluada en el Concytec.  

Parece ilógica la referencia, pero en el ins8tuto que “evalúa” la inves8gación en el país, el 
escaso margen a la fiscalización de lo que se “inves8ga” y se “registra”, parece que fuera 
contradictorio y esto implica una pésima evaluación del método de registro de producción 
académica.  

f) Respecto de la “Producción cien[fica”. 

Los “libros” y las revistas cien[ficas con algún nivel de indización no son contabilizados.  

Un defecto que en el caso de los “libros” debería ser modificado porque esto tampoco 
guarda relación con la ley que promueve la difusión de libros en el país y que incide en la 
mejora de la calidad académica forma8va.  

g) Respecto de las “Dis8nciones y premios”, consideramos que esta referencia debería ser 
eliminada porque promueve lo social y no lo académico. 

Como se podrá observar, el registro RENACYT es muy “amplio” pero disperso e ineficaz y 
permite que se registre “can8dad” y no “calidad” a primera impresión. 

2. El trabajo académico profesional de los abogados  

Dado que la producción académica es uno de los pocos elementos que son evaluables en 
el ámbito del Concytec respecto del registro RENACYT, es conveniente detallar que el punto de 
referencia posi8vo es la publicación en revistas cien[ficas indizadas en el catálogo Elsevier-Scopus. 

Sin embargo, la publicación en estas revistas no es tarea sencilla para los inves8gadores que 
son abogados y docentes universitarios y la mayoría de estas condiciones nega8vas pasan por estas 
referencias: 

a) Los abogados peruanos suelen analizar la realidad social, polí-ca y económica nacional, 
consecuentemente los trabajos son muy “locales”. 

Un detalle que en el ámbito editorial de las revistas cien[ficas es significa8vo porque reduce 
el impacto de lectura y de citabilidad de los trabajos académicos de sus autores. Por tanto, 
las revistas cien[ficas suelen descartar estos trabajos porque no generan una visibilidad 
amplia del inves8gador (i), del texto que podría ser publicado (ii) o del contenido teórico 
que se expone (iii), porque ya existe una condición que limita su alcance.  
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b) Los inves8gadores jurídicos suelen centrar su atención en los efectos de una ley 
recientemente promulgada (i) o en los alcances de una jurisprudencia (ii).  

Condiciones que nuevamente condicionan el efecto ampliatorio que debería tener un 
producto académico publicable porque las editoriales requieren información dogmá8ca 
que pueda ser de interés en el ámbito comparado y regional (Carruteiro Lecca, 2014, p. 
174). 

c) Las inves8gaciones “locales” suelen abusar de las referencias bibliográficas de colegas con 
los que se hace “citas cruzadas” y no se toma en cuenta el uso de bibliograma con doi o con 
registro de iden8ficación de la revista que ha publicado un documento. 

En este punto, las editoriales suelen enfa8zar la importancia de la información empleada y 
por tanto es necesario que un inves8gador pueda acreditar que la información que ha 
empleado sea registrada y localizada.  

Un detalle que se evidencia en la publicación de revistas jurídicas locales donde las 
editoriales admiten y aceptan que sus autores puedan publicar sin hacer mención a fuentes 
bibliográficas o que estas sólo hagan mención a los “trabajos publicados” por el autor. 

El defecto de no registrar las citas además de acreditar la pésima condición de un 
profesional en lo é8co y en lo académico evidencia la escasa valoración al trabajo de 
inves-gación que sustenta un producto publicable.  

d) Las inves8gaciones que producen un documento que puede ser remi8do a una evaluación 
para una eventual publicación no suelen tener registro de la metodología empleada (Soto 
Bardales, 2013, p. 33).  

Un detalle que permite detallar la escasa cultura en la formación académica que se ejecuta 
en las universidades peruanas que suelen confundir un “ensayo” con una “monograma” y 
que ambas pueden ser trabajos publicables como un “ar[culo”.  

e) Los trabajos que podrían ser publicables en una revista cien[fica a nivel jurídico 8enen una 
complicación adicional en lo cien[fico: en el Perú sólo hay dos revistas cien[ficas con el 
registro Scopus: Derecho PUCP e Ius et Veritas, ambas en la Pon8ficia Universidad Católica 
del Perú. 

De la evaluación de estas revistas, los académicos nacionales 8enen una baja par8cipación 
porque el formato Scopus exige una visión de internacionalización, con lo cual pocos 
abogados que inves8gan podrían publicar en estas dos revistas. 
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Como se puede evidenciar, la publicación en una revista cien[fica a nivel Elsevier-Scopus no 
es tan sencillo, pero permite detallar la calidad de la producción publicable porque esta ha tenido 
que superar: 

a) La evaluación que al inicio ejecutó el editor de la revista, que admite o rechaza 
automá8camente el documento. 

b) La evaluación de dos pares ciegos, quienes por regla general siempre condicionan el 
contenido del documento a sus propias condiciones académicas, porque les es posible.  

En este sen8do, es posible visualizar publicaciones con un bajo nivel académico junto a 
textos con un alto valor dogmá8co o referencial y esto es porque los niveles de evaluación 
no se establecen por una referencia académica tan exigente porque se les permite a los 
evaluadores tener un margen de discreción.  

c) El formato editorial o de edición de la revista suele ser complicado de analizar para los 
abogados peruanos especialmente porque los niveles de citabilidad no son muy aceptados 
dado que no existe una cultura que promueva las citas o su registro en varios niveles o 
formatos de citabilidad. 

En forma complementaria, respecto de las evaluaciones a nivel de Tesis, consideramos que 
este registro es sólo nominal y que no incide en la ac8vidad de la inves8gación porque las 
universidades no llevan un registro de esta ac8vidad.  

No se suele tomar en cuenta el proceso de asesoría como si esta fuera una condición 
irrelevante o ajena al contexto de desarrollo de una tesis.  

En varias universidades, sobre todo las más informales, los directores de las facultades o de 
unidades de posgrado registran muchas “asesorías” que no necesariamente corresponden a una 
verdad material. El registro del asesor no implica necesariamente que este haya formado parte del 
proceso que ha ejecutado el tesista y por eso las universidades deberían tener una mayor ac8vidad 
de regulación y reglamentación en este punto porque se desnaturaliza la ac8vidad de la asesoría. 

3. El trabajo académico de los invesSgadores jurídicos: ¿es posible generar invesSgaciones 
con una metodología con “estudios longitudinales”? 

Finalmente, en el ámbito de la presente inves8gación, es interesante tomar en cuenta el 
“cómo se producen los trabajos académicos registrados” en un profesor-inves8gador en el Registro 
RENACYT. 
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Casi no se detalla la importancia de la metodología (Sánchez Zorrilla, 2011, p. 317) y menos 
de los estudios longitudinales que son ajenos al ámbito jurídico porque estos implican procesos y 
procedimientos reglados en períodos de 8empo sumamente prolongados, como suelen ser los 
estudios en medicina, en el ámbito de la biología o en el ámbito sociológico.  

En este sen8do, el analizar una realidad problema8zadora haría inviable la ejecución de un 
estudio longitudinal (Witker, 2008, p. 944), porque los contextos sociales son mutables y no puede 
registrarse una misma condición en dos períodos de 8empo con una extensión intermedia entre 
ambas. 

Esto por ejemplo se evidencia en el estudio de la vigencia del actual Código Civil de 1984, 
donde muchos profesores siguen enfa8zando en la importancia de su contenido y plantean la 
crí8ca a los que promueven una reforma integral de su contenido porque asumen que es suficiente 
este marco norma8vo en nuestra sociedad. 

No se toma en cuenta que los cambios que ha registrado la sociedad peruana en cuarenta 
años hacen inviable el actual Código Civil y no hay mejor evidencia que el actual proceso de reforma 
de esta norma por parte del Ministerio de Jus8cia que actualmente ya ha convocado a muchos 
especialistas para que emitan un informe que permita una actualización o una reforma integral. 

Lo detallado permite evaluar entonces que la inves8gación jurídica en el país está sujeta a 
períodos breves de 8empo y a contextos iden8ficables como problemas especiales, esporádicos o 
temporalmente condicionados. 

Conclusiones 

El desarrollo de la inves8gación jurídica en el país es sumamente limitado y esto se acredita 
en el escaso número de profesionales registrados en el RENACYT como inves8gadores teniendo 
como condición referencial la de ser abogados.  

A ello, el escaso margen de evaluación de variables en la cuan8ficación de ac8vidades 
académicas hace ineficaz al registro del RENACYT que no toma en cuenta muchos elementos que 
no son valorados y se limita a un parámetro de publicaciones en revistas cien[ficas Scopus a la cual 
se le prefiere por su efecto de internacionalización pero que no puede ser limita8vo especialmente 
cuando no existen métodos para cues8onar otros niveles de producción académica, por ejemplo 
respecto de la publicación de libros. 
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